
JURISPRUDENCIA CIVIL 
(Audiencia Territorial de Albacete) 

1. ACCIÓN NEGATORIA DE SERVIDUM­
BRE. NECESIDAD DE DISFRUTAR EL 

PREDIO A TÍTULO DE DUEÑO. 

(Sentencia núm. 245, de 23 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que para resolver la 
cuestión suscitada en la instancia y nue­
vamente planteada en el presente recur­
so que de la misma deriva, precisa seña­
lar ante todo que por consistir la servi­
dumbre en un gravamen restrictivo de 
los derechos dominicales establecidos en 
los llamados reales sobre un inmueble 
en beneficio de otro perteneciendo a dis­
tinto dueño, segiin lo dispuesto en el 
articulo 530 del Código Civil, es doctrina 
local, reiteradamente declarada, que tan­
to quien trata de mantener el derecho 
correspondiente como el que pretende 
negarlo, han de reunir la condición in­
dispensable de disfrutar a titulo de due­
ño el predio dominante o el sirviente, 
respectivamente, toda vez que por su na­
turaleza radica esencialmente la servi­
dumbre sobre las cosas, sin las cuales 
no puede tener realidad. 

CONSIDERANDO que la segunda pre­
tensión que en el suplico de la demanda 
se articula, la que en el apartado B) del 
mismo se desarrolla, resulta, por el con­
trario, inaceptable y sin duda alguna re­

chazable, porque siendo esencial para 
ejercitar la acción negatoria de servi­
dumbre ser dueño de la finca cuya liber­
tad se pide por tratarse de un derecho 
real que afecta y limita el de propiedad 
(sentencias de 9 de febrero de 1927, 4 de 
mayo de 1963 y 9 de enero de 1930), y 
hallándose indemostrado en este concre­
to caso que el sitio donde la puerta se 
encuentra pertenece al acto, ya que en 
modo alguno se ha probado que el sitio 
o lugar determinado en el terreno en que 
la puerta está, se comprenda dentro del 
lindero sur de la finca actora, es obvio 
que falta el específico requisito que la 
efectividad de la acción requiere. 

2. HALLAZGO DE TESORO. PROPIEDAD 

DE MONEDAS DE ORO ENCONTRADAS. 

(Sentencia núm. 238, de 17 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 352 del Código 
Civil, que acogiendo con ligeras varian­
tes la legislación romana y la tradicional 
patria de las Partidas, establece que la 
figura jurídica del tesoro surge del ha­
llazgo de dinero, alhajas u otros obje­
tos precisos cuya legítima pertenencia 
no conste, el tema fundamental discuti­
do en la instancia y en este recurso que­
da reducido a precisar sí a los efectos 
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del artículo 351 de dicho Código, de los 
de su párrafo primero concretamente, 
el depósito de monedas de oro, cincuen­
ta y tres exactamente, descubierto por 
unos niños, tiene por dueño conocido el 
padre fallecido de los actores, a quienes 
pertenece totalmente el hallazgo, sin 
participación alguna de los demandados 
—tesis de la sentencia recurrida—, o si, 
por el contrario, no se sabe quién hu­
biere podido ser el dueño del mismo, y, 
por ello, debe dársele el destino legal, 
como el hoy recurrente pretende. 

CONSIDERANDO que estando admiti­
do sin dicusión alguna por las partes el 
hecho incuestionable de que al demoler 
el inmueble urbano perteneciente al de­
mandado recurrente, que antes fue pro­
piedad del padre de los actores, apare­
cieron casualmente o por ventura, sin 
ser buscadas estudiosamente, las cin­
cuenta y tres monedas de oro que con 
diversos valores amismáticos, dado su 
diferente acuñaci|ón, peso, Idiámetro y 
valor numerario, en el inventario levan­
tado al efecto se detallan, el problema 
fundamental que toca resolver se centra 
y gira en torno a si es racionalmente 
presumible y en consecuencia estimable 
y evidente, que la pertenencia de tales 
monedas pudiera atribuirse a los deman­
dantes, por haber sido antes de su pa­
dre que hasta el año 1954 fue propietario 
del inmueble que se demolió y en el que 
se encontraba el arca de madera tam­
bién hallado en que las monedas de oro 
indicadas se encontraban alojadas. 

CONSIDERANDO que teniendo en 
cuenta el resultado que arroja la con­
junta apreciación de lo actuado y prue­
bas practicadas, racionalmente valoradas 
de acuerdo con sus propias normas, y 
con relevancia la documental aportada 
y la testifical que a instancia de la par­
te actora se hizo, hay que sentar como 
hechos indiscutibles, debidamente acre­
ditados, los siguientes, que el fallecido 
padre de los ahora demandantes fue pro­

pietario de la casa derruida hasta el 
año 1954; que por venta la enajenó a su 
hijo don Juan Marín Mussó, quien en 
la misma fecha donó a su madre; que 
ésta, en el siguiente año de 1975, a los 
pocos meses de haberla adquirido, la 
vendió al demandado que hoy es recu­
rrente; que dentro de la casa estaba el 
arca de madera y ésta era perteneciente 
al fallecido primer dueño de la finca, y 
que éste, en su disposición testamenta­
ria, declaró la posible existencia de ob­
jetos, valores, alhajas y efectos, señalan­
do su distribución. 

CONSIDERANDO que sobre la base 
demostrada de estos hechos, de que el 
depósito oculto e ignorado fue descubier­
to en el inmueble derruido del que ha­
bía sido propietario el padre de los ac­
tores, en un arca de madera que en el 
mismo había y que testificalmente se Ha 
adverado que era en la que éste guarda­
ba documentos y papeles de familia, de 
que este arcón perteneció también al 
mismo, y que por su posición económica 
podía ser dueño y tener las monedas 
cuyo hallazgo constituye el principal mo­
tivo del litigio, no resulta inverosímil, y 
sí ajustado a lógica afirmación, a esti­
mable presunción deducible en directa 
consecuencia de los hechos que anterior­
mente se mencionan, realizada segiin las 
reglas del criterio humano, que las mo­
nedas encontradas sean de la pertenen­
cia exclusiva de tal citado padre de los 
demandantes, y por consiguiente hoy de 
la de los mismos por el fallecimiento de 
aquél, ya que se cumplen las condicio­
nes necesarias. 

3. VALOR EN PLEITO CIVIL DE SENTEN­
CIA PENAL ABSOLUTORIA. 

(Sentencia núm. 224, de 5 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que ante todo, y a 
fin de clarificar conceptos evitando en 
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lo posible imprecisiones de orden proce­
sal, conviene exponer que la sentencia 
penal no produce excepción de cosa juz­
gada en el pleito en que se pone a dis­
cusión el mismo hecho procesal encua­
drado en el artículo 1.902 del Código Ci­
vil, puesto que terminada la causa cri­
minal queda expedita la jurisdicción de 
los Tribunales civiles, sin otra limitación 
que la consignada en el párrafo primero 
del artículo 116 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil digo. Criminal, cuando al 
absolver se declara que no existió el he­
cho ordinario de la responsabilidad (sen­
tencias de 6 de diciembre de 1962, 21 de 
febrero de 1964 y 31 de enero de 1966), y 
que, en consecuencia (sentencias de 24 de 
abril de 1962, 14 de diciembre de 1967 y 
5 de mayo de 1969), las pruebas y hechos 
deben y pueden valorarse y encuadrarse 
por el Juez Civil que no está vinculado 
por aquellas otras. 

CONSIDERANDO que en este sentido, 
único posible en un entendimiento recto 
de la doctrina legal y jurisprudencial al 
respecto existente, ha y debe entenderse 
la sentencia número 16 de esta Sala de 
5 de febrero del corriente año, sin con­
fundir o subvertir su exacto contenido y 
alcance, porque lo que realmente expre­
sa y manifiesta es que en el caso con­
creto que contempla se han tenido en 
cuenta y valorado adecuadamente las cir­
cunstancias, hechos y probanzas que en 
las diligencias penales constaban, lo que 
ciertamente es lógico y pertinente, ade­
cuado e incluso conveniente para que en 
orden a la realidad fáctica de lo ocurri­
do se sienten las deducciones propias y 
se extraigan las conclusiones precisas, 
pero en modo algimo atribuirle otros 
efectos, ya que no tiene ni afirma defi­
niciones opuestas o contradictorias de 
las que en Derecho son únicamente esti­
mables. 

4. UNIDAD MÍNIMA DE CULTIVO. FALTA 
DE DETERMINACIÓN LEGAL DE DICHO 
MÍNIMO EN LA ACTUALIDAD. 

(Sentencia núm. 219, de 28 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que la Ley de Refor­
ma y Desarrollo agrario de 12 de enero 
de 1973, en sus artículos 44 y 46, reputa 
inválida la partición de herencia en que 
una finca rústica se divide en parcelas 
de extensión inferior a la unidad míni­
ma de cultivo, y prevé en su artículo 43 
que por decreto del Gobierno se señala 
la extensión de la nulidad mencionada 
para secano y regadío en las distintas 
zonas o comarcas de cada provincia, pero 
lo cierto es que tal decreto no se ha dic­
tado, si bien es verdad que en aplicación 
de la Ley de 15 de julio de 1954, que re­
guló por primera vez lo referente a uni­
dades mínimas de cultivo, se promulga­
ron varias disposiciones, entre ellas el 
Decreto de 25 de marzo de 1955 que fijó 
la extensión de la unidad mínima de cul­
tivo en secano, el Decreto de 22 de sep­
tiembre del mismo año, que estableció 
una facultad correctora de lo ordenado 
en el anterior, y la Orden de 27 de mayo 
de 1968, que puntualizó la extensión de 
las unidades mínimas que especificaba, 
entre ellos la provincia de Murcia y el 
término municipal de Ojos, sin embargo 
la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario 
de 1973 derogó expressimente la Ley de 
15 de julio de 1954, y como esta deroga­
ción lleva consigo la de las disposicio­
nes de menor rango dictadas para apli­
car la Ley derogada, cabe deducir que 
actualmente no consta legalmente cuál 
es la extensión de la unidad mínima de 
cultivo en cada caso y por tanto no pue­
de hablarse de incumplimiento o infrac­
ción legal en esa materia, a los efectos 
de declarar la nulidad de una partición 
hereditaria, sin que pueda admitirse que 
hasta tanto se dicte el Decreto pertinen-



104 JURISPRUDENCIA CIVIL 

te rige la extensión fijada por las dis­
posiciones promulgadas en aplicación de 
la Ley de 1954, porque no hay declara­
ción en tal sentido y porque el articu­
lo 43 de la Ley de 1973 no habla simple­
mente de revisión, sino de señalamien­
to por nuevo decreto de la extensión de 
la unidad mínima de cultivo. 

5. OBLIGACIONES DEL FIADOR. BENEFI­
CIO DE EXCUSACIÓN. 

(Sentencia núm. 203, de 12 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que el articulo 1.834 
del Código Civil no puede interpretarse, 
como hace la demandada, en el sentido 
de que el acreedor solamente podrá ci­
tar al fiador cuando demande también 
al deudor principal, pues dicho precepto 
recoge simplemente la facultad que tie­
ne el acreedor de dirigir también la ac­
ción contra el fiador cuando demande al 
deudor principal, de la cual puede usar 
o no, pero la Ley no impone que se deba 
citar en todo caso, conjuntamente, a 
deudor y fiador (sentencia de 15 de mar­
zo de 1972), es decir, que el acreedor pue­
de demandar al deudor principal sola­
mente, a éste y al fiador conjunta o si­
multáneamente, sin perjuicio del bene­
ficio de excusación si procede (senten­
cias de 6 de marzo de 1961 y 22 de enero 
de 1971), o al fiador únicamente, siem­
pre que, en este liltimo caso, la acción 
se haya dirigido previamente contra el 
primer responsable (sentencia de 7 de 
abril de 1975), ya que si no se ha hecho 
asi podrá el fiador, como deudor subsi­
diario, oponer al acreedor al beneficio de 
de excusación reconocido en el artícu­
lo 1.830 del Código Civil (sentencia de 
25 de febrero de 1958), pero si carece de 
ese beneficio (art. 1.831) o no puede 
aprovecharse del mismo (art. 1.832), el 

fiador se verá obligado a defenderse con­
tra la acción del acreedor y podrá opo­
nerle todas las excepciones que compe­
tan al deudor principal y sean inherentes 
a la deuda (art. 1.852), sin que la ausen­
cia del deudor principal implique defec­
tuosa constitución de la relación jurídi-
co-procesal, como se desprende del ar­
ticulo últimamente citado y del artícu­
lo 1.843, puesto que si éste autoriza al 
fiador, aunque antes de haber pagado, 
para proceder contra el deudor principal 
cuando se ve demandado judicialmente 
para el pago (por el acreedor, lógicamen­
te), es porque cabe la posibilidad de 
que el juicio se ventile únicamente en­
tre acreedor y fiador, pues si tuviera 
que estar necesariamente en el mismo 
juicio el deudor principal, no tendría 
sentido esa facultad del fiador de proce­
der contra el deudor principal, facultad 
prevista para ser usada en otro juicio 
al que solamente concurran fiador y deu­
dor principal que presupone una recla­
mación previa del acreedor contra el 
fiador solamente. 

CONSIDERANDO que no se puede de­
cir que la fiadora demandada carezca 
del beneficio de exención por el hecho 
de que el deudor principal se halle en 
situación de suspensión de pagos, por­
que este estado legal no se puede equi­
parar a la quiebra o concurso del deu­
dor mencionados en el número 3.° del 
artículo 1.831 del Código Civil, que alude 
claramente a supuestos de insolvencia 
definitiva, pero no a la hipótesis de in­
solvencia provisional, que es lo que ca­
racteriza, en puridad, a la suspensión de 
pagos, aparte de que extender el efecto 
desfavorable para el fiador a un caso no 
comprendido expresamente en el precep­
to indicado iría en contra de los crite­
rios establecidos en materia de aplica­
ción de las normas jurídicas, pero ade­
más la interpretación que se propugna 
tiene refrendo indirecto en la sentencia 
de 29 de octubre de 1915, que en un caso 
de deudor principal declarado en suspen-
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sión de pagos, examinó si concurrían o 
no los requisitos necesarios para que el 
fiador pueda aprovecharse del beneficio 
de excusación, lo cual hubiera sido su-
perfluo si el fiador hubiera perdido ya 
dicho beneficio por aquella circunstancia 
del deudor principal. 

CONSIDERANDO que si bien es ver­
dad quei la demandada no ha perdido el 
benefició de excusación por el hecho de 
la situación de suspensión de pagos del 
deudor principal, lo cierto es que en el 
presente caso la fiadora no puede apro­
vecharse de dicho beneficio, visto lo pre­
ceptuado en el articulo 1.832 del Código 
Civil, ya que al oponer aquél al contestr 
la demanda (hecho tercero del escrito 
correspondiente), trató de cumplir el re­
quisito de designación de bienes del deu­
dor realizables dentro del territorio es­
pañol y suficientes para cubrir el im­
porte de la deuda, con la mera indica­
ción de «los bienes que aparzecan en 
el activó de la suspensión de pagos» del 
deudor principal, lo cual no basta a los 
efectos de que se trata, pues, como han 
declarado las sentencias de 29 de octu­
bre de 1915 y 7 de abril de 1975, el men­
cionado requisito no se cumple median­
te una simple referencia a la resolución 
del activo que el deudor haya presenta­
do en un expediente de suspensión de 
pagos, puesto que tal referencia no en­
vuelve designación de bienes determina­
dos realizables y suficientes para el com­
pleto pago y con garantía de una exis­
tencia real y efectiva. 

6. OPCIÓN DEL APARCERO PARA CON­
VERTIR EN ARRENDAMIENTO SU 
APARCERÍA. PLAZOS. 

(Sentencia núm. 193, de 2 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que en virtud del re­
curso interpuesto contra la sentencia de 

instancia, que estimó la demanda y de­
sestimó la reconvención, la Sala ha de 
decidir, como cuestión principal, si el 
aparcero que, ante la voluntad del pro­
pietario de no continuar en aparcería el 
cultivo agrícola de su finca, pretende 
—en uso del derecho de opción recono­
cido en el artículo 7 de la Ley de 28 de 
junio de 1940 y en el artículo 49 del Re­
glamento de 29 de abril de 1959— conti­
nuar como arrendatario de una parte de 
tierra proporcional o en participación, 
puede ejercitar tal derecho a pesar de 
que la aparcería ya ha durado el período 
fijado para los arrendamientos en el ar-
tíciilo 9 del citado Reglamento, con tal 
de que no haya superado el plazo seña­
lado en su artículo 10 (tesis del apelado 
y del Juzgado «a quo»), o si, por el con­
trario, no puede ampararse en el indica­
do derecho cuando la aparcería ya ha 
durado el tiempo expresado para los 
arrendamientos en el artículo 9 del Re­
glamento (tesis del apelante). 

CONSIDERANDO que la cuestión plan­
teada no puede resolverse sobre la base 
de dar preferencia, en razón del mayor 
rango legislativo, a la Ley de 1940 sobre 
el Reglamento de 1959, porque el artícu­
lo 7 de la Ley de 28 de junio de 1940 no 
dice nada referente al tiempo en que el 
aparcero puede hacer uso del derecho 
de opción de que se trata, sino que se 
limita a reconocerlo y fijar el alcance 
del arrendamiento en que puede conver­
tirse la aparcería, si bien cabe inducir 
que ha de ejercitarse aquél mientras no 
se haya extinguido el contrato de apar­
cería, y por otro lado, el inciso final del 
párrafo tercero del artículo 49 del Re­
glamento de 29 de abril de 1959, que no 
tiene precedente en la Ley de 1940, em­
pleo, al señalar el tiempo en que puede 
ejercitarse el derecho de convención de 
la aparcería en arrendamiento, unos tér­
minos ciertamente conformes, puesto que 
hablan del «período máximo que para 
los arrendamientos fija el artículo 9.°», 
por lo que al establecer este precepto 
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los plazos mínimos de duración de los 
arrendamientos, suscita la duda de si 
aquel otro habrá querido referirse el ar­
tículo 10, que regula las prórrogas que 
puede utilizar el arrendatario y, consi­
guientemente, el período máximo de du­
ración de los arrendamientos. 

CONSIDERANDO que para resolver el 
problema de que se trata hay que tener 
presente las diferencias que separan al 
arrendamiento de la aparcería, en parti­
cular en lo relativo a la duración de uno 
y otro contrato, y así el Reglamento 
de 1959, como antes la Ley de 1935, ex­
cluye en los contratos de aparceros (ar­
tículo 49) de la aplicación de lo dispues­
to en el capítulo III del mismo Regla­
mento, que se refiere a la duración de 
los arriendos (arts. 9, 10 y 11), y estable­
ce que las aparcerías concertadas volun­
tariamente durarán como mínimo una 
rotación de cultivo, sin derecho a pró­
rroga más que por la voluntad expresa­
da de ambas partes, a cuyo respecto la 
sentencia de 21 de diciembre de 1962 
declaro que «la aparcería de un contrato 
"uní géneris" que participa de la natu­
raleza de la sociedad y del arrendamien­
to, en razón a cuya especialidad tiene 
una denominación propia y un régimen 
privativo en el que, por predominar la 
idea asociativa, es fundamental la con­
fianza entre las partes contratantes y el 
deber de lealtad del aparcero en la va­
loración y entrega al propietario de los 
frutos que le correspondan, en extensión 
a todo lo cual las prórrogas de los pla­
zos establecidos en el artículo 9.° de la 
Ley de 15 de marzo de 1935 —hoy artícu­
lo 9.» del Reglamento de 29 de abril de 
1959— no son aplicables a las aparce­
rías», y la sentencia de 23 de febrero de 
1955 dijo, al comentar los artículos 49 de 
la Ley de 1935 y 7.° de la Ley de 28 de 
junio de 1940, «que ambos preceptos obe­
decen, sin duda posible, a un mismo y 
doble propósito del legislador, el de no 
extender a las aparcerías el régimen de 
prórroga legales establecidas para los 

arrendamientos, no reconociendo validez 
a otras prórrogas que a las pactadas ex­
presamente por los contratantes aparce­
ros, y el de asegurar la permanencia del 
cultivador en las tierras que labra, con­
cediéndole —cuando el propietario se 
niegue a continuar la aparcería— el de­
recho de convertir ésta en arrendamien­
to, de acuerdo y en proporción con los 
pactos celebrados». 

CONSIDERANDO que, con fundamen­
to en lo que antecede, se llega a la solu­
ción de la cuestión planteada, decidida 
ya por la jurisprudencia en diversas sen­
tencias, y así la antes citada de 21 de di­
ciembre de 1962 ya dijo que «el Regla­
mento de 29 de abril de 1959 agregó al 
dicho artículo 49, párrafo 3.°, un inciso 
para impedir que el loestorio-aparcero 
pueda ampararse en lo dispuesto en el 
artículo 7.» de la Ley de 28 de junio 
de 1940, para convertir la aparcería en 
arrendamiento si ya transcurrió el plazo 
máximo de duración que para éstos fi­
jan los artículos 9.° de aquellas disposi­
ciones (la Ley de 1935 y el Reglamento 
de 1959), y como en el presente caso se 
encuentran ampliamente rebasados tales 
períodos de tiempo, e incluso el de pró­
rroga a que se contrae el artículo 10, es 
obvio que los demandados carecen de 
toda posibilidad legal para convertir, por 
su sola voluntad, la aparcería en arren­
damiento de parte del precio», de cuya 
doctrina se desprende que, una vez re­
basado el plazo de duración del arren­
damiento señalado en el artículo 9." del 
Reglamento, ya no puede el aparcero op­
tar por la conversión en arrendamiento, 
y mucho menos, claro es, si incluso ha 
transcurrido el plazo previsto en el ar­
tículo 10, y en el mismo cometido la 
sentencia de 31 de enero de 1966 declaró 
que «la opción concedida al aparcero por 
el artículo 49, número 3.°, del texto re­
fundido de Arrendamientos Rústicos de 
29 de abril de 1959, para convertir en 
arrendamiento su aparcería cuando, ate­
niéndose al plazo pactado, decida al con-
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cordante dar aquélla por terminada, sin 
que dilación —convertibilidad desconoci­
da en el Código Civil e introducida co­
mo novedad por la legislación especial, 
en compensación de la prórroga directa 
existente en el arrendamiento y no en la 
aparcería—, responde a la finalidad de 
equiparar en la posible medida la tem­
poral estabilidad de ambos derechos de 
goce, hasta un mínimo común de dura­
ción, que es el expresamente preceptua­
do como módulo para el colonato por el 
artículo 9.° del referido texto reglamen­
tario, alcahzable para las aparcerías me­
diante dichos períodos adicionales ds 
arrendamiento, sin que, como es lógico, 
pueda servir de pretexto este mecanis­
mo legal para dispensar al aparcero ma­
yor protección que al colono, por lo que 
si aquél hubiera prolongado su disfrute 
hasta completar dicho plazo, no podrá 
ya ejercitar tal opción mutativa, que 
aparcería desprovista de sentido y de le­
gítima función». 

CONSIDERANDO que, por si todavía 
quedara alguna duda, la sentencia de 
27 de octubre de 1975, que afronta direc­
tamente el mismo problema ahora dis­
cutido, declara que «la referencia que el 
artículo 9,° del Reglamento que estamos 
contemplando hace el número 3." del ar­
tículo 49 del mismo, no puede interpre­
tarse sino en el sentido literal que de 
sus palabras se desprende y, así, por pe­
ríodo máximo hay que entender que se 
refiere al de seis años de que habla el 
artículo 9.° como período mínimo, pues 
si hubiera querido referirse al máximo 
de doce años de que habla el artículo 10, 
así lo habría dicho, y no citando a este 
último precepto cuando pudo hacerlo, es 
indudable que no es de aplicación», o 
sea, que, en conclusión, la facultad de 
convertir la aparcería en arrendamiento 
de una parte de la finca proporcional a 
la participación del aparcero, como to­
dos los beneficios que le otorga la legis­
lación especial, no puede hacerse valer 
cuando la aparcería ya duró el tiempo 

señalado para los arrendamientos en el 
artículo 9° del Reglamento de 29 de 
abril de 1959, y como en el presente caso 
el demandante ha hecho uso del derecho 
de opción de que se trata después de 
que la aparcería ya ha durado más de 
seis años, es notorio que dicha parte no 
puede ampararse en el mismo para con­
vertir la aparcería en arrendamiento y 
continuar en el goce de una parte pro­
porcional de la finca. 

7. RETRACTO EN FINCA RÚSTICA. R E ­
QUISITOS DE LA NOTIFICACIÓN DE 
ARRENDATARIO. 

(Sentencia núm. 192, de 31 de octu­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que hay que tener 
muy en cuenta que la notificación de la 
venta de la finca al arrendatario es una 
obligación que impone la Ley el adqui-
rente de forma expresa, y que de su in­
cumplimiento deliberado no se pueden 
derivar perjuicios para el primero, al 
que se le ha de suponer ajeno al contra­
to traslaticio, y que en el caso que se 
abate el comprador no sólo infringió esa 
obligación legal omitiendo tal requisito, 
sino que de forma activa y recalcitrante 
se negó expresamente a facilitar tales 
datos cuando le fueron pedidos de ma­
nera formal o solemne en el acto de con­
ciliación, sin que pueda admitirse como 
ajustada la tesis de la sentencia de ins­
tancia de que es suficiente simplemente 
el conocimiento somero de la venta rea­
lizada, ya que es imprescindible y hace 
falta que se conozca por el retrayente, 
de forma detallada, las condiciones de 
la misma, como señala la reciente sen­
tencia de 1." de junio de 1976, que tex­
tualmente expresa «no basta la noticia 
escueta de que ha existido una compra­
venta y sean conocidos los sujetos, el 
objeto y el precio, como equivocadamen-
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te entiende la sentencia recurrida, es ne­
cesario también saber si se contiene, o 
no, condiciones o plazos, u otras cláu­
sulas onerosas o beneficiosas que al re-
trayente interesan puesto que ha de sub­
rogarse en ellas», por lo que en el pre­
sente caso, el mismo contenido de la 
papeleta conciliatoria demuestra la igno­
rancia del arrendatario, la cual no fue 
disipada por la negativa rotunda de la 
contraparte a facilitarle la información 
pedida, no pudiendo entenderse, por con­
siguiente, que conocía tales condiciones, 
sino a partir de la inscripción en el Re­
gistro, y ello obliga a que no pueda de­
clararse caducada la acción como la sen­
tencia apelada determina. 

8. CONSENTIMIENTO DE LA ESPOSA. NO 
NECESARIO PARA DETERMINADAS AC­
CIONES DECLARATIVAS. 

con la demanda se pueden equiparar a 
tales actos de disposición, a lo que se 
ha de dar una respuesta negativa, ya que 
con la misma sólo se intenta obtener 
una declaración de que unas determina­
das fincas pertenecen a la comunidad 
conyugal, liberándolas de unos pretendi­
dos derechos que sobre ellas dicen que" 
ostentan los demandados (en la contes­
tación a la demanda, éstos manifiestan 
estar acordes con tales pedimientos), ac­
to simplemente declarativo que implica 
en definitiva un problema de identifica­
ción o delimitación de parcelas y que en 
un principio no representa transmisión 
alguna de bienes, por lo que el caer de 
lleno dentro de las facultades de un ad­
ministrador celoso y cumplidor, puede 
ser perfectamente realizado por el espo­
so sin que su mujer intervenga, razón 
por la cual ha de rechazarse el vicio o 
tacha procesal que se le imputa al pro­
cedimiento. 

(Sentencia núm. 191, de 29 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que en lo referente 
a la intervención de las esposas de los 
demandados en el litigio que nos ocupa, 
hay que tener en cuenta, como premisa 
fundamental, que a pesar de las profun­
das novedades que en esta materia ha 
introducido la Ley de 2 de mayo de 1975, 
los artículos 59 y 1.412 del Código Civil 
aún consagran al esposo como adminis­
trador natural de la sociedad legal de 
gananciales (en este sentido se pronun­
cian las recientes sentencias de 25 de 
mayo de 1976 y 3 de marzo de 1977), y 
que el artículo siguiente, el 1.413, esta­
blece las facultades que le asisten, nece­
sitando sólo el consentimiento de su cón­
yuge para enajenar y realizar actos de 
disposición sobre bienes inmuebles o es­
tablecimientos mercantiles que pertenez­
can al patrimonio ganancial, razón por 
la cual es necesario determinar si las 
actuaciones jurídicas que se pretenden 

9. MODO DE ADQUISICIÓN DE LAS SERVI­

DUMBRES APARENTES. 

(Sentencia núm. 188, de 27 de octu­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que el artículo 541 re­
gula un modo de adquisición de las ser­
vidumbres aparentes —denominado ad­
quisición por presunción legal o signo 
aparente, y también por destino del pa­
dre de familia— que, en cierta manera, 
puede reputarse una aplicación del mo­
do genérico de adquisición por título, ya 
que, según dicho precepto, la existencia 
de un signo de servidumbre entre dos 
fincas, establecido por el propietario de 
ambas, se considerará, si se enajenara 
una, como titulo para que la servidum­
bre continúe activa y pasivamente, a no 
ser que, al tiempo de separarse la pro­
piedad de las dos fincas, se exprese lo 
contrario en el título de enajenación de 
cualquiera de ellas, o se haga desapare-
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cer aquel signo antes del otorgamiento 
de la escritura, y aun cuando «ese punto 
sujeto a debate en la doctrina científica 
al de si al fundamento de esta teoría 
hay que buscarlo en la voluntad unilate­
ral, tácita y presente, del propietario de 
los fondos, o en el acuerdo tácito entre 
él y el arquitecto, o en el simple hecho 
al cual la Ley liga una consecuencia ju­
rídica» (sentencia de 3 de marzo de 1492), 
sin embargo se observa cierta orientación 
en la jurisprudencia que permite afir­
mar que lo decisivo es el estado real de 
utilización de un precio en beneficio de 
otro, es decir, el estado de hecho que se 
transmite en un derecho de servidumbre 
precisamente con el fin de que no dis­
minuyan las condiciones de utilización 
de la finca vendida o de la retenida. 

10. PRESUNCIÓN DE OBLIGACIÓN MAN­
COMUNADA. LA RESPONSABILIDAD 
ES EXCEPCIONAL. 

(Sentencia núm. 185, de 20 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que ya dentro de los 
impedimentos procesales propuestos, los 
dos primeros tienen en la contestación 
a la demanda una confusa enunciación 
y en ellos se mezclan e interpelan la 
falta de personalidad de los demandados 
(número 4 del art. 533 de la Ley de En­
juiciamiento Civil) con el defecto en la 
forma de proposición de la demanda (nú­
mero 6 del mismo precepto), pues se 
aduce que como se demanda a dos per­
sonas perfectamente individualizadas re­
clamándoles una misma cantidad, al no 
hacer constar en qué proporción debe­
rán responder, no lo es exigible a am­
bos, y que, por tanto, la súplica de la 
demanda adolece del defecto procesal de 
no especificar claramente lo que en de­
finitiva se pretende; tales razonamientos 
han de ser forzosamente rechazados, y 

no sólo por las razones que se exponen 
en la sentencia de instancia respecto al 
primero (dicho pronunciamiento ha ad­
quirido firmeza al ser consentido por el 
que lo alegó) en la que sólo se razona, 
de forma muy concisa, que ambos de­
mandados tienen la personalidad de co­
merciantes por la que se les demanda, 
sino porque los artículos 1.137 y 1.138 del 
Código Civil resuelven de forma clara 
y meridiana al problema suscitado, que 
no es tal, ya que al ser legalmente posi­
ble la concurrencia de deudores en una 
sola obligación, la norma general es que 
la misma se entiende que su carácter 
es simplemente mancomunado, y que, 
por consiguiente, ésta se dividirá en tan­
tas partes iguales como deudores haya, 
por lo que al no especificar la demanda 
la existencia de solidaridad, o de una 
proporción diferente en la deuda, tiene 
plena relevancia y aplicabilidad el prin­
cipio general enunciado, y ni existe falta 
de claridad en tal petición en sus aspec­
tos reales o personales, ni la resolución 
que sucede a la misma puede ser tacha­
da de incongruente en el caso de que se 
pronuncie tal y conforme se pide, por­
que la prestación a que se condene a las 
partes lo será por partes iguales entre 
los deudores, ya que el carácter solida­
rio es excepcional y requiere prueba ex­
presa de su existencia (en este sentido 
se pronuncia, entre otras muchas, las 
sentencias de 20 de mayo de 1969 y 25 de 
noviembre de 1965). 

11. ARRENDAMIENTO DE LOCAL DE NE­
GOCIO. CAMBIO DE TITULARIDAD 
FISCAL. 

(Sentencia núm. 183, de 19 de oc­
tubre de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que teniendo en 
cuenta y partiendo, como necesario es 
partir, para resolver adecuadamente la 
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cuestión suscitada, de los hechos impor­
tantes y reconocidos por las partes que 
en el caso presente concurren, los que 
por tal causa merecen la conceptuación 
de ciertos, cuales son el cambio de titu­
laridad fiscal del negocio instalado en el 
local arrendado y la intervención del hijo 
del arrendatario en el negocio como ac­
tual titular fiscal de él, y siguiendo la 
doctrina expuesta por esta Sala en su 
resolución de 23 de octubre de 1974, en 
la que solucionando un caso similar al 
ahora contemplado, sentó, con apoyo en 
la doctrina jurisprudencial (sentencias 
de 9 de diciembre de 1965, 17 de abril y 
21 de mayo de 1969 y 22 de febrero de 
1974), el criterio exacto que al cambio 
de titularidad fiscal de un negocio debe 
aplicarse, se hace evidente la sinrazón 
de los recurrentes. 

12. DAÑOS OCASIONADOS POR LA GUÍA 
MUNICIPAL. RESPONSABILIDAD DEL 
AYUNTAMIENTO. 

(Sentencia núm. 180, de 17 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que la excepción de 
incompetencia de jurisdicción no puede 
prosperar, porque en este juicio no se 
discute la incorrección del estanciona-
miento del vehículo dañado, ni la facul-
tal del Ayuntamiento para retirar de la 
vía pública los vehículos mal estaciona­
dos, sino la pretensión de la actora de 
que se le resarza el importe de los da­
ños del vehículo, sufridos con ocasión 
de ser retirados por una grúa municipal 
en cumplimiento de las funciones nor­
malmente atribuidas al Ayuntamiento, es 
decir, que no se imputa a éste una le­
sión de derechos administrativos, ni el 
ejercicio de un derecho que no tenga, 
sino simplemente la lesión de derechos 
estrictamente civiles con ocasión del uso 
inadecuado de una facultad que le co­

rresponde, y por ello la jurisdicción or­
dinaria es competente para enjuiciar tal 
reclamación, conforme a lo establecido 
en el artículo 407 de la Ley de Régimen 
Local. 

CONSIDERANDO que del acto de de­
jar un vehículo mal estacionado en la 
vía pública, cerrado, con la palanca del 
cambio de velocidades puesta en una de 
ellas y con el freno de mano accionado, 
no puede derivarse daños como los dis­
cutidos en el pleito, ya que si no hubiere 
intervenido ningún otro factor, el ve­
hículo habría permanecido indefinida­
mente en aquella indebida posición y no 
habría sufrido desperfecto alguno, y si 
bien es verdad que ese anómalo estacio­
namiento fue el presupuesto de la deci­
sión municipal de retirar el vehículo de 
la vía pública, sin embargo el daño cau­
sado al efectuar esa operación se debió 
solamente la falta de precaución con que 
se ejecutó, bien por ligereza en la forma 
de llevar a cabo la retirada, bien por no 
utilizar los medios adecuados para rea­
lizarla sin menoscabo del vehículo, pero 
en modo alguno puede aceptarse que 
exista nexo causal entre la conducta an-
tirreglamentaria de dejar mal estaciona­
do el vehículo y el daño ocasionado a 
éste al ser retirado por la grúa muni­
cipal. 

CONSIDERANDO que se ha insistido 
por el apelante en que, al haberse afir­
mado en la demanda que la persona que 
ejecutó materialmente la operación de 
retirada del vehículo actuó de modo ne­
gligente y temerario, el Juzgador está 
constreñido por esta alegación de hecho 
de la actora y, por tanto, no puede de­
clarar la responsabilidad directa y soli­
daria del Ayimtamiento, que solamente 
procede, como dice el artículo 406, 1, 2.°, 
de la Ley de Régimen Local, cuando los 
daños hayan sido producidos sin culpa 
o negligencias graves imputables perso­
nalmente a las autoridades, funcionarios 
o agentes de la Entidad local, mientras 
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que si se da esa culpa o negligencia gra­
ves, la responsabilidad de la Entidad lo­
cal es subsidiaria y solamente puede exi­
girse, según el artículo 409 de la Ley ci­
tada, después de haberse declarado la 
infracción legal por sentencia firme, pero 
frente a tal argumento hay que recordar 
que la demanda ha de enjuiciarse como 
un todo, del que no es lícito entresacar 
puntos 0 conceptos aislados para com­
batirla, y en aquellos casos en que no se 
redacte con la debida claridad y preci­
sión hay que tener en cuenta lo realmen­
te pedido y dar preferencia, es la duda, 
a la súplica del escrito, que es la que 
determina la cuestión litigiosa sobre la 
cual está llamado a pronunciar su juicio 
al Tribunal (sentencia de 25 de enero de 
1962), y con la cual ha de guardar con­
gruencia la parte dispositiva de la sen­
tencia (sentencias de 12 de abril de 1962 
y 16 de febrero de 1968), sin que sea de­
fecto la falta de consignación en la de­
manda de un fundamento legal, porque 
la aplicación del Derecho es facultad dis­
positiva de los Tribunales (sustancia ae 
22 de diciembre de 1962), por todo lo 
cual, y como quiere que en la súplica de 
la demanda se pide claramente la con­
dena solidaria de los demandados, hay 
que atenerse a lo dicho en ella, estimar 
que la acción ejercitada en la prevista 
en el artiículo 406 de la Ley de Régimen 
Local y no en el 409, y acoger la misma 
sí, como en este caso ocurre, se dan los 
requisitos indispensables para ello. 

13. RESPONSABILIDAD OBJETIVA POR 

DAÑOS CAUSADOS POR ANIMALES. 

(Sentencia núm. 171, de 7 de octu­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que para exigir la 
responsabilidad consiguiente a la produc­
ción de daños, nuestro Código Civil, en 
el capítulo II del título XVI de su li­
bro IV, regula las obligaciones que na­

cen de culpa o negligencia, establecien­
do en el artículo 1.905, que es el que al 
caso en debate atañe y que en tal lugar 
se encuentra ubicado, que el poseedor 
de un animal, o al que se sirve de él, es 
responsable de los perjuicios que causa­
re, aunque se le escape o extravie, y que 
sólo cesará esta responsabilidad en el 
caso de que el daño proviniera de fuer­
za mayor o de culpa del que lo hubiera 
sufrido, lo que implica necesariamente, 
por las circunstancias concurrentes en el 
caso presente y que abreviadamente se 
expusieron antes, la exégesis recta y 
completa del precepto, para a su luz de­
terminar si existe o no responsabilidad 
en el demandado, poseedor y dueño del 
perro que fue causa de la muerte del 
niño, y nace, por consiguiente, la obliga­
ción de indemnizar. 

CONSIDERANDO que dada la redac­
ción precisa y terminante del precepto 
expresado, la claridad de sus términos, 
la jurisprudencia (sentencias de 19 de 
octubre de 1909, 2 de enero de 1914, 23 de 
diciembre de 1952, 3 de abril de 1957, 
10 de febrero de 1959 y 2 de enero de 
1972) ha sentado y definido que basta, y 
es de sentido lógico afirmar que un ani­
mal cause perjuicio, pero que nazca la 
responsabilidad objetiva del dueño o po­
seedor del mismo, aun no imputándose­
le ninguna clase de culpa o negligencia, 
y ello sin duda por haber tenido en cuen­
ta el legislador que el tal concepto de 
dueño es suficiente para que arrastre 
las consecuencias favorables o adversas 
de esta clase de propiedad, salvo que se 
den las dos únicas y expresadas excep­
ciones que el mismo contiene, la de ha­
ber existido en el hecho fuerza mayor 
o culpa del que hubiere sufrido el daño, 
ya que al decir la Ley claramente, «aun­
que se le escape o extravíe», lo que con­
templa y regala es la responsabilidad 
totalmente «objetiva». 
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14. ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS PRO­
TEGIDOS. Su PRUEBA. CONTRADIC­
CIÓN DE LOS ARTÍCULOS 84 Y 88 DEL 
REGLAMENTO. 

(Sentencia núm. 168, de 6 de octu­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que para aceptar 
que el arrendamiento de que se trata 
tiene carácter de especialmente protegi­
do es necesario probar, entre otros ex­
tremos, que es de fecha anterior al 1 de 
agosto de 1942 (art. 91 del Reglamento 
de 29 de abril de 1959 para la aplicación 
de la legislación sobre arrendamientos 
rústicos), lo cual no se ha acreditado en 
este proceso, sin que pueda exigirse la 
prueba de tal antigüedad a la deman­
dante, que se ha limitado a decir que el 
arrendamiento tiene más de treinta años, 
pero que en ningún momento ha soste­
nido que tenga el carácter indicado, sino 
que, por el contrario, dicha prueba co­
rrespondía al demandado, que es quien 
ha alegado sea naturaleza del arrenda­
miento para fimdar u oposición al des­
ahucio, pero ciertamente no la ha pro­
porcionado al juzgador y, consiguiente­
mente, la alegación aludida no puede 
prosperar. 

CONSIDERANDO que al comparar los 
artículos 84 y 88 del Reglamento de 29 de 
abril de 1959 se observa una aparente 
contradicción, puesto que el primero fa­
culta al propietario para arrendar nue­
vamente la finca a quien tuviere por 
conveniente al cabo de todas las prórro­
gas o que tienen derecho los arrendata­
rios de arrendamientos protegidos, es 
decir, que al cumplirse dicha previsión 
no es necesario que el propietario asu­
ma el cultivo directo de la finca arren­
dada, sino que puede cederla a im arren­
datario nuevo, mientras que el segimdo 
artículo exige al arrendador que quiera 

desahuciar al arrendatario en virtud de 
la causa primera del artículo 28 el cum­
plimiento de determinados requisitos re­
lacionados con el cultivo posterior de la 
finca por el propietario, es decir, que 
parece imprescindible que el propietario 
asuma el cultivo directo de la finca 
arrendada al concluir todas las prórro­
gas legales del contrato, sin poder ceder­
la a un arrendatario distinto, y tal con­
tradicción ha de resolverse mediante el 
estudio de las leyes de que proceden 
los artículos indicados, que son las de 
23 de julio de 1942 y 18 de marzo de 1944, 
de cuyo texto y espíritu cabe concluir 
la necesidad de distinguir entre aquellos 
casos en' que el propietario pretenda ex­
tinguir el contrato de arrendamiento por 
expiración del plazo inicial convenido o 
de alguna de las prórrogas que no sean 
la última concedida al arrendatario, y 
aquellos otros supuestos en que el pro­
pietario quiere recuperar el disfrute de 
la finca por expiración del plazo con­
tractual estipulando y de todas las pró­
rrogas legales ya utilizadas por el arren­
datario, y hecha esta distinción hay que 
entender que el artículo 84 es aplicable 
a estos segundos supuestos, mientras 
que el 11 regula los casos primeramente 
señalados, está relacionado con el artícu­
lo que le precede, y persigue que el pro­
pósito del propietario de cultivar direc­
tamente la finca arrendada sea razonable 
y serio, en evitación de los trastornos 
que acarrearía su inafectividad. 

CONSIDERANDO que dicho lo ante­
rior, hay que estimar aplicable al caso 
ahora debatido el articulo 84 del Regla­
mento citado, y por lo tanto al haber 
expirado tanto el plazo convenido como 
el de las prórrogas legales —sobre cuyo 
punto no existe discrepancia entre las 
partes—, hay que declarar extinguido el 
arrendamiento y reconocer la falta de la 
propietaria demandante de recuperar la 
finca, bien para cultivarla directamente, 
bien para arrendarla nuevamente a quien 
tuviere por conveniente, sin necesidad 
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de alegar ni probar los extremos enume­
rados en el artículo 88, y consecuente­

mente el desahucio decretado por el Juz­
gado «a quo» debe ratificarse. 

(Audiencia Provincial de Murcia) 

1. SERVIDUMBRE DE LUCES Y VISTAS. 
SUBSISTENCIA EN CASO DE DIVISIÓN 
DE LA FINCA. 

(Sentencia núm. 57, de 23 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que esta Audiencia 
ha de mostrar su conformidad acerca de 
los tres primeros extremos correlativa­
mente numerados en el primer conside­
rando dé la sentencia impugnada, esto 
es, que tanto el actor señor Abellán, hoy 
apelado, como el demandado señor Pe-
legrín, hoy apelante, eran arrendatarios 
de los inmuebles de los que hoy son pro­
pietarios que pertenecían a un propieta­
rio arrendador común, el cual, el mismo 
día 30 dé septiembre, vendió a cada uno 
las porciones de finca que cada uno lle­
vaba en arriendo, realizándose las opor­
tunas segregaciones de la finca actriz, 
precisándose el dato de que uno de los 
arrendatarios era el suegro del excepcio-
nante, realizándose la venta a favor del 
yerno a ruegos de dicho arrendatario, 
constando que durante el período arren-
daticio se construyó en terreno, hoy del 
demandado y entonces en la posesión 
arrendaticia de ascendientes de su espo­
sa, una tapia o pared que no se ha acre­
ditado tuviere huecos de ventanas; y 
también ha de mostrar su conformidad, 
aunque sólo parcialmente, acerca del ex­
tremo cuarto que relata que sobre la an­
tigua edificación, en época reciente, el 
demandado ha reconstruido una casa con 
dos plantas, abriendo en fachadas que 
dan a la finca del actor seis ventanas. 

un edificio de evacuación de gases, un 
tubo de conducción de aguas y una te­
rraza con baranda de albañllerla, estri­
bando la disconformidad parcial en que 
el señor Juez «a quo» ha emitido el he­
cho procesal, y como tal sentado por 
ambos litigantes y concretamente por el 
actor en su demanda en el fundamento 
de Derecho I), al folio cuatro de los 
autos principales de «que las obras de­
nunciadas han sido ejecutadas por el 
demandado hace aproximadamente dos 
años», esto es, dada la fecha del escrito, 
a primeros de enero de 1975. Siendo de 
importancia destacar, que de la detenida 
lectura de las dos escrituras de 30 de 
septiembre de 1976, que por testimonio 
obran en los autos principales a los fo­
lios 81 al 84, cada una correspondiente 
a cada uno de los hoy litigantes, nada 
resulta en contrario respecto a las meri-
tadas obras que, por supuesto, los dos 
litigantes están conformes en que se 
mantienen y nunca se han hecho desapa­
recer. Y asimismo de gran interés hacer 
constar que el testigo señor Hurtado, 
que vendió a ambos litigantes, al folio 91 
declara que es cierto que suscribió con 
el actor el documento privado de 25 de 
junio de 1976, unido al exhorto que obra 
al folio 88, en el cual también intervino 
susodicho actor, y en cuya estipulación 
primera, «in fine», expresamente se dice 
que la parcela vendida a tal demandante 
y a que los autos se refieren «participa­
rá de todas las servidumbres aparentes 
que ahora —en la venta— se constituyen 
en la que fue finca matriz, tanto activa 
como pasivamente», añadiendo el aludi­
do testigo, respondiendo a la pregunta 
octava, que no llamó la atención a los 
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colonos por las edificaciones construi­
das; todo lo cual revela el conocimien­
to, por el que vendió, de los signos apa­
rentes que pudo destruir o contradecir 
en las escrituras por él otorgadas el 
30 de septiembre, pero que no destruyó 
ni contradijo. 

CONSIDERANDO que si ello es así, 
habrá de afirmarse que cuando las obras 
denunciadas se realizaron a primeros de 
enero de 1975, no podían constituir ser­
vidumbre alguna, pues aunque se efec­
tuasen en terreno poseído a titulo arren-
daticio por el demandado o persona de 
la que trae causa, y aunque pudiese afec­
tar, a efectos de luces o vistas, a terreno 
poseído a igual título por el actor, en 
manera alguna podrían reputarse dere­
chos limitativos de la propiedad a los 
que alude el artículo 530 del Código Ci­
vil, y que del propio precepto se des­
prende que exigen la existencia de pre­
dica dominante y sirviente, pertenecien­
tes a distinto dueño. Surgiendo el grava­
men, conforme claramente muestran los 
hechos probados, en el mismo momento 
en que se dividió y parceló aquella única 
propiedad, constante el signo aparente 
y sin que al tiempo de la enajenación 
se hiciese desaparecer dicho signo o se 
dijese nada en contrario del mismo, en 
cuyo momento nació o nacieron las ser­
vidumbres que la demanda denuncia, y 
cuyo nacimiento, al amparo del artícu­
lo 541 del Código Civil, no puede estar 

más patente, de todo lo cual se infiere 
que dichas servidumbres de autos no 
precisaron para tal nacimiento de la 
prescripción o del título que son, con­
forme a los artículos 537 y 539 del aludi­
do cuerpo legal, otros dos modos, pero 
no los únicos, para la adquisición del 
gravamen que nos ocupa, a todo lo cual 
no es óbice que en la escritura de pro­
piedad que tiene a su favor el demanda­
do no conste lo edificado, ni es por ello 
admisible la opiniOn del señor Juez recu­
rrido de que no fue tal construcción ob­
jeto de la compraventa, en cuanto que 
con arreglo al principio «oune quod ina-
deficatur vel plantatur a lo cedit» y el 
artículo 359 del Código Civil, lo edificado 
siempre será del dueño del suelo y bas­
tará para su constancia una declaración 
de obra nueva. 

CONSIDERANDO que por todo lo di­
cho es de entender improcedente la ac­
ción esgrimida negativa de servidumbre, 
lo que lleva consigo la necesaria conde­
na en las costas causadas en la primera 
instancia al actor, conforme al artícu­
lo 60 del Decreto de 21 de noviembre 
de 1952, y de consiguiente, la estimación 
del recurso interpuesto contra la senten­
cia del señor Juez de Distrito, que debe 
de aquella demanda y sin hacer decla­
ración de condena, acerca de las costas 
causadas en esta alzada, pues no se apre­
cia temeridad. 

Juzgados de Primera Instancia 

1. PROPIEDAD HORIZONTAL. CUOTAS DE 
PARTICIPICIÓN DE COPROPIETARIOS. 

(Sentencia de 11 de enero de 1978) 
CONSIDERANDO que siendo cuestión 

clave para la resolución de esta litis, 
el concepto y significación que se tenga 

de la llamada cuota de participación 
en la propiedad horizontal, a ese escla­
recimiento debe dirigirse fundamental­
mente esta resolución, y, haciéndolo así, 
tenemos que sentar dos afirmaciones: 
1." que cada dueño tiene en su piso un 
clave para la resolución de esta litis el 
concepto y significación que se tenga 
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derecho de propiedad tan ilimitado co­
mo sería si lo tuviese sobre la casa com­
pleta, de manera que si pudiera separar­
se radicalmente el piso de todos los ele­
mentos comunes (como ocurriría en casa 
de una sola planta con dos pisos y se 
hiciese la división vertical teniendo cada 
piso su salida independiente), sería un 
derecho de propiedad corriente, y en 
cuanto a él se refiere, no se necesita 
para nada la cuota, y si ésta se fija no 
es por razón de él sino por razón de la 
comunidad o copropiedad; 2° que entre 
todos los dueños de pisos y locales exis­
te una copropiedad sobre los restantes 
elementos, comunes, y aquí sí que es 
imprescindible la cuota, ocurriendo que 
como el derecho exclusivo de propiedad 
y el de copropiedad van siempre juntos, 
la cuota va referida al derecho del pro­
pietario de un piso, pero para lo que 
sirve no es para establecer la razón para 
declarar cómo ese piso es suyo, sino cuál 
es su parte en la copropiedad de los 
elementos comunes, en los beneficios y 
cargas, y en la forma de tomar los acuer­
dos; asíj entre los preceptos que dicen 
para qué sirve la cuota, tenemos el ar­
tículo 3°, que servirá de módulo para 
determinar la participación en las car­
gas y beneficios por razón de la comuni­
dad, qué desarrolla el artículo 9.°, 5.°, 
al señalar entre las obligaciones de cada 
propietario, la de «contribuir con arre­
glo a la cuota de participación fijada en 
el título o a lo especialmente estable­
cido, a los gastos generales», es decir, 
que los gastos que pueden individuali­
zarse no se satisfacen en proporción a 
la cuota, sino por el causante, de acuer­
do con la exposición de motivos, al decir 
ésta que «se pretende llevar al máximo 
posible la individualización de la propie­
dad», actuando la cuota solamente don­
de ya no es posible que actúe el derecho 
exclusivo de propiedad, sino que actúa, 
según el citado artículo 3.°, «por razón 
de la comunidad», determinando la parte 
de copropiedad sobre los elementos co­
munes, pero no propiamente sobre su 

uso, que depende más de la necesidad 
que de la cuota de copropiedad (familia 
numerosa, agua caliente, etc.); la parti­
cipación en las cargas y en los beneficios 
comunes, para fijar la mayoría de las 
juntas y para determinar la proporción 
del piso en relación con el inmueble, po­
niendo en relación la cuota con el total 
valor del inmueble, no el valor real, sino 
al total, de manera que lo único que se 
hace es señalar la forma en que debe 
hallarse la cuota para que la distribu­
ción de beneficios y cargas sea propor­
cional, por lo que el artículo 3 ° no esta­
blece el valor del piso ni dice que la 
cuota sea el valor del piso, sino señala 
la forma en que ha de fijarse la cuota 
en relación con el total valor del inmue­
ble, porque sólo así las cuotas serán 
proporcionadas entre sí, y prorrateadas 
entre ellas los gastos, resultarán la suma 
de las partes igual al todo, recogiendo 
la misma idea del artículo 8.°, 4.", de la 
Ley Hipotecarla al decir que en la ins­
cripción se reflejará «la cuota de parti­
cipación que a cada uno corresponde en 
relación con el inmueble», porque si una 
cuota o porcentaje lo ha de ser en rela­
ción a algo ha de fijarse el algo, y ese 
es el inmueble total; el porcentaje seña­
lado no sirve para indicar la parte que 
al propietario de un piso le corresponde 
en los otros pisos, porque en ellos no le 
corresponde nada, ya que estos pisos 
son, de acuerdo con el artículo 396 del 
Código Civil y 3." de la Ley especial, de­
recho singular y exclusivo de propiedad 
sobre espacios delimitados que corres­
ponden a otras personas, ese porcentaje, 
conviene repetirlo, sirve para determinar 
la parte que le corresponde en los ele­
mentos comunes, y eso con la ley an­
terior, con la actual y con cualquiera 
que reconozca en la propiedad horizon­
tal partes de uso exclusivo y partes de 
uso común; en nada obsta a esta tesis 
que se diga en la Exposición de motivos 
de la Ley de 21 de junio de 1960, en pá­
rrafo que no ha pasado a la Ley, que en 
la participación expresa el valor propor-
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cional del piso y cuanto a él se conside­
ra unido en el conjunto del inmueble, el 
cual, al mismo tiempo que se divide fí­
sica y jurídicamente en pisos o locales, 
se divide económicamente en fracciones 
o cuotas, y no importa por las siguien­
tes razones: Primero, porque la exposi­
ción de motivos explica o interpreta la 
Ley, pero no tiene valor normativo; Se­
gundo, porque las utilidades de la cuota 
antes señalada la determina la Ley inde­
pendientemente de lo que diga la escri­
tura; Tercero, porque en la realidad el 
valor del piso no depende en absoluto 
de la cuota, pues si un piso tiene puesto 
el suelo de granito y de mármol pare­
des de baños y cocina, decorados, por 
pjamplo, tendrá un valor mucho mayor 
que los pisos que no tengan esos mate­
riales de alta calidad, y, por supuesto, 
mayor que la cuota determinada según 
extensión, situación, interior o exterior, 
etcétera; Cuarto, la Ley, en el artículo 3.°, 
que, contradiciendo la exposición de mo­
tivos, dice que «las mejoras o menosca­
bos de cada piso o local no alterarán la 
cuota atribuida, que sólo podrá variarse 
por acuerdo imánime», es decir, que la 
cuota no refleja el valor del piso; Quin­
to, porque siguiendo una técnica legis­
lativa de economía de expresión, la frase 
«con relación al total del valor del in­
mueble» del párrafo 2." del apartado b) 
de dicho artículo es una expresión elíp­
tica que abrevia la más amplia y de «con 
relación al total valor de los restantes 
elementos, pertenencias o servicios co­
munes» empleada en el primer párrafo 
de ese apartado b), técnica legislativa 
que se observa en el artículo 823 del Có­
digo Civil en relación con el artículo 808 
del mismo, en los artículos 932, 933 y 
934 en relación con el 931, y en los ar­
tículos 940 y 942 respecto del artículo 939, 
todos de aquel Código, es decir, que la 
expresión del artículo 3.°, letra b), está 
abreviada en el párrafo siguiente, y ade­
más, dicho párrafo 2° de la letra b) del 
artículo 3.°, al hablar «del valor total del 
inmueble» lo hace dentro de la parte en 

la que se refiere a lo que queda de la 
finca primitiva después de constituir co­
mo fincas independientes los diversos pi­
sos y locales susceptibles de un aprove­
chamiento independiente, se distingue el 
«inmueble en conjunto» finca originaria 
o matriz que no desaparece aunque de 
ella se aparten o separen todo lo priva­
tivo, sino que integra todo lo común ex­
cluido lo privativo, constituyendo «el in­
mueble» «la raíz» por excelencia, pues 
todo lo demás sólo es una dependencia 
respecto a él, de todo lo que se deduce 
que «valor total del inmueble» se iden­
tifica plenamente con «valor total de sus 
elementos comunes»; Sexta, finalmente, 
y con explicación más sencilla, adapta­
da tanto a la letra como al espíritu de 
la ley, al decir el artículo 3." que a cada 
piso o local se atribuirá una cuota de 
participación con relación al total del 
valor del inmueble y referido a centési­
mas, señala la forma aritmética en que 
se debe fijar la cuota, pero de ninguna 
forma hay que hallar el valor del inmue­
ble, porque éste viene dado siempre, su 
valor es cien, y de él la cuota no es 
sino la parte proporcional en centésimas, 
que sirve de módulo para repartir bene­
ficios y cargas por razón de la comuni­
dad, como lo dice ese mismo precepto 
legal; jamás hay intervención de valores 
en las escrituras notariales de constitu­
ción o división de una casa en Propiedad 
Horizontal, porque la cuota no intenta 
representar el valor de la propiedad ex­
clusiva del piso, sino la parte que a ese 
piso debe corresponderle en los elemen­
tos comunes y en las cargas, y el día de 
mañeina en el solar, que es elemento co­
mían asimismo. 

2. ARTÍCULO 1.413 DEL CÓDIGO CIVIL, 
SU INTERPRETACIÓN TRAS LA ÚLTI­
MA REFORMA. 

(Auto núm. 118, de 22 de diciembre 
de 1977) 

CONSIDERANDO que para resolver 
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correcta y adecuadamente el tema que a 
la discusión se ofrece, la tesis manteni­
da por el demandado y hoy recurrente 
en el proceso y en el presente recurso 
que contra la resolución de instancia in­
terpone, es conveniente manifestar, si­
guiendo a la sentencia de 28 de febrero 
de 1975, que la norma contenida en el 
artículo 1.413 del Código Civil, tras la 
modificación en él hecha por la Ley de 
24 de abril de 1958, no puede, sin eviden­
te errori interpretarse en el sentido en 
que aquél lo intenta para sustentar su 
pretensión, porque esta disposición le­
gal, relativa a la disposición por el ma­
rido de los bienes gananciales, ha sido 
ya clarainente definida, y en su alcance 
y límites determinada, por la doctrina 
legal establecida en múltiples sentencias 
que asignan a la misma, y consecuente­
mente sientan, en muy otro valor y en­
tendimiento. 

CONSIDERANDO que al respecto, y 
por su relación con el caso en debate, 
merecen destacarse, entre otras, las sen­
tencias de 20 de febrero de 1961, 7 de fe­
brero, 13 de marzo, 21 y 28 de abril de 
1964, 22 de junio de 1966, 8 de noviembre 
de 1969, 26 de diciembre de 1970 y 7 de 
junio de 1972, que claramente expresivas 
consagran en esencia la doctrina de que 
al ser la esposa «la destinataria del «sis­
tema protestor instaurado por el nuevo 
artículo 1.413, es la única legitimada pa­
ra ejercitar la correspondiente acción, 
por lo que el acto sólo es ineficaz si la 
mujer así lo pide y cuando lo pida... 
por lo que siendo el marido responsable 
frente a su contratante de los compromi­
sos que contrajo, al instar éste el cum­
plimiento de ellos no tiene por qué de­
mandar para ello a la mujer, contra la 
que carece de acción, mientras la espo­
sa no lo impugne, en forma adecuada, de 
manera legal e idónea». 

cede exponer que la sentencia de 8 de 
enero de 1969, puntualizó que a pesar 
de la reforma del artículo aludido, sigue 
siendo el marido el administrador de la 
sociedad de gananciales, con las amplias 
facultades que le están reconocidas para 
adquirir bienes, enajenarlos y defender­
los en los pleitos que se susciten en re­
lación con bienes gananciales, puesto que 
al no tener la mujer dominio «in actu» 
ni derecho que ejercitar sobre tales bie­
nes, no tiene por qué ser demandada, 
máxime cuando al coincidir sus intere­
ses con los de su marido, al defenderse 
éste, defiende a la vez a aquélla, y la de 
6 de mayo de 1969, proclama que «al no 
corresponderle (al marido) dicha acción, 
siendo para él valido el contrato mien­
tras su esposa no lo impugne, está obli­
gado a cumplirlo», pues tal acto es sólo 
anulable, pero únicamente por la mujer 
o sus herederos. 

CONSIDERANDO que haciendo aplica­
ción de la doctrina que en las resolucio­
nes mencionadas se contiene, y teniendo 
en cuenta las circunstancias concurren­
tes en el caso a debate, se advierte la 
sinrazón del demandado que ahora es re­
currente, por cuanto inexplicablemente 
olvida la potestad de disposición que co­
mo administrador legal de la sociedad 
de gananciales tiene, que el acto dispo­
sitivo cuya realización se pide no es nulo 
«per se», como razonar intenta, isino ori­
ginante únicamente de una anulabilidad 
que sólo se produce si la mujer, o en su 
caso sus herederos, la piden, pues al 
ser ella la destinataria de los posibles 
efectos de este novísimo consentimiento 
«uxoris» es la única legitimada para ejer­
citar la pertinente acción, y que por ser 
él responsable frente a su contratante, 
debe inexorablemente cumplir lo que 
pactó, aquello a que ha sido condenado. 

CONSIDERANDO que igualmente pró- ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 
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JURISPRUDENCIA MERCANTIL 

(Audiencia Territorial de Albacete) 

1. NECESIDAD DE PROTESTAR EL CHE­
QUE PARA EJERCER LA ACCIÓN CAM­
BIARÍA DE REGRESO. 

(Sentencia núm. 242, de 20 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que la nueva posi­
ción adoptada por la apelante en el acto 
de la vista del recurso, en el sentido de 
que la demanda se reclama el importe 
del cheque mediante el ejercicio de las 
acciones derivadas del mismo, no puede 
tenerse en cuenta, porque de la lectura 
de aquélla se deduce con claridad que lo 
que se pretende es el pago de la deuda 
contraída por Cerámica San Clemente, 
Sociedad Anónima, con la demandante 
por el suministro de energía eléctrica 
de los meses de abril y mayo de 1976, 
cuyo importe se exige al demandado por 
entender que éste asumió la deuda indi­
cada, y precisados así los hechos sustan­
ciales de la demandada, y el fundamento 
jurídico de la acción ejercitada, se llega 
a la misma conclusión desestimatoria de 
la pretensión adoptada por la sentencia 
de instancia, pues no existe ninguna prue­
ba de la asunción de deuda atribuida al 
demandado, ni ésta puede inferirse de 
la circunstancia de que un presunto apo­
derado suyo librase un cheque contra su 
cuenta corriente, cheque que, en defini­
tiva, no fue pagado por no haber fondos 
para ello, por lo que tampoco se está en 
el supuesto del artículo 1.158 del Código 
Civil que se cita en la demanda. 

CONSIDERANDO que aunque se acep­
tase por un momento que en la deman­

da se ejerce la acción cambiaría de re­
greso (no la acción causal) que compete 
al tomador de un cheque no pagado con­
tra el librador del mismo, tampoco po­
dría prosperar la misma, porque, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artícu­
lo 542 del Código de Comercio, son de 
aplicación al cheque las disposiciones 
contenidas en dicho Código respecto al 
ejercicio de las acciones provenientes de 
las letras de cambio, entre las cuales 
figuran las que exigen el protesto efec­
tuado en tiempo y forma para poder ejer­
citarlas, y es notorio que en el presente 
caso no se ha acreditado que se haya 
practicado protesto alguno por la falta 
de pago del cheque en cuestión. 

2. LETRA DE CAMBIO. ACCIÓN CAMBIA­
RÍA Y ACCIÓN DECLARATIVA. 

(Sentencia núm. 233, de 14 de di­
ciembre de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que a tenor del ar­
tículo 950 del Código de Comercio, que 
por inaplicado se cita por el demandado 
que el presente recurso interpone contra 
la resolución dictada en la instancia, las 
acciones procedentes de letras de cambio 
se extinguirán a los tres años de su ven­
cimiento, hayándose o no protestado, y 
en tal sentido, en acatamiento a lo que 
en él se ordena, resulta obligado deter­
minar cuál sea realmente la acción ejer­
citada en este concreto caso por la en­
tidad actora, si la cambiaría dimanante 
de letras de cambio, que sin duda alguna 
cabe plantear por la vía declarativa (sen-
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tencia de 9 de octubre de 1961), o la me­
ramente personal, proviniendo sólo de la 
obligación antecedente, aun cuando su 
apoyo, a los efectos de su acreditamien-
to, en la letra de cambio que como título 
documentarlo se aporta con la inicial de­
manda. 

CONSIDERANDO que habida cuenta 
de que del artículo 524 de la Ley de En­
juiciamiento Civil se ha derivado la doc­
trina (sentencias de 16 de noviembre de 
1928, 3 de mayo de 1944 y 22 de mayo 
de 1964) de que para fundar cuál sea la 
acción efectivamente ejercitada es pre­
ciso atender a los términos empleados 
en el correspondiente escrito y a las pe­
ticiones que al efecto se deduzcan, ya se 
consigne o se dlgible el nombre de la 
acción formulada, y teniendo presente la 
demanda interpuesta, su contexto y pre­
tensiones, las premisas expuestas que a, 
lo solicitado en el suplico sirve de ante­
cedente, la esencia de la alegación hecha 
y cuestión puesta en juego, de la que a 
la decisión judicial se somete, es indu­
dable extraer la consecuencia de que la 
acción cambiaría dimanante de letra de 
cambio es la que se esgrime, por cuanto 
sólo a ésta responde el contenido de los 
hechos aducidos. 

mente un problema interpretativo de 
determinadas disposiciones legales, del 
apartado tercero del número 4.° del ar­
tículo 1.429 de la citada Ley, y del ar­
tículo 517 del Código de Comercio, por­
que en la falta de notificación al librador 
ejecutado del protesto que por falta de 
pago de la letra de cambio se realizó, 
reside la motivación básica en que tal 
censo se sustenta. 

CONSIDERANDO que aun afirmando 
nuevamente que la Ley de 16 de diciem­
bre de 1954 no invalidó el artículo 517 del 
Código de Comercio, que taxativamente 
expone en su párrafo segimdo que «los 
endosantes a quienes no se hiciere esta 
notificación (la del protesto levantado) 
quedarán exentos de responsabilidad, aun 
cuando el demandado resulte insolven­
te, y lo mismo se entenderá respecto del 
librador que probare haber hecho opor­
tunamente previsión de fondos», sino 
que lo que en verdad hace es mantener 
vigente, con toda su fuerza y vigor, el 
contenido del mismo, resulta inexcusable 
afirmar también, que la reforma estable­
cida por dicha Ley en el número 4.° del 
artículo 1.429 de la Ley Procesal, es igual­
mente vinculante y de obligado cumpli­
miento para instar legalmente la ejecu­
ción. 

3. LETRA DE CAMBIO. NOTIFICACIÓN 
DEL PROTESTO AL LIBRADOR. 

(Sentencia núm. 204, de 14 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que el tema sustan­
cial que se somete a resolución en este 
recurso, interpuesto por la entidad ejecu­
tante contra la sentencia en la instancia 
dictada, que estimando la única causa 
de oposición opuesta, la que al amparo 
de lo dispuesto en el número segundo 
del artículo 1.467 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil se formxila, declaró la nuli­
dad del juicio ejecutivo, envuelve real-

CONSIDERANDO que el contenido del 
precepto últimamente indicado, recta­
mente entendido y correctamente inter­
pretado, el de que «tendrá aparejada eje­
cución la letra de cambio, sin reconoci­
miento judicial de firma, respecto del 
librador, avalista y endosante (si inter­
vino Corredor de Comercio)... siempre 
que se haya notificado notarialmente el 
protesto por falta de pago a las perso­
nas a que se refiere el artículo 517 del 
Código de Comercio, y que no se opone 
o contradice lo que en este otro se esta­
blece, ya que, al contrario, lo que hace 
es complementarlo y clarificarlo en su 
comprensión, implica la necesidad de ha­
ber hecho la oportimo notificación para 
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poder ejercitar decididamente la acción 
ejecutiva cambiaría, dirigiéndose direc­
tamente, y en primer lugar, contra el li­
brador. 

CONSIDERANDO que esta asevera­
ción, que en su certeza y virtualidad se 
encuentra abonada por lo dispuesto en 
el propio Código de Comercio, en su ar­
ticulación de la institución cambiaría, 
que no permite dirigirse contra los deu­
dores solidarios de una letra de cambio, 
sin el previo aviso que supone para el 
aceptante el protesto, y para los demás 
firmantes la notificación del mismo, por 
la posibilidad legal que uno y otros tie­
nen de enervar la ejecución previsible 
mediante el abono del importe de la le­
tra y los gastos del protesto, y por su 
elogio, por lo establecido en el artícu­
lo 527 del mismo Cuerpo legal, que cla­
ramente impone al portador de una letra 
la obligación de acompañar el testimo­
nio del pretesto, lo que como notifica­
ción cabe entender, resulta evidente e 
incuestionable. 

CONSIDERANDO que aun cuando con 
lo expuesto es suficiente para desestimar 
la tesis sostenida por la entidad ejecu­
tante y recurrente, puesto que sus razo­
namientos y argimientaciones, expresión 
de su criterio, no enervan lo antes ex­
presado, para evitar erróneas interpreta­
ciones conviene manifestar, también, que 
si por ir dirigida la acción contra el li­
brador se entendiere que su exención de 
responsabilidad es sólo posible con el 
cumplimiento de lo ordenado en el últi­
mo inciso del artículo 517 del Código de 
Comercio, cuando «probare haber hecho 
oportimamente provisión de fondos», se­
ría igualmente inaceptable la pretensión 
de aquélla, porque, en este caso, esta 
precisa circimstancia ha sido acreditada 
debidamente por el ejecutado al deter­
minar que el aceptante recibió el impor­
te de las letras. 

4. LETRA DE CAMBIO. FALSEDAD POR 
FALTA DE PODER DEL LIBRADOR. 

(Sentencia núm. 196, de 3 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que la letra de cam­
bio es un título de carácter eminente­
mente formulista, y precisamente por­
que las declaraciones y obligaciones que 
encierra pueden ser exigidas por terce­
ras personas que no han intervenido en 
su omisión, la Ley exige que dicho do­
cumento contenga imas menciones y 
cumpla con imos requisitos extrínsecos 
cuya inobservancia acerca, indefectible­
mente, la inefectividad del mismo; tal 
principio general está claramente enun­
ciado en el artículo 44 del Código de Co­
mercio que señala y establece expresa­
mente que para que dicho título valor 
surta efectos en juicio deberá contener 
unas determinadas menciones, entre las 
que se encuentra, con el número 8.°, «la 
firma del librador, de su propio puño, o 
de su apoderado al efecto con poder bas­
tante». 

CONSIDERANDO que enunciada esta 
premisa con carácter genérico, al apli­
car dicha exigencia al caso concreto que 
contemplamos, se han de declarar pro­
bados, como hechos ciertos reconocidos 
por las partes, y en especial por el eje­
cutante —hecho primero, 3, de un escri­
to de contestación a la oposición—, los 
siguientes: a) que la persona que firmó 
como librador no tenía poder suficiente 
de la entidad que decía representar, y 
b) que el establecimiento bancarlo to­
mador del efecto era el único que podía 
conocer tal circunstancia, ya que le de­
bían de haber sido presentado tales po­
deres, y que aunque reiteradamente los 
exigió, dicho individuo se los aportó, a 
pesar de lo cual realizó imprudentemen­
te operaciones de descuento con el mis­
mo, con evidente temeridad y desprecio 
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a las normas de usual observancia en 
las prácticas comerciales. 

CONSIDERANDO que aunque, efecti­
vamente, el Código de Comercio, en su 
artículo 480, consagra el carácter abs­
tracto de la letra de cambio, respecto a 
los terceros tenedores de dichos docu­
mentos, tal cualidad no es de carácter 
absoluto y la jurisprudencia, en reitera­
das y conocidas sentencias, cuya noto­
riedad exime de su cita detallada, ha 
proclamado que las excepciones causa­
les, derivadas del negocio subyacente, al 
igual que las relativas a las condiciones 
extrínsecas del documento, pueden ser 
esgrimidas con éxito, no sólo cuando el 
juicio ejecutivo cambiarlo se entabla di­
rectamente entre librador, aceptante o 
librado, sitio que también puede prospe­
rar ante un tercero, siempre que el mis­
mo haya tenido una participación activa 
en ésta o tenga conocimiento por cual­
quier medio de aquellas. 

CONSIDiERANDO que en el presente 
caso que se debate, es necesario estimar 
la pertinencia de la excepción de false­
dad de la' cambial prevista en el núme­
ro I." del artículo 1.464 de la Ley de En­
juiciamiento Civil que opone el ejecuta­
do, porque efectivamente se ha concul­
cado en esa emisión uno de los requisi­
tos esenciales del documento que exige 
el Código de Comercio, y el tenedor, aho­
ra demandante, es el único que podía 
conocer, y de hecho conocía— aparte del 
apócrifo existente—, tal circunstancia o 
tacha impeditiva, sin embargo, accionan 
contra el librado, que aunque aceptó la 
letra no ló fue para que se emitiera en 
las condiciones en que se ha hecho, en 
vez de hacerlo contra la operante entidad 
libradora, porque suponía lógicamente, 
y ésta es la base de la presunción de 
su conocimiento, que ella le había de 
oponer que en la misma no concurría el 
carácter de omitente, y que al no nego­
ciar o descontar el efecto en ninguna 
cantidad bancaria, y menos en la actora. 

con la que no tenía relaciones comercia­
les, no habla percibido previamente el 
importe de la letra, pues aun cuando al 
tercer adquirente de un efecto puede di­
rigirse legítimamente contra cualquiera 
de los obligados, lo normal, en casos de 
descuento bancario, cuando surge el im­
pago, es que se repite contra el que le 
entregó la cambial para en abono anti­
cipado, bien simplemente cargándosela 
en cuenta, bien de forma judicial. 

5. CHEQUE O TALÓN BANCARIO. RECO­
NOCIMIENTO DE LA FIRMA PARA GO­
ZAR DE FUERZA EJECUTIVA. 

(Sentencia núm. 184, de 20 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que el artículo 1.429 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil señala 
de forma exahustiva y determinada los 
títulos que llevan aparejada ejecución, o 
sea, que pueden servir de base para 
ejercitar la acción ejecutiva, observándo­
se que en alguno de ellos este efecto o 
cualidad la tienen por sí mismos, sin ne­
cesidad del cumplimiento de ningún otro 
requisito o condición, pero que en otros 
es necesario de alguna manera reforzar 
o dar mayor credibilidad a la obligación 
que va reflejada en el documento, así, 
en letra de cambio, es forzoso el cumpli­
miento del trámite del protesto, median­
te el cual, notarialmente, se acredita el 
estado de dicho título valor en el mo­
mento preciso de su vencimiento o im­
pago, y en los demás dociunentos priva­
dos, es preciso para que adquiera esa 
fuerza o rigor ejecutivo, que el que lo 
haya suscitado lo reconozca de forma fe­
haciente ante Juez competente, para que 
de esta forma, acreditada su legitimidad, 
pueda servir de base o contrato para el 
ejercicio de una acción tan sumaria y 
radical como lo es la ejecutiva. 

CONSIDERANDO que sentadas estas 
bases, es necesario, a los efectos deba-
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tidos, catalogar o definir la naturaleza 
jurídica del documento mercantil deno­
minado cheque o talón bancario, que es 
precisamente el que se pretende, por el 
recurrente, sirva de titulo idóneo para 
fundamentar la ejecución pretendida, y 
sobre este particular es unánime la doc­
trina científica y la jurisprudencia en el 
sentido de afirmar que tales documentos 
no tienen, por sí solos, fuerza ejecutiva, 
y aunque el artículo 542 del Código de 
Comercio señala que son aplicables a los 
mismos las disposiciones relativas a las 
letras de cambio, no es menos cierto que 
el artículo 544 del mismo cuerpo legal 
establece como requisito previo para que 
dichos títulos lleven aparejada la ejecu­
ción, el reconocimiento de la firma del 

responsable a su pago, y que el artícu­
lo 1.429 de la ey de Enjuiciamiento Civil 
ya citado, no cite de forma expresa tales 
caso como el debatido, que para lograi 
ejecutar la obligación que se plasme en 
documentos, razones que obligan, en 
dichos talones, sea preciso, encuadrán­
dolos en el número segundo del artículo 
anteriormente mencionado, intereses, con 
anterioridad al planteamiento de la sec­
ción ejecutiva, su reconocimiento ante 
Juez competente, pues en caso de no ha­
cerlo así, carecerá de la fuerza y rigor 
necesario, y caso de no ser repelido pre­
viamente al ser instada la ejecución, pue­
de decretarse posteriormente la nulidad 
de lo actuado, como ha sucedido en el 
caso que contemplamos. 

Juzgado de Primera Instancia de Albacete 

6. COMPETENCIA TERRITORIAL. LUGAR 
DE ENTREGA EN LA COMPRAVENTA 
MERCANTIL. 

(Auto núm. 106, de 29 de noviem­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que como conforme 
a reiterada jurisprudencia interpretativa 
del artículo 1.500 del Código Civil, en re­
lación con las compraventas mercantiles, 
se presume, salvo prueba en contrario, 
que el lugar de la entrega de la cosa es 
aquel donde reside el establecimiento del 
vendedor y, por ende, el del cumplimien­
to de la obligación del pago del precio, 
sin que a ello obste (sentencia de 2 de 
julio de 1962, 31 de enero de 1970 y 12 de 
noviembre de 1971) la circunstancia de 
que para facilitar el pago de la deuda se 
hubieran girado letras de cambio para el 
cobro del precio, ya que éste en modo 
alguno altera las normas competencia-
Íes, se impone precisar cuál sea en este 

caso ese lugar y si existe algo que lo 
enerve y otro señale. 

7. JUICIO EJECUTIVO. PAGO ANTICIPA­
DO POR CHEQUE Y CONSIGNACIÓN. 
SUBSISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE 
PAGO. 

(Sentencia núm. 177, de 13 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que en la presente 
apelación la demandada y recurrente ha 
reiterado la excepción de pago opuesta 
a la ejecución despachada en la primera 
instancia, y pretende, con base en la es­
timación de la misma, que se revoque la 
sentencia de remate y que se dicte otra 
declarando no haber lugar a pronunciar 
esa resolución, por lo cual el estudio de 
la Sala ha de concretarse a ese punto 
controvertido, sin tener en cuenta las 
diferentes actitudes que adoptaron las 
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partes antes de trabarse la litis, demos­
trativas de la voluntad de pago de la 
compañía aseguradora, que antes de ser 
requerida al efecto y citada de remate 
intentó el abono de las cantidades debi­
das, mediante entrega de cheques y con­
signación de cantidades, y revaladoras 
de la incomprensible postura de los per­
judicados, que rehusaría recibir las mis­
mas CEintidades que reclamaban en el 
juicio, hay que prescindir de ello porque 
al comparecer la demandada, en lugar 
de ser consecuente con su actitud ante­
rior y mostrarse dispuesta al pago, se 
opuso a lá pretensión actora, con lo que 
los perjudicados demandantes necesaria­
mente tenían que proseguir el juicio pa­
ra tratar de conocer esa oposición a su 
petición. 

CONSIDERANDO que la excepción de 
pago alegada por la demandada al opo­
nerse a la, ejecución estaba fundada, por 
un lado, en el hecho de que se ofreció el 
pago de las indemnizaciones a los de­
mandantes, y fue aceptado por una de 
ellas, mucho antes de que la compañía 
aseguradora tuviera acontecimiento de la 
existencia del. juicio ejecutivo y poco des­

pués de que se le notificara el auto del 
Juzgado de instrucción que las fijaba, y, 
por otra parte, en el hecho de que las 
cantidades reclamadas fueran ofrecidas 
y consignadas judicialmente, también an­
tes del requerimiento de pago acordado 
en el juicio ejecutivo, pero como quiera 
que la entrega del documento mercantil 
denominado cheque sólo produce los 
efectos del pago cuando hubiese sido rea­
lizado o cuando por culpa del acreedor 
se hubiese perjudicado (art. 1.170 del 
Código Civil), y que la obligación del 
deudor subsiste mientras el acreedor no 
hubiese aceptado la consignación, o no 
hubiese recaído la declaración judicial 
de que está bien hecha (art. 1.180 del 
mismo cuerpo legal), se llega a la con­
clusión de que la excepción de pago no 
puede prosperar, porque el cheque en­
tregado a xmo de los demandantes no fue 
cobrado y sí devuelto a la demandada, 
y porque no se ha probado que se haya 
distado resolución judicial alguna decla­
rando bien hecha la consignación de las 
entidades ofrecidas a los demandantes y 
rechazadas por éstos. 

ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 

JURISPRUDENCIA PENAL 

(Audiencia Provincial de Murcia) 

1. CONDUCTA IMPRUDENTE A PESAR DE 
RESPETAR LA SEÑAL DE STOP. CALI­
FICACIÓN CON FALTA. 

(Sentencia núm. 10, de 16 de febre­
ro de 1978) 

CONSIDERANDO que si bien es cier­
to que del contenido de las diligencias y 
de las pruebas presentadas en el acto del 
juicio oral se desprende con evidencia 

que en la actuación del acusado, hoy re­
currente, en el momento de la realiza­
ción del hecho, incidió una conducta ne­
gligente al no tener en cuenta todas las 
previsiones que hubieran sido necesarias 
para evitar el resultado, lo es también 
que momentos antes de ocurrir aquél 
había realizado una detención reglamen­
taria señalizada para Stop, no pudiendo, 
por tanto, circular a velocidad excesiva 
que pudiera tildarse de temeraria ni tam­
poco infractora de precepto reglamenta-
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rio alguno, pues de los que están en la 
sentencia recurrida, el 17, de carácter 
general, no queda reflejado concretamen­
te en ninguno de los diversos casos a 
que alude y el 25 c) sólo afecta a cam­
bios de dirección, que no se dan en el 
supuesto que en la presente se resuelve, 
por lo que, despojada la imprudencia de 
la calificación de antirreglamentaria, que­
da sólo, por el simple descuido que en 
la actuación del agente se refleja, el en-
cuadramiento del hecho en el marco del 
número 3.° del articulo 586 del Código 
Penal que castiga con las penas de mul­
ta, reprensión privada y privación del 
permiso de conducir a los que por sim­
ple imprudencia o por negligencia, sin 
cometer infracción de los Reglamentos, 
causaron un mal a las personas que si 
mediare malicia constituiría delito. 

CONSIDERANDO que por lo que afec­
ta a la indemnización de carácter civil 
que en la sentencia recurrida se fija en 
1.300.000 pesetas a favor de los padres 
del fallecido Ángel Cañavate Cremades, 
víctima del hecho, teniendo en cuenta la 
edad de éste de diecinueve años y su 
condición de soltero, sin que conste la 
dependencia económica de aquéllos, pro­
cede a juicio del Tribunal y por una evi­
dente razón de equidad reducirlo a la 
cuantía de 1.000.000 de pesetas, que se 
estima justa de conformidad con las alu­
didas circunstancias. 

2. FALSIFICACIÓN DE MARCA O SUSTI­

TUCIÓN DE LA MISMA. 

(Sentencia núm. 85, de 30 de junio 
de 1977) 

PRIMERO RESULTANDO: Probado, y 
así se declara, que el procesado P. E. F., 
entonces de cuarenta y un años de edad, 
condenado con anterioridad por cuatro 
delitos de cheque en descubierto y pro­
pietario de la entidad industrial «La Fe-

raleña, S. A.», compró en 1974, al pare­
cer, a «Conservas García Hernández», de 
Puebla de Soto, una partida de 6.500 bo­
tes vacíos metalgrafiados en la que se 
hacía constar: «La Española — Aceitu­
nas rellenas de anchoas — Para su ver-
mouth, mesa y deleite — Aceitunera Al-
coyana, S. A. — Alcoy — España — Mar­
ca y fondos registrados.» Y llenándolos 
con aceitunas rellenas de baja calidad, 
fabricadas en su industria, procedió a la 
venta de unos 2.000 botes a diversos co­
merciantes, a precio inferior al que te­
nía en el mercado la verdadera aceituna 
«La Española», que había iniciado enton­
ces im cambio en el formato metalgra-
fiado, aunque eran todavía numerosísi­
mos los botes que, llevando el antiguo 
formato, seguían vendiéndose en el mer­
cado. El procesado después de iniciado 
el sumario recogió unos 3.50O o 4.000 bo­
tes que puso a disposición de «Aceitunas 
Alcoyana, S. A.», en sus almaneces de 
Puebla de Soto. 

PRIMERO CONSIDERANDO: Que los 
hechos declarados probados no son le-
galmente constitutivos del delito de fal­
sificación de marcas que acusaban el Mi­
nisterio Fiscal y al querellante particu­
lar, y ello porque el delito tipificado en 
el artículo 280 del Código Penal exige que 
la persona responsable del hecho haya 
tenido una conducta activa, es decir, ha­
ya falsificado los sellos, marcas, billetes 
o contraseñas que usan las empresas in­
dustriales o de comercio, y es claro y 
evidente que del resultado de hechos 
probados no se desprende que el proce­
sado haya realizado la falsificación de 
que se le acusa; ahora bien, es indudable 
que el procesado sí cometió el delito del 
artículo 281 del citado Código Penal, ya 
que expidió objetos de comercio sustitu­
yendo en ellos la marca o el nombre del 
fabricante verdadero —la suya propia 
por la marca o nombre de otro la de 
«Aceitunera Alcoyana, S. A.»—, del que 
debe responder ya que con ello no se in­
fringe el principio acusatorio que rige 
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nuestro Derecho procesal penal, ya que 
el delito de que se le acusaba era más 
grave. 

3. IMPRUDENCIA. DIFERENCIA ENTRE 
DELITO Y FALTA. NATURALEZA Y 
EFECTOS DEL RECURSO DE APELACIÓN 
EN DILIGENCIAS PREPARATORIAS. 

(Sentencia núm. 20, de 17 de sep­
tiembre de 1977) 

CONSIDERANDO que en orden a las 
cuestiones planteadas por los apelantes, 
responsable penal directo y responsable 
civil subsidiario de los hechos acertada­
mente recogidos por la sentencia apela­
da en su primer resultando, que se acep­
ta, únicamente cabe añadir que si en el 
acto de la vista del presente recurso di­
chos apelantes, por medio de su defen­
sor legal, aceptan que el acusado no te­
nía preferencia de paso y por eso frenó, 
como consecuencia de cuyo frenazo que­
dó el vehículo que conducía obstruyen­
do totalmente la calzada, no hay la rae­
dor duda de que el conductor del auto 
móvil camión que circulaba en opuesta 
dirección y que sí que tenía preferencia 
ya observó la suficiente diligencia al ad­
vertir con destellos o cambios luminosos 
su presencia sin tener por qué frenar a 
su vez, ni imaginarse que su contrincan­
te iba a realizar la brusca maniobra de 
frenado que fue el inmediato y itoico 
origen de la inopinada barrera obstaculi-
zadora contra la que vino a colidir; y si 
ello es así, y así es, la consecuencia ló­
gica será la de sentar que el acusado no 
tuvo en cuenta las advertencias señaliza­
doras que en autos se detallan, yendo a 
velocidad excesiva para las circunstan­
cias de tiempo y lugar, velocidad excesi­
va que le obligó a la brusquedad de una 
maniobra que, realizada con mayor sua­
vidad, no hubiese desplazado de su sitio 

al camión que pilotaba. Y éste constituye 
imprudencia en el grado máximo, con­
forme con precisión jurídica ha entendi­
do el señor Magistrado-Juez apelado, se­
guramente teniendo en cuenta que la 
graduación de la culpa ha de hacerse en 
relación con cada caso y de modo que, 
al descomponer los dos elementos, psico­
lógico el uno y normativo el otro, que 
integran la imprudencia, puede relacio­
narse el primero con el grado de poder 
de previsión del agente en el supuesto 
dado y el segundo con el deber de pre­
visión que al sujeto referido le era exigi-
ble jurídicamente en tal determinado su­
puesto, midiendo ambos a fin de deter­
minar su gravedad que, en el caso que 
nos ocupa, será la máxima, pues con 
palabras de la sentencia del Tribunal Su­
premo de 15 de febrero de 1973, el ele­
mento psicológico determinará la impor­
tancia de la omisión anímica del culpable 
en relación con la magnitud del peligro 
suscitado con su inicial conducta y el 
elemento normativo determinará o dará 
la parte de la entidad del deber de cui­
dado infringido, o lo que es lo mismo, el 
grado de previsibilidad del resultado da­
ñoso, por un lado, y el grado de exigibi-
lidad normativamente impuesto, por el 
otro, ambos que se sitúan aquí y ahora 
en el grado máximo, pues se está dilu­
cidando la conducta de un conductor 
profesional de camión pesado, con re­
molque, que actúa con culpa que puede 
ser denominada como consciente en cir­
cunstancias tan delicadas como hora 
nocturna, estrechamiento de calzada e 
inobservancia de señalizaciones regla­
mentarias que le obligaban a ceder el 
paso sin plantear problemas visuales a 
quien goza de dicha preferencia; inob­
servancia esta última que si no bastara 
con lo dicho, que basta, imposibilitarla 
de todas formas la degradación a falta, 
pues se eleva la infracción del último 
párrafo del artículo 32 del vigente Códi­
go de Circulación y no existen términos 
hábiles para una hipotética compensa­
ción de culpas. 
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CONSIDERANDO que en orden a las 
cuestiones planteadas por la parte ape­
lada que se ha adherido a la apelación 
hay que tener en cuenta que dicha parte 
plantea problemas, no de adhesión a los 
motivos que han tenido los apelantes pa­
ra apelar, sino de contraposición a los 
mismos, por lo cual acierta el Ministe­
rio Fiscal cuando en el acto de la vista 
de la presente entienda que tal perjudi­
cado debió apelar no bastanto a los fines 
pretendidos con la utilización del medio 
autorizado por la regla 4.» del artículo 792 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en 
cuanto que el recurso de apelación que 
nos ocupa, de muy reciente implantación 
en el orden penal, no puede ser equipa­
rado con su homónimo civil en el que 
se viene tradicionalmente aceptando el 
favorecimiento de la situación del que 
no apela pero se adhiere, con correlativo 
perjuicio del apelante, pues para obser­
var ello basta con examinar la exigencia 
que el apelante penal le impone la regla 
primera del referido artículo 792 de que 
expresa sucintamente los fundamentos de 
la impugnación precisamente en el mo­
mento de interponer su recurso. 

4. IMPRUDENCIA. RELACIÓN DE CASUA­
LIDAD. 

(Sentencia núm. 33, de 19 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que no es sostenible 
la postura defensiva adoptada por los 
apelantes de que, de las pruebas obran­
tes en las actuaciones de la primera ins­
tancia, queda sin acreditar la conducta 
imprudente que la sentencia recurrida 
achaca a uno de ellos, responsable direc­
to y penal de las consecuencias dañosas, 
pues dicho apelante, conductor del auto­
móvil Citroen GS, matrícula MU-3.334-P, 
reconoce que rodaba en dirección a Mur­
cia por el único carril para tal dirección 
existente, y asimismo admite que pasó 

al carril o vía de dirección contraria con 
la finalidad de adelantar a otros vehícu­
los, colocándose así en el destinado para 
los carruajes de marcha más rápida de 
los dos que, para la referida dirección 
contraria, o sea, hacia Molina, existen en 
tal punto topográfico; y su afirmación 
de que no observó nada que desaconse­
jase la descrita maniobra, para lo cual, 
por haber línea central divisoria entre 
el carril descendente hacia Murcia y los 
dos carriles ascendentes hacia Molina, 
hubiese estado autorizado, siempre en la 
estricta observancia del apartado a) del 
artículo 30 del Código de Circulación, es 
indudable que carece de base puesto que 
en la ocasión de autos no lo estaba, por­
que la registrada observancia no fue por 
él seguida, como lo demuestran no ya la 
declaración de otro de los implicados, 
conductor del Renault 8, MU-0317-P, qvie 
circulaba por el carril correspondiente a 
la mayor velocidad de los dos destinados 
al sentido de marcha hacia Molina, sino 
por la clara declaración del testigo pre­
sencial señor H. G., que textualmente 
manifiesta que iba en la misma direc­
ción, hacia Murcia, que llevaba el incul­
pado-apelante, que éste le adelantó por 
las inmediaciones del «Cabezo Cortado» 
y que por el carril que fue ocupado al 
efectuarse el adelantamiento venía en di­
rección contraria aquel Renault al cual 
el Citroen GS obligó a pasar el carril de 
su derecha, dando bandazos, lo que per­
fectamente compagina con las manifes­
taciones del conductor del Renault que 
dice fue obligado a la referida desvia­
ción y con ello a rozar al velomotor que 
iba por el últimamente mencionado ca­
rril por ser vehículo de marcha lenta y 
con las manifestaciones del ciclomotoris-
ta que lo único de que se apercibió fue 
del golpe que le dio el coche marca Re­
nault. 

CONSIDERANDO que de lo hasta aquí 
enunciado se desprende que el apelante 
señor H. A. quiere escudarse en que no 
existió en los hechos ima relación direc-
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ta de causalidad, pero como dice la sen­
tencia del Tribunal Supremo de 13 de 
noviembre de 1974, una cosa es la causa­
ción directa por no sobrevenir colisión 
y otra es la cuasación jurídica que es la 
que importa en derecho y que existe, aun 
sin contrato mecánico, cuando el com­
portamiento dañoso es achacable al in­
culpado que por su proceder incorrecto 
crea la situación de peligro que desen­
cadena el proceso causal en el orden ju­
rídico. Por todo lo cual es procedente 
la confirmación total de la sentencia im­
pugnada y correlativa desestimación del 
recurso, declarando de oficio las costas 
a esta alzada correspondientes. 

5. VALOR DE LAS DECLARACIONES DE 
GUARDAS JURADOS EN INFRACCIONES 
DE LA LEY DE CAZA. 

(Sentencia de 3 de junio de 1976) 

RESULTANDO que el día 24 de no­
viembre de 1974, sobre las 15,30 horas, 
en la finca «Los Briones», sita en Coe-
vera, término de Murcia, propiedad de 
don A. B. R-, sometida a régimen cine­
gético especial, como coto privado de 
caza, número de matrícula MU-10.225, de­
dicado a ia caza menor, debidamente 
señalizado en todo su contorno, los acu­
sados E. M. C, A. R. I., A. O. M. y J. S. L., 
mayores dé edad y sin antecedentes pe­
nales, carentes de autorización alguna, 
con unidad de propósito y acción con­
junta, sirviéndose de im hurón y dos re­
des que llevaban, portando, además, una 
escopeta, desenfundada y cargada, pro­
piedad del segundo de dichos acusados, 
estuvieron corriendo las madrigueras, 
dentro del coto, aunque cerca de sus lí­
mites, al objeto de cazar, sin que conste 
cobraran pieza alguna, y cuando vieron 
aproximarse al guarda particular jurado, 
don S. P. C, una vez que ocultaron el 
hurón y redes —que encontró poco tiem.-
po después^, se acercaron a una furgo­

neta en la que habían llegado al lugar 
referido, en cuyo interior permaneció en 
todo momento J. R. M., también acusa­
do, mayor de edad y sin antecedentes 
penales, que no se acredita participara 
en los hechos, por encontrarse enfermo 
y no permitirle sus facultades físicas ia 
práctica de la caza, por lo que no se en­
contraba allí con tal disposición. Dentro 
del vehículo había otra escopeta, propie­
dad de E. M. C, no constando si la uti­
lizaron o sacaron del vehículo con ante­
rioridad, si bien dicho E. era el portador 
material de la primera escopeta men­
cionada. Hechos probados. 

CONSIDERANDO que la relación de 
hechos probados, que se obtiene en el 
primer resultando de la sentencia apela­
da, íntegramente aceptado en la presen­
te, constará lo realmente acaecido, plas­
mando cuanto resulta de las actuaciones, 
poniendo de manifiesto la concordancia 
entre lo expresado y la realidad que pro­
clama; sin que se pueda aceptar la im­
pugnación formulada por el recurrente, 
con olvido de cuanto se previene en el 
apartado c) del párrafo 2.° del artículo 44 
del Reglamento de la Ley de Caza, en 
que se establece una prestmción de vera­
cidad, en favor de las declaraciones de 
los guardas jurados, como agentes auxi­
liares de la Guardia Civil, salvo prueba 
en contrario, prueba que en autos no se 
ha producido. 

CONSIDERANDO que aceptándose en 
su integridad los considerandos de la 
sentencia impugnada, no se estima nece­
sario analizar nuevamente las cuestiones 
planteadas, puesto que han sido acerta­
damente resueltas en la resolución de 
primera instancia, si bien procede salvar 
el error mecanográfico o de transcrip­
ción, padecido en el primer consideran­
do de dicha sentencia, en el que se citan, 
como infringidos, los artículos 42 c) de 
la Ley de Caza y 46 c) de su Reglamento, 
cuando los apartados de ambos precep­
tos que tipifican el hecho enjuiciado son 



128 JURISPRUDENCIA PENAL 

los del e); por todo lo cual, con la sal­
vedad apuntada, procede su total confir­
mación. 

6. RECURSO DE APELACIÓN EN PROCEDI­
MIENTO DE DILIGENCIAS PREPARA­
TORIAS. 

(Sentencia de 31 de marzo de 1976) 

RESULTANDO probado, y así se decla­
ra, que sobre las 6,20 horas del día 15 de 
julio de 1974, J. M. M., sin anteceden­
tes penales y debidamente documentado, 
circulaba, conduciendo el vehículo de su 
propiedad, matrícula 238 JT 30, por la 
avenida de José Antonio Primo de Rive­
ra dentro del casco urbano de Molina dé 
Segura, y al llegar a la bifurcación con 
la carretera N-301, llevando la luz de cru­
ce y estando iluminado el tramo por 
alumbrado público, se detuvo ante la se­
ñal de «stop», dejando el paso a un auto­
móvil procedente de Murcia, y penetrando 
inmediatamente en la carretera nacio­
nal, sin observar que en la misma direc­
ción que el anterior circulaba el automó­
vil Seat 1500, MU-7.872-B, conducido por 
su propietario P. G. S., quien observaba 
la velocidad ordenada para el tramo, in­
terceptando su trayectoria y provocando 
la colisión de ambos vehículos. Que, co­
mo consecuencia de tal colisión, resultó 
con lesiones P. G. S., de las que curó a 
los doscientos noventa y un día de asis­
tencia médica e impedimiento para el 
trabajo, quedándole como secuela una 
discreta cojera que le durará unos dos 
años, según el pronóstico del señor mé­
dico forense, que no le impide dedicarse 
a su habitual profesión de chófer, y te­
niendo inserto en la cadera un clavo de 
osteosíntesis, que le será extraído al año. 
que el lesionado ha acreditado unos gas­
tos, daños y perjuicios de 53.172 pesetas, 
habiendo sufrido su automóvil daños va­
lorados en 115.000 pesetas. 

CONSIDERANDO que el artículo 792 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigen­
te establece una norma imperativa de 
orden público, como todo precepto pro­
cesal, al declarar que contra las senten­
cias dictadas por el Juez —se refiere a 
aquellos procedimientos atribuidos a su 
competencia— podrá entablarse recurso 
de apelación ante la Audiencia Provin­
cial, conforme a las reglas que a conti­
nuación determina, en la primera de las 
cuales se especifica que «el recurso ha­
brá de interponerse ante el Juez en el 
plazo de cinco días, «expresando sucin­
tamente los fundamentos de la impugna­
ción». 

CONSIDERANDO que el recurrente, 
en el escrito deducido conforme a tal 
precepto, en el que plantea el recurso 
de apelación contra la sentencia dictada 
por el Juez, se limitó a expresar que 
entendía dicha resolución gravamente 
perjudicial para los intereses de su re­
presentado sin alegar concreta, expresa 
y aunque fuera, como es obligado, su­
cintamente, aquellos determinados extre­
mos en que basaba su disconformidad, 
que sólo «in voce», en el acto de la vista 
de esta alzada, concretó, según consta en 
la diligencia extendida sobre la misma, 
que se centraban en el particular refe­
rente a indemnizaciones, con lo que re­
sulta claramente que no se cumplió con 
lo expresamente mandado por la referi­
da regla primera del anteriormente cita­
do artículo 792 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal; ello, además, porque 
lo pretendido, como antes se dice, sólo 
«in voce» es más propio de un remedio 
procesal de aclaración de sentencia que 
de una alzada contra ella, cuando tam­
bién claramente se colige que en el fallo 
de la misma, la omisión de una palabra 
no desvirtúa el sentido de la reserva a 
que se refiere, reserva, por otra parte, 
innecesaria y que no da ni quita dere­
chos, por lo que procede declarar mal 
interpuesto e indebidamente admitido el 
recurso de apelación de que se trata, asi 
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como tampoco las pretensiones formula­
das por el Ministerio Fiscal, y que sólo 
constan, igualmente en la citada diligen­
cia de vista, sobre revocación de la sen­
tencia, que no fue recurrida por él en 
tiempo y forma. 

7. ALZAMIENTO DE BIENES, ESTAFA Y 
FALSEDAD. 

(Sentencia de 8 de noviembre de 
de 1977) 

CONSIDERANDO que los hechos que 
se declaran probados son legalmente 
constitutivos de un delito de alzamiento 
de bienes, previsto y castigado en el ar­
tículo 519 del Código Penal vigente, al 
aparecer de ellos que el procesado, deu­
dor de las cantidades que se expresan en 
el supuesto fáctico de la resolución pre­
sente y siendo comerciante, enajenó la 
casi totalidad de su patrimonio en per­
juicio de dos acreedores, R. N. M. y Ban­
co Español de Crédito, que no pudiendo 
hacer efectivo sus créditos contra el mis­
mo, quedando así defraudados en las can­
tidades dichas en aquel supuesto proba­
do de hechos, porque, en cuanto al pri­
mero, los bienes que aparecen como li­
bres estaban embargados por la segunda 
entidad acreedora; pero no lo son de los 
delitos dé estafa del número 1.° del ar­
tículo 529 de dicho Código, de que los 
particulares querellantes acusan, porque 
los inventarios balances presentados al 
Banco por el procesado en los años 1967 
a 1970 para la obtención de créditos fue­
ron hechos de acuerdo con la Sociedad 
bancaria, que conocía la realidad de la 
situación de los bienes del mismo, no 
constando intención dolosa de defraudar 
el repetido Banco al solicitar la consti­
tución y continuación de su crédito; tam­
poco lo son de los tres delitos de estafa 
del articulo 528 de la Ley Penal tan re­
ferida, porque dado que la escritura de 

hipoteca fue gestionada por el propio 
Banco, cuyos representantes o apodera­
dos conocían la escritura de propiedad 
en base de la que se efectuó y las fincas 
de que se trataba aceptándolas y al no 
constar además, probado, que faltase 
maquinaria al tiempo de la posesión ju­
dicial de la fábrica ni que una de las 
fincas hipotecadas no fuera propiedad del 
procesado, por alegarse en dicho acto 
su dominio por parte de otras personas, 
lo que, en todo caso, sería objeto de una 
acción civil, escapando de la órbita en 
que esta causa se desenvuelve; y, por 
último, tampoco lo son de los delitos de 
falsificación de documentos públicos del 
número 4.» del artículo 302 en relación 
con el 303 del tan repertido cuerpo le­
gal, de que también se ocupa por el Ban­
co querellante, al no aparecer probado 
que en las escrituras de transmisión de 
cuarenta y tres fincas otorgadas por el 
acusado y por las que devino insolvente, 
este faltare a la verdad es la narración 
de los hechos por no aparecer, del resul­
tado de la prueba practicada y recogida 
en el primer resultando, que las transmi­
siones fueran simuladas y no reales. 

CONSIDERANDO que, en consecuen­
cia, no dándose en los alegados hechos 
los elementos constitutivos de los deli­
tos de estafa, ya que si se originó el per­
juicio patrimonial, no se dio el de enga­
ño previo a la presentación de los inven­
tarios ni a las escrituras de hipotecas, 
ni tampoco las falsedades de que se acu­
sa, en las escrituras de venta de bienes 
otorgadas por el acusado, sino sólo la 
consecuencia del alzamiento de bienes 
referido ocasionado por las mencionadas 
escrituras de venta, tanto en perjuicio 
de R. N. como del Banco Español de 
Crédito, procede la libre absolución de 
los delitos de estafa y falsedad y la sola 
condena por el de alzamiento de bienes, 
de que, tanto el Ministerio Fiscal como 
las otras partes, acusan al repetido pro­
cesado. 
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8. EXIMENTE DE ESTADO DE NECESIDAD. 

(Sentencia de 12 de febrero de 1976) 

RESULTANDO probado, y así se de­
clara, que la finca urbana sita en la 
Gran Vía de Blanca, en la que está la 
puerta número 18 de policía, tiene plan­
ta baja y tres pisos, cubiertos por te­
rraza a la que se abren tres patios de 
luces y por cada uno de ellos desaguan 
aquéllos por dos tubos de 10 centíme­
tros de diámetro que acaban en el piso 
del patio, uno en cada mitad resultante 
al estar divididos por un tabique, pues 
corresponde a viviendas diferentes, y de 
cada semipatio de luces las aguas pasan 
al alcantarillado con independencia del 
vecino por una arqueta cubierta a ras de 
suelo con rejilla que con un codo de plo­
mo empalma a un tubo de ocho centí­
metros de diámetro adosado a la planta 
baja, siendo tal medio de evacuación su­
ficiente para las lluvias normales a que 
sirven, sobre el bajo que están los sue­
los de los tres patíos de luces que se 
nallan a nivel de piso de los primeros 
pisos, siendo el dueño del bajo A. M. P., 
que almacena en él mercaderías propias 
y ajenas, para transportarlos posterior­
mente, pues está encargado del Despa­
cho Central de Renfe y es transportista, 
quien con anterioridad a la ocasión de 
autos había requerido a S. S. F. en va­
rias ocasiones a que dejara expedito el 
tubo que servía de desagüe a su patio 
de luces porque estaba obturado, y S. le 
manifestó que ello era misión de la Co­
munidad de Propietarios; en los tres ca­
sos por orden de A. se limpió el tubo 
extrayendo de él trapos, latas de conser­
vas vacías y otros objetos que impedían 
el libre curso del agua y habían entrado 
en él desde la vivienda de S., pues la re­
jilla estaba meramente empotrada al 
suelo, pero sin sujetar, y el convecino de 
patio de aquél tiene deshabitado su piso, 
y que el día 24 de mayo último llovió 
tormentosamente sobre Blanca con gran 

intensidad y comenzó a llenarse de agua 
el patio de S. con posibilidad de pasar 
al interior de su vivienda la masa de 
agua, y con un hierro de 1,40 metros de 
largo y ocho milímetros de diámetro 
perforó el como de plomo de desagüe y 
así al caer el agua a la planta baja, sin 
que se haya probado que en tal ocasión 
estuviera obstruido el tubo, humedeció 
la pared del bajo y causó los siguientes 
daños: a) a A. en un automático dife­
rencial eléctrico, que hubo de reponer e 
instalar por 3.200 pesetas de coste; b) re­
poner dos tubos fluorescentes de 40 cen­
tímetros por 1.500 pesetas; c) el valor del 
papel que hubo de emplear para envol­
ver 2.000 kilos de limones que ya lo es­
taban y resultó mojado, 3.400 pesetas; 
d) el deterioro de 500 kilos de maíz al­
macenado, 1.200 pesetas; e) los gastos 
de albañilería para corregir los daños 
causados por la caída del agua, 4.000 pe­
setas; f) la reparación de los motoca­
rros «Trimak» MU-89.181, MU-ni.367 y 
MU-115.810, 4.360 pesetas; g) la repara­
ción de una moto «Guzzi», matrícula 
MU-30.087, 758 pesetas; h) la de una má­
quina de cavar, 5.875 pesetas; el obrero 
J. M. C. tuvo que limpiar en tintorería 
un traje y un jersey y le costó 280 pese­
tas; A. M. M. en traje, 200 pesetas; 
C. S. M. un traje y dos jerseys, 360 pese­
tas, prendas todas que tenían colgadas 
en una percha y fueron afectadas por el 
agua; y sufrieron daños que requirieron 
reparación los siguientes vehículos: a) ci-
clomotor «Derbí», de R. R. M., por 430 
pesetas, que estaba en el almacén; no se 
ha acreditado que las mercaderías que 
A. S. vendió a A. entre el día 7 y el 15 de 
mayo de 1975 se encontraran en el bajo 
en la ocasión de autos, ni tampoco si A. 
vendió con menosprecio los 1.000 kilos 
de limones propiedad de S. B. que se 
hallaban en el local y que le dejó de 
cuenta el mismo de autos; siendo el to­
tal de daños 26.575 pesetas. 

CONSIDERANDO que el recurrente, en 
el escrito formulando el recurso deduci-
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do al amparo del artículo 792 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, arguye co­
mo primer motivo de impugnación el que 
en la sentencia apelada no se tiene en 
cuenta la ausencia de dolo por parte del 
inculpado; mas ello no es exacto, pues 
si en el considerando primero de aqué­
lla se dice, recogiendo y fundamentando 
en Derecho lo que en el resultando co­
rrespondiente —que se acepta por este 
Tribunal— se estima como probado, que 
el referido inculpado «intencionadamente 
perforó un codo o manquito de plomo», 
es visto que sí atiende a la intencionali­
dad o dolo, pero en sentido positivo y 
conforme a la norma general establecida 
en el párrafo 2.° del artículo 1° del Có­
digo Penal vigente, que reputa volunta­
rias las acciones u omisiones penadas 
por la Ley, a no ser que conste lo con­
trario, esto es, con presunción «juristan-
tum» que permite la prueba que demues­
tre la involuntariedad, prueba que no 
aparece en las diligencias de que el re­
curso deriva. 

CONSIDERANDO que si bien es cier­
to que en la causación del resultado da­
ñoso intervinieron agentes atmosféricos 
como se¡ alega en el escrito de recurso 
y se acoge asimismo en el supuesto 
fáctico de la sentencia apelada al expre­
sar textualmente que «el día 24 de mayo 
último llovió torrencialmente sobre Blan­
ca, con gran intensidad, y comenzó a 
llenarse de agua el patio de S. con posi­
bilidad de pasar al interior de su vivien­
da», ellQi no implica en absoluto que di­
cha tormenta o elemento natural, aunque 
desencadenado, fuera la causa directa y 
eficiente y, sobre todo, única, de aquel 
resultado integrante del delito que se en­
juicia, sino que éste fue producido por 
la acción voluntaria y directa del acusa­
do, al romper con una base de hierro 
el codo de la tubería del desagüe, con 
previsión plena o al menos aceptada de 
las consecuencias de su acción al cono­
cer, por habérselo expresado repetidas 
veces el perjudicado, las condiciones en 

que dicho desagüe se encontraba; y si 
pues, con precisión de la posibilidad de 
los desperfectos que se produjeron, ac­
tuó en la forma en que lo hizo y se cau­
saron daños económicamente valuables, 
en visto que la acción y su resultado in­
tegran el tipo legal que define y sanciona 
el artículo 53 del Código Penal vigente, 
siendo en este caso la caída de la lluvia, 
sólo concausa material de la croducción 
de los daños causados. 

CONSIDERANDO que no puede acep­
tarse, como tampoco se acepta en la 
sentencia recurrida, la concurrencia de 
las circunstancias eximentes de respon­
sabilidad que se definen en los núme­
ros 7.° y 8.° del artículo 8.° del Código 
Penal y que se aducen por la defensa 
del acusado: la primera, porque como 
dicen las sentencias del Tribunal Supre­
mo de 25 de julio y 8 de junio de 1971, 
recogiendo la doctrina de otras muchas 
anteriores- el llamado estado de necesi 
dad, que tiene especial protección en el 
primer precepto citado, se produce cuan­
do se crea una situación de actual peli­
gro de bienes, intereses o deberes que 
sólo puede ampararse violando o lesio­
nando los pertenecientes a otras perso­
nas, cuando unos y otros gocen de am­
paro jurídico, siendo esencia de la exi­
mente que el culpable obre en estado de 
auténtico estado de necesidad, pues re­
sulta esta situación como básica o fun­
damental, al exigir que actúa «impulsa­
do» y con la finalidad de evitar un mai 
propio o ajeno, de tal forma que para 
salvar uno de ellos resulta preciso el 
menoscabo o perecimiento de otros en 
conflicto urgente, de condición grave, ac­
tual, inminente o inaplazable y que el 
mal que amenace no pueda ser soslaya­
do de modo distinto del que no sea cau­
sar a su vez otro mal, por ser el único 
camino utilizable, atendidas las circuns­
tancias del caso»; y partiendo de esta 
base doctrinal, sentada por la jurispru­
dencia, es incuestionable que en el caso 
que se resuelve, de las diligencias y prue-
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bas practicadas no aparece que se den 
las circunstancias o condiciones exigidas, 
puesto que no consta que el acusado 
actuara «impulsado» por un evidente es­
tado de necesidad, ya que si bien figura 
en aquéllos que en el momento de ocu­
rrir el hecho se desencadenaba una gran 
tormenta, ello sólo no basta para cono­
cer su intensidad; ni consta tampoco ia 
patente amenaza de inundación de su 
vivienda, ni las proporciones que esta 
posible —no cierta ni segura— inunda­
ción hubiera podido alcanzar; ni que el 
repetido acusado no tuviera, en su caso, 
otro remedio para evitarla que el acudir 
a causar un perjuicio a otro y por últi­
mo, y esto es fundamental para la inte­
gración de la figura eximente de la ac­
tuación injusta, que ese perjuicio causa­
do a otro fuera menor que el que se tra­
taba de eludir, al no aparecer probado 
en absoluto, frente a la apreciación de 
los daños efectivamente causados, la de 
los que, en su caso, se hubieran podido 
producir en los bienes propios; a más 
de que, si bien la situación o estado de 
alegada necesidad, no aparece que fuere 
buscada intencionadamente por el agen­
te, sí pudo y debió tener previsión de él 
por los requerimientos que con anterio­
ridad se le habían hecho por parte del 
perjudicado relativos a las malas condi­
ciones del desagüe, lo que se estima así, 
sin prescindir de ninguna de las pruebas 
periciales practicadas como en el escrito 
de recurso se alega. 

CONSIDERANDO que tampoco es po­
sible la estimación de la circunstancia 
eximente comprendida en el número 8.° 
del artículo 8.» del Código Penal invoca­
da también por la defensa, puesto que 
esta desestimación viene de la mano de 
la anterior, al no poder decirse que es 
acto lícito y ejecutado con la debida di­
ligencia el hecho de romper ima tubería 
de desagüe sabiendo que ello iba a cau­
sar un perjuicio a otro, no por mero 
accidente, sino como consecuencia ma­

terial y física y lógicamente perceptible 
y previsible de la acción ejecutada. 

9. FALTA DE IMPRUDENCIA SIMPLE. 
(Sentencia de 17 de febrero de 1976) 

RESULTANDO probado, y así se decla­
ra, que sobre las 20,30 horas del día 22 
de enero de 1973, J. S. S. conducía el 
turismo de su propiedad, marca «Re­
nault R-3)>, de color blanco, matrícula 
M-504.637, haciéndolo por la carretera 
nacional 301, en la dirección de Murcia 
a Cieza, y al llegar a la altura del kiló­
metro 380,800, representado por tramo 
recto con buena visibilidad y en el que 
la calzada está limitada con tres bandas 
de rodaje, dos para los que circulan di­
rección a Murcia y una para la contraria, 
y con limitación de velocidad a 60 kiló­
metros/hora, circulando a velocidad su­
perior a la máxima autorizada procedió 
a adelantar al turismo «Seat 600», ma­
trícula M-564.414, que era conducido por 
su propietario, T. M. M., y seguidamen­
te y a pesar de que por las bandas, digo 
te, y a pesar de que por las bandas, digo 
culaban vehículos, inició el adelantamien­
to del turismo marca «Renault 10», ma­
trícula MU-95.150, que circulaba en la 
misma dirección conducido por su pro­
pietaria, M. S. G. T.; mas como quiera 
que ya se hallaba muy próximo al turis­
mo marca «R 8», matrícula SE-3.386-A, 
que circulaba en dirección contraria, con­
ducido por su propietario, J. M. B.C., 
hubo de aproximarse excesivamente al 
«R 10», obligando a su conductora a des­
viarse hacia la derecha, y ante el peligro 
de salirse por un desnivel situado en 
esta margen de la calzada y no poder 
continuar su marcha por tener cerrado 
el paso por el turismo conducido por 
el acusado —que se situó inmediatamen­
te en su derecha en seguida de realizado 
el adelantamiento—, giró bruscamente a 
la izquierda, derrapándole, interponién-
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dose en la trayectoria del matrícula de 
SE-3.386-A, contra el que colisionó; a 
consecuencia de ello sufrió lesiones 
J. M. B., de las que curó sin secuelas a 
los once días de asistencia e impedimen­
to, así como M. S. G., que curó sin se­
cuelas a los ocho días de asistencia e 
impedimento, y M. V. V. y E. M. A., ocu­
pantes del vehículo conducido por M. S., 
que curaron sin secuelas, a los cincuenta 
y uno y cuarenta y tres días, respectiva­
mente, de asistencia e impedimento. El 
SE-3.386-A sufrió daños tasados en 75.053 
pesetas y el «R 10» en 24.685 pesetas. 

CONSIDERANDO que los hechos que 
la Sala estima probados que sensible­
mente coinciden con los que así sienta 
el juzgador «a quo», salvo en el punto o 
razón fundamental por la que la damni­
ficada no pudo continuar su marcha nor­
mal de su vehículo que no fue por ce­
rrarle el paso el inculpado, que no apa­
rece probado, sino por el derrape que 
sufrió su coche al realizar giro forzado 
hacia su izquierda perdiendo el dominio 

del mismo, maniobra que tuvo su origen 
y obligó la circunstancia de exceso de 
aproximación por falta de cálculo y pe­
ligro de choque de frente del vehículo 
conducido por el acusado con otro que 
en sentido contrario y por su banda o 
carril circulaba, con tales hechos cons­
titutivos de una falta de imprudencia 
simple o negligencia de la que resulta­
ron lesiones y daños que de mediar ma­
licia constituiría delito, prevista en el 
número 3.» del artículo 586 del Código 
Penal, ante la falta de cautela, previsión, 
comedimiento y precaución que supone 
un adelantamiento a un vehículo circu­
lando sin luzar natural y al que se acercó 
tanto, para evitar males mayores, que le 
obligó a una maniobra forzosa con pér­
dida del dominio en la conducción y sub­
siguientes consecuencias dañosas por co­
lisión con otro que en sentido contrario 
circulaba; falta que se halla sancionada 
con penas de multa, reprensión privada 
y privación del permiso de conducir de 
uno a tres meses. 

ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 

JURISPRUDENCIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

(Audiencia Territorial de Albacete) 

1. ARBITRIO SOBRE EL INCREMENTO DE 
VALOR DE LOS TERRENOS. TASA DE 

EQUIVALENCIA. F*RESCRIPCIÓN. 

(Sentencia 3-4-78) 

C O N S I D E R A N D O que la cuestión liti­
giosa en el presente juicio queda reduci­
da a determinar si ha operado o no el 
instituto de la prescripción sobre la li­
quidación por tasa de equivalencia gira­
da por el Ayuntamiento de C. el 28 de 
marzo de 1974, puesto que, mientras la 
Administración demanda, en su resolu­

ción de 31 de enero de 1977, entiende que 
el plazo de cinco años que terminaba el 
día 31 de diciembre de 1969 se interrum­
pió el día 20 de mayo de 1969 con la in­
terposición de la reclamación económico-
administrativa por «G. L., S. A.», tesis 
que comparte igualmente en su esencia 
el Ayuntamiento codemandado al creer 
que el derecho al cobro de la tasa de 
equivalencia fue ejercitado el 29 de abril 
de 1969, la parte recurrente estima que 
se da la prescripción, ya que ni la liqui­
dación de 29 de abril de 1969 ni el re­
curso contra ésta produjeron la interrup­
ción del plazo, al ser la tasa de equiva-
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lencia y el arbitrio de plusvalía dos exac­
ciones diferentes. 

CONSIDERANDO que en nuestro Or­
denamiento Jurídico la regla general es 
la de que la operancia de la prescripción 
va ligada no sólo al transcurso de un 
determinado período de tiempo, sino a 
que, durante el mismo, la pasividad de 
las partes implicadas en la relación jurí­
dica a que pertenezca el derecho en cues­
tión, permita presumir una voluntad de 
abandono, o al menos constatar situa­
ciones objetivas de inercia total, de ahí 
que si en el presente caso la Administra­
ción Municipal, el 29 de abril de 1969, 
formula liquidación por el concepto de 
arbitrio sobre el incremento de valor de 
los terrenos en razón a ima enajenación 
operada en escritura pública de 16 de oc­
tubre de 1968, computando el período 
impositivo a que se refiere el acto pos­
teriormente impugnado en la reclama­
ción económico-administrativa iniciada el 
11 de mayo de 1974 y ahora revisado, tal 
manera de proceder podrá ser o no ajus 
tada a derecho, pero sin duda impide 
que en su contra se opere prescripción 
alguna, por aplicación del artículo 64 a) 
de la Ley General Tributaria de 28 de 
diciembre de 1963, en relación con los 
artículos 65 y 66 de dicho Cuerpo Legal 
y artículo 796 de la Ley de Régimen Lo­
cal, ya que es obvio que el Ayuntamiento 
no se aquietó ni se condujo con abando­
no negligente, sino todo lo contrario, 
pues decidió exigir al mismo tiempo y 
en un único acto el arbitrio de plusva­
lía y la tasa de equivalencia, y si bien 
con posterioridad la mencionada liquida­
ción de 29 de abril de 1969 fue impugna­
da y declarada nula, es por lo que la re­
clamación contra la misma promovida 
el 20 de mayo siguiente interrumpió el 
plazo de prescripción que operaba sobre 
el devengo de la tasa de equivalencia co­
rrespondiente al período 1956-1965, por­
que lógicamente la válida interposición 
de un recurso o reclamación determina 
necesariamente una toma de postura, un 

hacer valer respecto a un derecho de cré­
dito por parte de la Administración, sus­
citándose un estado de controversia en 
el que el acreedor contesta los argumen­
tos del deudor. 

CONSIDERANDO que por lo expuesto 
procede desestimar el recurso contencio­
so interpuesto al ser ajustada a derecho 
la resolución del Tribunal Económico-
Administrativo Provincial de M. impug­
nado, sin que se aprecien motivos para 
una expresa imposición de costas a las 
partes. 

2. NOMBRAMIENTO DE POLICÍA M U N I ­
CIPAL. CONCEPTO ADMINISTRATIVO 
DE MALA CONDUCTA. 

(Sentencia 1-6-78) 

C O N S I D E R A N D O que el presente re­
curso tiene como único objeto el examen 
de la legalidad del Decreto del Iltmo. Sr. 
Alcalde de C. de 17 de agosto de 1976, 
que acordó no nombrar a don S. V. A. 
para ocupar en propiedad la plaza de 
policía mimicipal a la que había concur­
sado, al estimar que no concurría en el 
mismo el requisito de la base undécima, 
en relación con la segunda, apartado e), 
«carecer de antecedentes penales y ob­
servar buena conducta», al haber sido 
denimciado el 26 de enero de 1974 por 
malos tratos de palabra y amenazas le­
ves, el 31 de enero de 1974 por lesiones 
leves en agresión y el 8 de abril de 1975 
por riña, escándalo y lesiones leves. 

CONSIDERANDO que si bien es cierto 
que el artículo 18 del Reglamento de 
Funcionarios de la Administración Local 
señala entre las condiciones generales de 
capacidad para ingresar al servicio de la 
Administración Local, la de «observar 
buena conducta y carecer de anteceden­
tes penales», también lo es, que en el 
artículo 30 del Texto Articulado de la Ley 
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de I'unclonarios Civiles del Estado, apro­
bado por Decreto de 7 de febrero de 
1964, no exigen tales requisitos para la 
admisión a las pruebas selectivas previas 
al ingresó en la Administración, sino ex­
clusivamente el de «no haber sido sepa­
rado mediante expediente disciplinario al 
servicio del Estado o de la Administra­
ción Local, ni hallarse inhabilitado para 
el ejercicio de funciones públicas», por 
lo que, como dice el Tribunal Supremo 
en su reciente sentencia de 12 de diciem­
bre de 1977, «el cambio de orientación 
que la Ley de Funcionarios opera sobre 
el Reglamento anterior de 30 de mayo 
de 1952, no permite estimar subsistente 
la exigencia de una certificación negati­
va de antecedentes penales a los efectos 
de ser nombrado funcionario público 
municipal, al carecer ya de cobertura le­
gal suficiente y referirse a materia limi­
tativa de derechos reconocidos constitu-
cionalmente y por ello de interpretación 
restrictiva», de ahí su conclusión, tras 
invocar los artículos 37 d) y 88 a) de la 
Ley de 7 de febrero de 1964, de que sólo 
las condenas que llevan aparejada pena 
de inhabilitación producen incapacidad 
para el acceso al servicio público. 

CONSIDERANDO que, por otra parte, el 
Tribunal Supremo, en sentencia de 19 de 
enero de 1977, ha precisado los elemen­
tos necesarios a tener en cuenta en la 
noción administrativa de mala conduc­
ta, a saber: a) que se trate de hechos y 
actos de trascendencia pública y no me­
ramente privados; b) que incidan preci­
samente en la función o actividad en la 
cual se exige acreditar buena conducta, 
y c) que estén razonablemente probados, 
tanto en lo que atañe a su producción 
como en lo que concierne a su incidencia 
sobre un área de actividad determinada, 
siendo obvio igualmente que no puede 
ser catalogable la buena conducta, desde 
un punto de vista jurídico y formal, co­
mo un hecho de libre apreciación por la 
Administración, sino como un concepto 
jurídico indeterminado, y por tanto per­

fectamente fiscalizable por esta Jurisdic­
ción. 

CONSIDERANDO que partiendo de la 
anterior doctrina, es evidente que en el 
presente caso procede la estimación ín­
tegra del recurso al ser insuficiente el 
informe de la Comisaría General de Po­
licía de C. para desvirtuar los documen­
tos que en cumplimiento de las bases de 
la convocatoria aportó el actor al expe­
diente correspondiente, pues la circuns­
tancia de que el 2 de enero de 1974 fuera 
denunciado por malos tratos de palabra 
y amenazas el 31 de enero siguiente por 
lesiones leves en agresión y el 8 de abril 
de 1975 por riña, escándalo y lesiones le­
ves, y que como consecuencia de ello, 
fuera, fuera condenado por el Juzgado 
Municipal número 2 de C. en 22 de fe­
brero de 1974 a la pena de 200 pesetas 
de multa por los hechos ocurridos el 
26 de enero y a la pena de tres días de 
arresto, en sentencia de 23 de mayo de 
1975, por los denunciados en abril de ese 
año, no significa que hubiera observado 
una conducta irregular que afectase al 
interés público, ya que no pueden ser 
relevantes para el derecho público tales 
hechos por ser cuestiones privadas que 
no alcanzaron la entidad suficiente para 
ser sancionados en vía penal con efectos 
inhabilitantes, por lo tanto la Adminis­
tración venía obligada a nombrar al re­
currente, ante la propuesta vinculante 
elevada por el Tribunal Calificador. 

3. FACULTAD DE LOS AYUNTAMIENTOS 
PARA REDUCIR SUS POTESTADES IM­
POSITIVAS. 

(Sentencia 9-6-78) 

CONSIDERANDO que el presente re-
tercurso contencioso-admlnistrativo se in­
terpone contra la resolución del Tribu­
nal Económico-Administrativo de M. de 
24 de marzo de 1977 por entender la ac-
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tora, doña C. B. P., que el citado Tribu­
nal dejó sin resolver una de las cuestio­
nes planteadas en la reclamación econó­
mico-administrativa formulada contra la 
liquidación número 2.610/74, girada por 
el arbitrio sobre el incremento del valor 
de los terrenos, concretamente si en las 
trasmisiones «mortis causa» y cuando se 
trata de sucesiones entre padres e hijos 
la cuota puede o no rebasar de la suma 
que en concepto del impuesto sucesorio 
satisfagan los herederos al Estado por 
cada uno de los terrenos relictos y cier­
tamente si se compara el escrito de ale­
gaciones de 22 de diciembre de 1975 con 
el fallo del órgano administrativo pron­
to ha de reconocerse que el acuerdo 
impugnado no decidió esa cuestión que 
le fue propuesta en su día y ante esta 
realidad corresponde en este momento 
enjuiciar dicha pretensión, aplicando el 
principio de economía procesal, ya que 
la exigencia de un acto administrativo 
previo y del paralelo carácter revisor de 
la Jurisdicción no deben de llevarse has­
ta el extremo de prescindir de analizar 
una actividad administrativa ya produci­
da real y formalmente, a través de actos 
administrativos originarios, en este caso 
la liquidación practicada por el Ayunta­
miento de C, más cuando faculta para 
ello el recurrente a la vista del suplico. 

CONSIDERANDO que entrando en el 
análisis del tema debatido, la represen­
tación del Ayimtamiento codemandado se 
opone a la pretensión de la actora por 

entender que el artículo 35 de la Orde­
nanza del arbitrio vulnera lo prevenido 
en los artículos 523 y 719 de la Ley de 
Régimen Local, pero este argumento de­
be rechazarse, pues como sentó el Tribu­
nal Supremo en sentencia de 6 de marzo 
de 1975, no hay precepto algimo que im­
pida a un Ayuntamiento reducir volun­
tariamente el ámbito legal a sus potes­
tades impositivas, de ahí que si bien el 
artículo 513-2 de la Ley de Régimen Lo­
cal fija sólo una limitación en el tipo 
aplicable, puede, no obstante, una Orde­
nanza limitar igualmente la cuota resul­
tante, de donde se infiere que si el Ayun­
tamiento de C. aprobó en su día una dis­
posición en la que se hacía constar ex­
presamente que «en las sucesiones direc­
tas entre padres, hijos y nietos (estos 
últimos cuando hereden por derecho de 
representación del padre o de la madre 
premuertos) y en las entre cónyuges, la 
cuota exigible no podrá rebasar de lo 
que por impuesto de derechos reales co­
rresponda a cada uno de los bienes que 
integran la herencia», tal norma ha de 
ser aplicada inexcusablemente, por ello 
en el caso de autos la cuantía de lo li­
quidado por el Impuesto de Sucesiones 
deba constituir el límite máximo que no 
puede rebasar la cuota del arbitrio so­
bre el incremento del valor de los terre­
nos, procediendo, en consecuencia, aco­
ger la tesis de la demanda, lo cual de­
termina la estimación del recurso. 

ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 
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JURISPRUDENCIA LABORAL 
(Magistraturas de Trabajo de Murcia) 

1. DESEMPLEO. DENEGACIÓN PRÓRROGA 
EN BASE A INFORME DESFAVORABLE 
DE LA OFICINA DE EMPLEO. CARÁC­
TER NO DISCRECIONAL DE LAS PRÓ­
RROGAS DEL SUBSIDIO. SUBSISTEN­
CIA «NOTORIA» DE LAS CIRCUNSTAN­
CIAS SOCIOLABORALES QUE DETER­
MINARON LA CONCESIÓN INICIAL. 

(Sentencia de 10 de marzo de 1978. 
Proc. 2.408/77. Mag. 2) 

En el resultando de hechos probados 
de la sentencia se establece: «1.° El ac­
tor venía prestando servicios para la 
empresa..., actividad de construcción.— 
2.°: Fue declarado en situación de inca­
pacidad permanente parcial por la Comi­
sión Técnica Calificadora Provincial.— 
3.°: Acudió, planteando su situación, a la 
Delegación Provincial de Trabajo, la que 
en resolución de 14 de febrero de 1976 le 
otorgó subsidio por desempleo.—4.°: Dis­
frutó esté subsidio durante un primer 
período dé seis meses, y otro de la mis­
ma duración como primera prórroga, 
hasta 13 de febrero de 1977.-5.°: Solicitó 
el interesado del demandado. Instituto 
Nacional de Previsión, una segunda pró­
rroga del subsidio, lo que se le denegó, 
al haberse emitido informe desfavorable 
por la Oficina de Empleo de..., donde se 
dice que si bien el operario sigue inscri­
to en dicha Oficina y no se le ha facili­
tado ocupación adecuada, no subsisten, 
sin embargo, las circunstancias sociote-
borales que determinaron la concesión 
inicial de la prestación.—6.•>: Hubo re­
clamación previa.» 

Se centra pues el litigio —como expre­
sa la sentencia en un primer consideran­
do— «en torno a la procedencia de una 
prórroga (la segunda) del subsidio de 
desempleo, en su día reconocido a quien 
acciona». 

El juzgador reconoce en el mismo con­
siderando la existencia de «cierta co­
rriente jurisprudencial, que se orienta en 
el sentido de configurar el tema como 
algo discrecional, en manos de la Admi­
nistración». Pero inmediatamente advier­
te: «no parece que quepa una generali­
zación tan absoluta de la doctrina, sus­
ceptible de eliminar toda posibilidad de 
enjuiciamiento del caso del operario que 
demanda». Caso que para el Magistrado 
se manifiesta como «preocupante cuan­
do menos», ya que al trabajador deman­
dante, dada la disminución física que le 
afecta —recordemos que padece una in­
capacidad permanente parcial—, «le es 
prácticamente imposible encontrar ocu­
pación, amén de no constar fórmula al­
guna a él ofrecida de jubilación anticipa­
da, ni ser aconsejable la jubilación con 
menor edad sujeta a fuertes coeficientes 
reductores de una ya parca pensión». 

En un segundo considerando, en la 
sentencia se explícita que «la prestación 
básica por desempleo, subsidio tempo­
ral, se configuró en las normas iniciales 
del sistema vigente, como un auténtico 
derecho subjetivo del beneficiario, some­
tido a estrictas reglas jurídicas imperati­
vamente dirigidas al ente gestor». 

El Magistrado pone de relieve cómo 
en esa normativa «la prórroga del sub­
sidio se concibe como necesaria» (será 
prorrogable, dice el artículo 176 de la 
LSS) y que, por ello> «se sujeta sólo a 
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condicionamientos objetivos no discrecio­
nales (si subsisten las circunstancias que 
determinaron la concesión inicial))). 

«En este esquema —^prosigue el Magis­
trado— la Orden de desarrollo, de 5 de 
mayo de 1967, artículo 12, introduce el 
importante añadido de que la prórroga 
del subsidio se concede cuando se da la 
subsistencia de las condiciones iniciales 
a juicio de la Dirección General de Em­
pleo; pero, por simples razones de je­
rarquía normativa..., no puede pensarse 
que la Orden Ministerial haya converti­
do en discrecional lo que en la Ley es 
una regulación imperativa.» 

A continuación el juzgador afirma que 
«últimamente se han introducido modi­
ficaciones importantes en la contingen­
cia de desempleo» y analiza las deriva­
das del Decreto-Ley de 10 de agosto 
de 1976 y Orden de desarrollo de 17 de 
septiembre de 1976. El artículo 1." del 
Decreto-Ley —nos dice— «da nueva re­
dacción al artículo 176 de la Ley de Se­
guridad Social para introducir una nue­
va prórroga de seis meses sin más con­
dición, como antes, que la subsistencia 
de las circunstancias que determinaron 
la concesión inicial del subsidio». Y el 
artículo 3.° configura al Servicio de Em­
pleo y Acción Pormativa (SEAP) como 
un «Servicio Común» de la Seguridad So­
cial, que «colaborará en la gestión» de 
las prestaciones por desempleo en los 
términos que señale el Ministerio de Tra­
bajo. 

La Orden de 17 de septiembre de 1976 
«por su parte —^prosigue el Magistrado-
modifica, entre otros, el artículo 12 de 
la primitiva Orden de desempleo de 5 de 
mayo de 1967, en el sentido de que, man­
tenido el que la subsistencia de condi­
ciones iniciales de concesión del subsidio 
es a ;"Mic¿o de la Oirección General de 
Empleo y Promoción Social, este juicio 
parece manifestarse a través de un in­
forme que, en torno a la solicitud de 
prórroga, emite la correspondiente Ofici­
na de Empleo, que es vinculante para la 

Entidad gestora Instituto Nacional de 
Previsión». 

El juzgador considera que estas nor­
mas comportan, «ciertamente, novedades 
importantes en tema de gestión, pero no 
convierten por ello las prórrogas del sub­
sidio en materia completamente discre­
cional». Y ello porque: «a) ninguna nor­
ma con rango de Ley o de Decreto-Ley 
impone tal conclusión; b) en casos pare­
cidos, en que se utiliza técnica legislativa 
coincidente, la jurisprudencia no ha du­
dado en someter a crítica las aprecia­
ciones de las Entidades gestoras, muy 
calificadamente en prestaciones de muer­
te y supervivencia, donde para ciertos 
parientes la carencia de medios de sub­
sistencia se refiere expresamente al jui­
cio del órgano de gobierno competente». 

En un último considerando, el Magis­
trado concluye que «la resolución dene­
gatoria del Instituto demandado es en­
juiciable en su integridad», incluido «el 
informe de la Oficina de Empleo de..., 
donde, tras reconocer la subsistencia de 
los requisitos fundamentales, como es la 
persistencia del desempleo, se dice que 
no subsisten las circunstancias sacióla-
borales que determinaron la concesión 
inicial». En la apreciación del juzgador 
«en este pimto se puede tener por noto­
rio (y por eso no se hizo afirmación es­
pecífica en el relato de hechos) que las 
condiciones económico-sociales en mate­
ria de empleo son, cuando la termina­
ción del segundo período de subsidio, 
francamente desfavorables en el entorno 
de quien acciona». Y —con fina ironía y 
agudo sentido de la realidad— el Magis­
trado advierte: «hasta el punto de que 
cuando la Oficina de Empleo dice que 
no subsisten las primitivas, cabe pensar, 
muy fundadamente, si no se está asegu­
rando que es por empeoramiento». 

Por todo ello, se estima la demanda y 
se condena al Instituto «a que prorrogue 
al trabajador el subsidio de paro que ha 
venido percibiendo, durante seis meses 
más, en cuantía reglamentaria». 
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La sentencia que precede ha sido re­
vocada por el Tribunal Central de Tra­
bajo, con fecha 9 de junio de 1978. El 
ponente —don José M.» Pozancos Bur­
gos— establece en un considerando —que 
creo no necesita comentario alguno— lo 
siguiente: 

«... disponiendo el precepto citado co­
mo infringido —artículo 12 de la Orden 
de 5 de mayo de 1967— en la nueva re­
dacción dada por la Orden de 7 de sep­
tiembre de 1976, y en adecuación de lo 
establecido en el Real Decreto-Ley 15/ 
1976, de 10 de agosto, que el indicado 
informe de la Oficina de Empleo será 
vinculante para la Entidad Gestora, en 
cuanto a la subsistencia de las circvins-
tancias... que determinaron la concesión 
inicial, ello implica... que, en el expedien­
te administrativo y posteriormente en el 
proceso, tras la consiguiente denegación 
de lo interesado, sea al demandante al 
que corresponde probar, que persisten 
dicJias circunstancias, precisando cuáles 
fueron las que determinaron la conce­
sión inicial y las que existen al momen­
to de petición de la prórroga, sin que 
quepa tener en cuenta una mayor inci­
dencia general de paro, toda vez que se 
trata de caso concreto, concerniente a 
condiciones económicas y sociales, refe­
ridas a determinada persona pertenecien­
te a un cierto sector laboral y con espe­
cífica categoría profesional, por lo que 
en consecuencia ha de entenderse que el 
accionante carece de derecho al benefi­
cio cuestionado.» (El subrayado es nues­
tro.) 

2. VIUDEDAD. DESESTIMACIÓN DE PEN­
SIÓN POR NO CONCURRIR EL REQUI­
SITO DE ALTA SEGURIDAD SOCIAL. LA 
INTERPRETACIÓN DE LA EXIGENCIA DE 
ESTE REQUISITO DEBE EFECTUARSE 
«EN SENTIDO HUMANO E INDIVIDUA-
LIZADOR ACORDE CON LA REALIDAD 
DE CADA CASO». 

(Sentencia de 16 de jehrero de 1978. 
Proc. 2.436/77. Mag. 2) 

En el resultando de hechos probados 
se declaran, entre otros: «1.°: El traba­
jador... nacido en 20 de enero de 1910, 
estuvo afiliado y en alta en Seguridad 
Social, régimen especial agrario, último 
promedio de bases de cotización de 4.505 
pesetas mensuales... 3.°: La Comisión 
Técnica Calificadora Provincial... declaró 
al operario en situación de incapacidad 
permanente total... sin derecho a pres­
tación por no reunir período mínimo de 
cotización. El operario no impugnó la 
resolución administrativa, i.": Desem­
pleado y enfermo recibió el trabajador 
auxilios económicos periódicos, a título 
de asistencia social, desde 1 de enero al 
31 de marzo de 1975 y desde 1 de abril 
al 30 de jimio de 1975; por agravación 
de sus dolencias (de índole cardio-respi-
ratoria), falleció en 9 de octubre de 1976... 
6.°: Al fallecimiento del Sr.... su esposa 
dedujo solicitud de prestación por muer­
te y supervivencia en 9 de marzo de 1977 
ante la demandada Mutualidad Nacional 
Agraria. 7.°: Recayó resolución denega­
toria por falta del requisito de alta. 
8.°: En materia de carencia... acredita­
da el Sr....: a) en régimen agrario por 
cuenta ajena de los períodos que van 
desde 1 de abril de 1952 al 31 de diciem­
bre de 1959 y desde 1 de marzo de 1971 
al mes de octubre de 1973... b) en segu­
ros sociales unificados, períodos que van 
desde 28 de abril de 1950 al 29 de mayo 
de 1952, desde 23 de septiembre al 30 de 
septiembre de 1953 y desde 1 de marzo 
al 22 de abril de 1957...» 

En el primero de los considerandos de 
la sentencia el Magistrado parte del apo­
yo que le presta una sentencia del Tri­
bunal Central de Trabajo («con el norte 
que indica la reciente sentencia del TCT 
de 19 de abril de 1977», dice textualmen­
te), a cuyo tenor la interpretación de la 
exigencia del requisito del alta (base de 
la denegación de la pensión por la Mu-
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tualidad Nacional Agraria) «debe efec­
tuarse en sentido humano e individuali-
zador acorde con la realidad de cada 
caso». 

Con esa base —^prosigue— «puede abo­
carse a una solución favorable a quien 
acciona por tres vías diferentes». 

La primera de esas vías —contenida en 
el segundo considerando de la sentencia— 
consiste en estimar «que el causante es 
persona que, en función de su incapaci­
dad total y dolencias padecidas, en unión 
de su edad (nacido en 1910), puede tener­
se por desempleado involimtario y, por 
consiguiente, en situación de alta por 
asimilación». 

A dicha consideración no obsta —pro­
sigue el Magistrado— que «el desempleo 
subsidiado sea desconocido en el régi­
men agrario», ya que «no puede dudarse 
que las prestaciones del mismo se otor­
gan con sujeción a la normativa toda del 
régimen general... con uso de las califi­
caciones allí manejadas, entre las que 
cuenta el desempleo presxmto del invá­
lido total». 

El juzgador cita en apoyo de su tesis 
el artículo 49 del Reglamento de 23 de 
diciembre de 1972; el artículo 2 de la 
Orden de 13 de febrero de 1967, sobre 
situaciones asimiladas a la de alta; la 
Orden de 6 de mayo de 1967 (art. 9.4), 
sobre desempleo de los inválidos totales, 
y la resolución de 2 de febrero de 1971 
de la entonces Dirección General de Se­
guridad Social. 

La segunda vía se aborda en el tercer 
considerando de la sentencia. 

Afirma el juzgador que «reiterada ju­
risprudencia enseña que puede ser defi­
nitivo a la hora de sentar (sic) el alta 
en Seguridad Social el que la enferme­
dad padecida ofrezca características ta­
les que permita afirmar que el resultado 
final sea invalidez, sea muerte, es conse­
cuencia de un proceso persistente, ya ini­
ciado cuando dejó de trabajar el opera­
rio». Entre tal jurisprudencia el Magis­
trado cita la sentencia del TS de 5 de 

junio de 1975 y la antes reseñada del 
TCT de 19 de abril de 1977, reiterando 
que el hecho de «que esta jurisprudencia 
haya recaído en materia de invalidez pre­
dominantemente, no impide su utiliza­
ción en la contingencia de muerte». 

Con tales razonamientos, concluye el 
Magistrado afirmando que el nexo en­
tre enfermedad-incapacidad permanente 
y muerte es inconcuso en el supuesto 
de autos, por lo que tanto en el momen­
to «de la aparición de la contingencia 
de invalidez como en la de muerte era 
dable (sjc) hablar de alta en Seguridad 
Social». 

En un posterior considerando estable­
ce el juzgador la tercera de las vías 
apuntadas, en el sentido de estimar que 
aunque el operario fallecido fue declara­
do por la Comisión Técnica Calificadora 
«en situación de incapacidad total sin 
derecho a pensión por falta de carencia 
mínima de mil ochocientos días... esta 
carencia existía». Aduce el Magistrado los 
«largos períodos de permanencia y coti­
zación» en el régimen agrario, acredita­
dos por el trabajador fallecido, así como 
que dichos períodos deben computarse 
«eficaces en su Integridad, cosa que pue­
de afirmarse desde que la sentencia del 
Tribunal Supremo de 16 de junio de 1977 
aclaró definitivamente que en el régimen 
agrario los abonos valen desde 1952 y 
que la expresión computables introduci­
da en textos frutos del perfeccionamien­
to iniciado en el sector del campo a fi­
nes de 1970 (Ley de 22 de diciembre de 
1970, Decreto de 23 de julio de 1971, Re­
glamento de 23 de diciembre de 1972) 
tiene significado distinto al de exigencia 
de ser cuotas incluidas en los últimos 
diez años». 

Por ello estima el juzgador «que había 
en manos del operarlo un derecho sub­
jetivo material para alcanzar la condi­
ción de pensionista por incapacidad to­
tal del régimen agrario; y si él no lo 
ejercitó... puede hacerlo en su lugar la 
viuda, a quien la inactividad por igno-
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rancia del esposo en nada puede dañar, 
según enseña también el Tribunal Supre­
mo en sentencia de 16 de octubre de 
1972». 

Por todo lo anterior —concluye el Ma­
gistrado en el último considerando— que 
«si existe él requisito de alta en Seguri­
dad Social del obrero causante, si existe 
también el, requisito de carencia mínima 
no discutido y si se da el resto de exi­
gencias reglamentarias asimismo no ne­
gadas, quiere decirse que la viuda accio­
nante lucra (sic) pensión vitalicia cuya 
base reguladora es precisamente la que 
habría tenido la invalidez i-otal del ope-
rcric...». 

3. DOTE MATRIMONIAL. OBRERA EVEN­
TUAL SECTOR AGRIOS. E N EL CÁLCU­
LO DE LA ANTIGÜEDAD NO SE COMPU­
TAN SÓLO LOS DÍAS DE TRABAJO 
EFECTIVO, SINO QUE SE INCLUYEN DO­
MINGOS Y FESTIVOS. 

(Sentencia de 9 de junio de 1978. 
Proc. 465/78. Mag. 2) 

En reclamación deducida por una obre­
ra eventual del sector de agrios contra 
su empresa en solicitud de dote por ma­
trimonio, el Magistrado estima «como 
punto de partida... que la indemnización 
por cese, provocado por matrimonio, 
prevista en el Decreto de 20 de agosto 
de 1970, artículo 3, se lucra (sic) por 

obreras eventuales (agrios, por ejemplo), 
con la particularidad de que la antigüe­
dad no se mide desde el primer día tra­
bajado, sino por el tiempo de servicios 
efectivos, que se tomará incluso propor-
cionalmente, para calcular el monto de 
aquella indemnización, a razón de un 
mes por año sobre la base taritada si 
otro dato más favorable no existe (Tri­
bunal Central de Trabajo, sentencia de 
18 de marzo de 1977). Lo que —^prosigue 
el Magistrado— es derecho adquirido, a 
respetar para quien ingresó antes de 
21 de mayo de 1976, fecha en que apare­
ció en el «B. O. E.» la Ley de relaciones 
laborales, que en su artículo 21.3 limita 
el derecho en cuestión». 

Más adelante, justifica el cómputo de 
los domingos y festivos en el cálculo de 
la antigüedad de la trabajadora «en que 
el Decreto de 1970, en su artículo 3, ha­
bla de años de seroicio». Y —prosigue— 
«hasta el momento, que el juzgador se­
pa, cuando se computan años de servicio 
a un trabajador, a nadie se le ha ocurri­
do descontar los domingos y festivos, 
aunque obviamente en ellos no se traba­
je, sea para calcular im premio de an­
tigüedad o vinculación, sea en indemni­
zaciones por despido, sea incluso para la 
dote del personal femenino ñjo; por lo 
que no hay motivo alguno para hacerlo 
con quienes son eventuales y cuya única 
particularidad radica en que perciben el 
salario diario incrementado con lo ati­
nente a esos días». 

JESÚS M. GALIANA MORENO 
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JURISPRUDENCIA SOBRE DERECHO DE LA CIRCULACIÓN 

(Audiencia Territorial de Albacete) 

1. OBLIGACIÓN DEL RESPONSABLE DE 
REPARAR LOS DAÑOS CAUSADOS Y NO 
EL VALOR DEL OBJETO DAÑADO, NI DE 
SUSTITUIRLO. 

(Sentencia núm. 14, de 3 de febre­
ro de 1978) 

CONSIDERANDO que en cuanto a la 
cuantía de los daños esta Sala ha decla­
rado en numerosas ocasiones que el res­
ponsable de unos daños tiene que repa­
rar éstos o abonar su importe, sin que 
pueda obligar al damnificado a que se 
le sustituya el bien siniestrado por otro 
de análogas características o se reduzca 
en todo los casos el resarcimiento al 
presunto valor que el objeto dañado te­
nía antes del accidente, por lo que en el 
presente caso la cuantía que debe pagar­
se es precisamente la del costo de la re­
paración, no obstante este importe sí 
puede ser objeto de controversia, y en 
el caso que contemplamos se observa 
que si bien el presupuesto del actor no 
reúne por muchas causas la credibilidad 
que debiera, existe en autos —folio 33— 
otra pericia aportada precisamente por 
los demandados en la que se hace cons­
tar por un tasador oficial que la repa­
ración de los desperfectos ocasionados 
asciende a un total de 57.337 pesetas, que 
en definitiva debe de ser la que preva­
lezca al estar en esta cifra concorde las 
partes y no haber probado el actor de 
otra forma la exactitud del exceso. 

2. RESPONSABILIDAD DEL ASEGURADOR 
CONTRAÍDA A LO PACTADO EN PÓLIZA. 

(Sentencia núm. 113, de 11 de mayo 
de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que la obligación del 
asegurador de indemnizar los daños y 
perjuicios que debe reparar al asegura­
do, asumida como consecuencia del con­
trato de seguro voluntario, no puede ex­
tenderse más allá de lo establecido en 
éste y, por lo tanto, habrá que acudir a 
los términos del mismo para saber si un 
siniestro producido está amparado por 
él, por lo que al ser evidente que en el 
presente caso la póliza concertada con 
la compañía demandada no abarca la re­
paración de las lesiones y daños causa­
dos mediante el vehículo del asegurado 
a las personas que tengan relación de 
parentesco por afinidad hasta el tercer 
grado civil, o matrimonio, con el socio 
o mutualista contratante del seguro, se 
ha de concluir que no procede condenar 
a la compañía de seguros de que se tra­
te, sin que obste a ello la evolución que 
se vislumbra en el derecho de seguro, 
pues hay que estar a lo realmente pac­
tado, ni la interpretación del Tribunal 
Supremo en la cuestión de la contradic­
ción existente entre dos normas aplica­
bles en materia de seguro obligatorio de 
vehículos de motor, que no lleva ningu­
na de ellas a la categoría de derecho pú­
blico, sino que se limita a dar preferencia 
a la de rango legislativo superior, ni la 
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moral, el orden público o la buena fe, 
puesto que es lícito que las partes con­
tratantes regulen la responsabilidad de 
cada una de ellas como estimen conve­
niente, mientras no conculquen lo legis­
lado, ni, por último, la ilimitación con­
tractual de la responsabilidad civil ase­
gurada, porque ello hace referencia al 
techo de las indemnizaciones, no a los 
supuestos de responsabilidad, por todo 
lo cual, y por los propios y acertados 
fundamentos de la sentencia de instan­
cia, que se dan por reproducidos o in­
corporados a esa resolución, se debe des­
estimar el recurso de apelación inter­
puesto y confirmar la sentencia indicada. 

3. ASUNCIÓN DE RESPONSABILIDAD CI­
VIL POR LA COMPAÑÍA DE SEGUROS. 
NECESIDAD DE QUE EL CONDUCTOR 

POSEA CARNET DE CONDUCIR. VALOR 
DE LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL 
TUTELAR DE MENORES EN PLEITO 
CIVIL. 

(Sentencia núm. 231, de 10 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que aunque con fre­
cuencia sé demande conjuntamente al 
autor de un hecho y a la compañía ase­
guradora de la responsabilidad civil de 
aquél derivada del daño que cause a un 
tercero, no se puede olvidar que el fun­
damento de la condena que se pretende 
contra uno y otra es distinto en cada 
caso, pues mientras el primero ha de in­
demnizar al perjudicado si le ha causado 
un mal interviniendo culpa o negligen­
cia, es decir, en razón de culpa extracon-
tractual, la segunda ha de indemnizar al 
perjudicado solamente en el caso de que, 
presupuesta la responsabilidad del ase­
gurado, el contrato de seguro le obligue 
a reparar el daño que, de no existir el 
contrato, correría a cargo del verdadero 
responsable del hecho, es decir, que para 

que la compañía aseguradora indemnice 
el daño sufrido por el perjudicado tiene 
que haber contrato de seguro y tiene que 
estar asumido en él por la compañía el 
riesgo o siniestro de que se trate, y es 
vista de todo ello hay que llegar a la 
conclusión de que la compañía asegura­
dora demandada debe ser absuelta de la 
pretensión deducida en su contra, por­
que según se desprende de la póliza co­
rrespondiente y de la demás prueba prac­
ticada en autos, para que la compañía 
demandada tomara a su cargo la respon­
sabilidad civil que pudiera derivarse con­
tra el asegurado como consecuencia de 
los daños causados a terceros mediante 
el vehículo reseñado en aquélla, era re­
quisito necesario que el conductor de di­
cho vehículo poseyera el certificado de 
idoneidad expedido por autoridad com­
petente, mientras que en el caso exami­
nado el hijo menor de edad del asegura­
do produjo el daño al demandante cuan­
do conducía la motocicleta asegurada sin 
estar provisto del oportuno permiso de 
conducción. 

CONSIDERANDO que al estudiar el 
punto crucial de la determinación del 
autor culpable del hecho que produjo las 
lesiones del demandante, hay que tener 
presente que, segiin se ha acreditado, el 
Tribunal Tutelar de Menores competen­
te dictó acuerdo firme condenatorio para 
el menor conductor de la motocicleta, 
en el que consta relación de hechos pro­
bados que expresa que el aludido menor, 
con su maniobra negligente, fue el cau­
sante de las lesiones sufridas por el ac­
tor y que, a consecuencia de las mismas, 
a éste se le amputó la pierna izquierda 
a nivel de la rodilla todo lo cual tiene 
que ser aceptado por la Sala, porque se­
gún reiterada jurisprudencias las senten­
cias penales condenatorias constituyen, 
en cuanto a los hechos que declaran pro­
bados, cosa juzgada para la jurisdicción 
civil (sentencias de 6 de diciembre de 
1962, 21 de febrero de 1964 y 2 de octu­
bre de 1969), y ese carácter de sentencia 
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penal condenatoria corresponde también 
a los acuerdos de tal índole de los Tri­
bunales Tutelares de Menores, que tie­
nen que ser acatados por la jurisdicción 
civil con todas las consecuencias natura­
les que de ellos se derivan (sentencia de 
29 de diciembre de 1962). 

4. TÍTULO EJECUTIVO DERIVADO DE LA 
LEY SOBRE USO Y CIRCULACIÓN DE 
VEHÍCULOS DE MOTOR. VALIDEZ 
AUNQUE NO CONSTEN TODOS LOS VE­
HÍCULOS. 

(Sentencia núm. 230, de 10 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que el artículo 10 
de la Ley sobre Uso y Circulación de 
vehículos de motor, texto refundido de 
21 de marzo de 1968, establece las cir­
cunstancias que ha de contener el auto 
que dicte el Juez o Tribunal que hubiere 
conocido de la causa, incoada por hecho 
cubierto por el seguro obligatorio de res­
ponsabilidad civil correspondiente, para 
determinar la cantidad líquida máxima 
que puede rechazarse como indemniza­
ción de los daños y perjuicios sufridos 
por cada perjudicado amparados por di­
cho seguro, siempre que se den los su­
puestos previstos en el citado precepto, 
y entre aquéllas no figura la mención de 
las compañías aseguradoras de los vehí­
culos intervinientes en la parte dispositi­
va de la resolución (y hasta es aconseja­
ble que no sean designadas en ese lu­
gar), y si bien es cierto que el auto 
referido ha de contener la descripción 
del hecho y la indicación de las personas 
y vehículos que intervinieron y de los 
aseguradores de cada uno de éstos (que 
habitualmente se incluye en el primer 
resultando del auto), sin embargo, como 
ya ha dicho esta Sala en varias ocasio­
nes, la omisión en el auto aludido de al­
guno de los vehículos involucrados en 

el hecho no provoca la nulidad del título 
cuando el vehículo amparado por aquél 
no haya intervenido causalmente en el 
hecho, siempre que esta no intervención 
causal resulte patente y fuera de duda, 
excepción en la que está comprendido 
el vehículo cuya compañía aseguradora 
no ha sido indicada en el auto, porque 
de la prueba practicada parece con cla­
ridad que la actuación del conductor del 
vehículo en que viajaba la lesionada no 
puede estimarse, ni por acción ni por 
omisión, ni principal ni secundariamen­
te, causa del hecho productor de las le­
siones cuya indemnización se pretende. 

5. DEPÓSITO DE CANTIDAD PARA RECU­
RRIR LAS COMPAÑÍAS DE SEGUROS. 
No ES PRECEPTIVO. 

(Sentencia núm. 218, de 28 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que resulta obligado 
analizar en primer término, por su na­
turaleza y contenido, la cuestión de si 
la presente apelación está bien admitida 
y tramitada, o si por el contrario debió 
exigirse con carácter previo al depósito 
de la cantidad a que asciende la conde­
na dictada en primera instancia, y en 
este punto es forzoso rechazar la alega­
ción del recurrido, pues ya esta Sala, en 
la sentencia de 14 de octubre de 1974, y 
más tarde en la de 2 de julio de 1975, de­
claró de forma precisa que tal obligación 
no es imperativa al no estar recogido el 
contenido del último párrafo del artícu­
lo 43 de la I-ey de 24 de diciembre de 
1962 en el texto refimdido de la misma 
de fecha 21 de marzo de 1968, y que aun­
que, efectivamente, esta última norma 
parece de rango inferior a la primera 
por estar promulgada por Decreto, no es 
menos cierto que la Ley de 9 de abril 
de 1967 autorizó y ordenó la publicación 
de dicho texto refundido y dispuso que 
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en él se comprendieran los preceptos 
que subsisten vigentes de la Ley de 1962 
en el que se incluirán las modificaciones 
que resulten procedentes en vista de lo 
dispuesto en la disposición adicional se­
gunda de la misma. 

6. ACCIÓN OBJETIVA DE LA LEY DE 
CIRCULACIÓN. EXCEPCIÓN DE PLUS 
PETICIÓN POR CULPA CONCURRENTE 
DE LA VÍCTIMA. 

(Sentencia núm. 182, de 19 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que el artículo 1.° 
de la Ley sobre Uso y Circulación de 
vehículos de motor, texto refundido de 
21 de marzo de 1968, al prever la posible 
intervención del perjudicado en la pro­
ducción del daño sufrido por él, sola­
mente tiene en cuenta, para exonerar de 
responsabilidad al conductor del vehícu­
lo de motor causante material del daño, 
aquella actuación tan absoluta y exclu­
yante que permita concluir, sin duda al­
guna, qué la acción u omisión culposa 
del perjudicado ha sido la única causa 
del hecho, sin concurrencia de ninguna 
cooperación, por paso importante que 
sea, del conductor del vehículo, pues si 
se acredita éste, ello determina la plena 
obligación de reparación del conductor, 
sin discriminación alguna aunque exista 
una contribución parcial del perjudicado 
a la producción del hecho, de lo cual se 

sigue que en el marco de aplicación de 
la Ley citada no puede operar ninguna 
moderación de la responsabilidad civil, 
con repercusión en el importe de la In­
demnización, que tenga su origen en la 
concurrencia causal del perjudicado, pues 
éste es irrelevante cuando tiene ese ca­
rácter, es decir, cuando es concausa, y 
solamente provoca la exoneración de la 
responsabilidad del conductor del vehícu­
lo, pero no su reducción, cuando es la 
única y total causa del hecho. 

CONSIDERANDO que dicho lo ante­
rior, claramente se comprende que la 
excepción de pluspetición alegada y aco­
gida por el Juzgado no puede prosperar, 
porque si bien la excepción indicada pue­
de tener beligerancia en juicios ejecuti­
vos en que se intente hacer valer los de­
rechos previstos en la Ley mencionada 
más arriba, pero siempre que se funde 
en presupuestos de hecho y de derecho 
adecuados, sin embargo debe ser recha­
zada cuando se quiere justificar, como 
se ha hecho ahora, en la concurrencia de 
culpas o concursos, cuya virtualidad y 
eficacia está excluida por los términos 
legales examinados, como ya ha puesto 
de relieve esta Sala en numerosas sen­
tencias, entre ellas las de 5 de diciembre 
de 1967, 25 de febrero de 1970, 27 de oc­
tubre de 1973 y 14 de febrero de 1974, 
por todo lo cual debe estimarse el re­
curso de apelación interpuesto, revocar­
se la sentencia impugnada y dictar otra 
que mande seguir la ejecución adelante 
por la cantidad total reclamada, con sus 
consecuencias legales. 
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(Audiencia Provincial de Murcia) 

1. INDEMNIZACIÓN POR POSIBILIDAD 
FUTURA DE INCAPACIDAD. 

(Sentencia de 20 de enero de 1976) 

RESULTANDO probado, y así se de­
clara, que sobre las 11,45 horas del día 2 
de febrero de 1974, el acusado J. S. M., 
de cuarenta y dos años de edad, de pro­
fesión conductor, buena conducta y sin 
antecedentes, que circulaba por la carre­
tera nacional 340 (Cádiz-Barcelona), in­
tegrado en caravana con otros vehículos 
que le precedían, siguiedo la dirección 
Lorca-Murcia, y conduciendo con permi­
so de la clase C, expedido en 29 de sep­
tiembre de 1967, el camión «Barreiros» 
de su propiedad, MU-116.598, asegurado 
obligatoriamente en la entidad «La Unión 
y el Fénix Español, S. A.», con carga de 
9.000 kilos de polvo de mármol, al llegar 
al kilómetro 300,4040, término municipal 
de Alhama de Murcia, donde la calzada, 
en la que se realizaban obras de repara­
ción, forma un tramo recto y a nivel, de 
buena visibilidad, con anchura de 7,25 
metros y arcenes de un metro, seguidos 
de cuentas, hileras de pinos y tierras de 
labor, con señalización de línea longitu­
dinal discontinua en el centro, cuando 
tal circulación la verificaba a velocidad 
aproximada a los 50 kilómetros/hora, sin 
la debida atención a las incidencias del 
tránsito viario, y sin guardar la regla­
mentaria distancia respecto de un camión 
no identificado que inmediatamente le 
precedía, al detenerse la caravana a indi­
cación de un obrero que daba paso a los 
vehículos que seguían la dirección con­
traria, por encontrarse la banda que 

ocupaba interceptada por un camión de 
Obras Públicas y los obreros que lleva­
ban a cabo la reparación, y para no co-
lisionar con aquél, se desvió hacia su 
izquierda, ocupando totalmente la banda 
opuesta, colislonando frontalmente, sin 
llegar ni siquiera a frenar, contra la fur­
goneta «Alfa Romeo», MÜ-57.568, propie­
dad de J. A. B. G. que conducía, legal-
mente habilitado para ello, y en forma 
reglamentaria, su hermano G., de cin­
cuenta y cuatro años, casado y de pro­
fesión industrial, al que acompañaba co­
mo usuario L. R. P., de setenta años, 
casado, jubilado, no obstante frenar éste 
intensamente y desviarse a su derecha, 
saliendo en parte del arcén, sufriendo a 
consecuencia de ello daños ambos ve­
hículos que ascendieron a 20.550 pesetas 
los del camión y 48.866 pesetas los de la 
furgoneta, cuyo propietario justificó gas­
tos de grúa por 1.400 pesetas, y lesiones 
al conductor, que ha justificado otros 
por valor de 36.543 pesetas, y el usuario 
referido, de las que fueron dados de alta 
a los trescientos setenta y cinco y se­
tenta y cinco días, respectivamente, con 
necesidad de asistencia facultativa e im­
pedimento para sus ocupaciones habitua­
les, y quedando al primero como secuela 
hipertrofia del cuadrícep de la pierna iz­
quierda, con una extensión de 180 gra­
dos y flexión de 90 grados y un varo 
de unos 10 grados, que constituyen una 
incapacidad permanente y parcial de un 
10 por 100. 

CONSIDERANDO que no puede admi­
tirse el supuesto error en la apreciación 
de la prueba practicada, que alega el re­
currente como primer motivo de impug-
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nación de la sentencia, en base a no ha­
ber recogido el juzgador «a quo» la esti­
mación de un médico no forense de que 
«existe una gran posibilidad de que en 
unos años le aparezca (al lesionado G. B. 
se refiere) una artrosis de dicha rodilla», 
ya que, en primer lugar, la prueba es de 
la libre apreciación del órgano jurisdic­
cional, y ¡aunque este trance revisorio de 
alzada el Tribunal puede apreciarle de 
manera distinta, no puede hacerlo en es­
te caso, y ello porque, en segundo tér­
mino, la mera posibilidad apuntada no 
es una seguridad absoluta, y en ningún 
caso cabría fijar una indemnización de 
futuro, en perjuicio de la persona o en­
tidad que tuviera que pechar con la con­
dena a una indemnización, por supuesto, 
quizá probable, pero no acaecido toda­
vía, pese a lo cual, estimándose también 
por este ^Tribunal ya rebasados, dado el 
índice de vida, las normas contenidas en 
la normativa legal del Seguro Obligato­
rio, estirna igualmente que la indemniza­
ción fijada en la sentencia recurrida por 
la incapacidad permanente y parcial que 
al lesionado le queda como secuela está 
también én manifiesta proporción de in­
ferioridad con relación a aquel costo, por 
lo que la misma debe ser elevada a la 
suma de 150.000 pesetas. 

CONSIDERANDO que el segundo mo­
tivo de impugnación no puede ser tenido 
en cuenta por este Tribunal, ya que de 
los documentos aportados por la acusa­
ción privada en el acto de la vista del 
juicio oral no se deduce que la cantidad 
abonada por él por gastos médico-asis-
tenciales excede de la fijada en la setén­
ela, al tener que excluirse de la suma re 
clamada en tal concepto la cantidad 
comprendida en la factura de cargos por 
prestaciones en residencias, obrante al 

folio 142 de las diligencias, que sólo su­
pone im aviso de cobro, pero no es recibo 
ni factura que acredite el pago que se 
dice efectuado, por lo que en este punto 
debe conformarse la apreciación del juz­
gador de instancia, sin perjuicio de que, 
como en el fallo de la sentencia se pro­
nuncia, puede acreditarse posteriormente 
en trance ejecutivo. 

CONSIDERANDO, por último, que, si 
bien la redacción literal del artículo 802 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
tras su reforma por la Ley de 8 de abril 
de 1967, puede hacer suponer a primera 
vista, como la acusación particular man­
tiene, que el mismo implica que en todos 
los casos de condena en costas en ésta 
han de entenderse comprendidas las de 
las partes acusadoras, ello no es cierto, 
y así lo viene sosteniendo este Tribunal, 
ya que el citado precepto sólo exige pro­
nunciamiento sobre dicho pago, pero no 
condena expresa sobre el mismo; no obs­
tante lo cual, al concederse en esta sen­
tencia de alzada indemnización mayor a 
la solicitada por el Ministerio Fiscal, que 
no hubiese sido procedente de no haber 
intervenido otra parte acusadora que pos­
tulase una indemnización en cuantía su­
perior, ello significa —aunque ya el pre­
cepto no lo exige— la eficacia de dicha 
intervención, por lo que procede enten­
der comprendidas en las costas causadas 
en la primera instancia las correspon­
dientes a la repetida parte acusadora. 

CONSIDERANDO que no procede la 
absolución por aplicación de indulto, pre­
tendida «in voce» por las partes apeladas 
en el acto de la vista del recurso, por no 
ser ello posible en este momento proce­
sal, conforme al Decreto de 25 de no­
viembre de 1975. 
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2. INDEMNIZACIÓN POR CULPA. CUAN­

TÍA EN CASO DE VEHÍCULO VIEJO. 

(Sentencia núm. 27, de 18 de mayo 
de 1977) 

CONSIDERANDO que respecto al se­
gundo extremo, si bien ha de reconocer­
se que el valor del perjuicio causado no 
puede medirse sino por la apreciación 
material de los daños producidos, y en 
tal supuesto habremos de estar a éstos 
y no a lo que representase el precio de 
venta al público del automóvil que los 
sufrió, en el supuesto de que no se los 
hubiesen ocasionado, no es menos cier­
to que lo que se pide por el demandan­
te, y lo que la sentencia reconoce a este 
respecto, se basa en la estimación por 
cuantía de 49.000 pesetas que realiza el 
chapista señor P. de T. al folio 7, y en 

la que se ratifica al declarar como testi­
go del actor al folio 48 vuelto, mientras 
que el perito nombrado judicialmente y 
de acuerdo entre los litigantes, señor 
M. L., al folio 41, los tasa en 44.460 pese­
tas, siendo la natural explicación de esta 
discrepancia que, conforme este último 
perito aprecia y aquel chapista no tiene 
más remedio que reconocer al responder 
a la pregunta c) de la novena pregimta, 
la reparación se hace más costosa de lo 
normal por estar picado el armazón, de­
bido al óxido y corrosión por efectos del 
tiempo y del uso, por lo que este Tribu­
nal Provincial, conforme al artículo 632 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en re­
lación con los artículos 1.242 y 1.243 del 
Código sustantivo, estima que la in­
demnización correcta será la indicada de 
44.460 pesetas. Sin abono de intereses le­
gales, pues ante una reclamación excesi­
va, no cabe apreciar morosidad en el 
deudor que no se aviene al pago. 

(Juzgados de Primera Instancia) 

1. ACCIÓN DE REPETICIÓN DE COMPA­
ÑÍA DE SEGUROS CONTRA ASEGURADO. 
CAUSAS DERIVADAS DEL CONTRATO. 

(Sentencia de 27 de enero de 1978) 

C O N S I D E R A N D O que la acción que se 
ejercita en este procedimiento lo es en 
base al derecho de repetición que compe­
te a la Compañía aseguradora de im ve­
hículo amparado por certificado vigente 
del Seguro Obligatorio, que ha satisfe­
cho la indemnización por los daños cau­
sados a la víctimas de un accidente, con­
forme así se lo reconoce el artículo 6.° 
del Texto Refundido de la Ley de uso y 

circulación de vehículos de motor; mas 
este precepto permite dirigir la acción 
contra el tercero causante de los daños 
y perjuicios y contra el asegurado por 
causas derivadas del contrato del segu­
ro; mas esta posibilidad de dirigir la 
acción contra uno u otro, o contra am­
bos, no es caprichosa, sino por afectar 
a la legitimación pasiva, ha de estar per­
fectamente fundamentada; y como quie­
ra que en el caso presente la acción sólo 
se dirige contra el asegurado, habrá que 
examinar si está bien dirigida la acción 
o, por el contrario, debió hacerse contra 
el tercero causante de los daños, que no 
es otro que el conductor del vehículo 
asegurado, pero distinto del tomador, y 
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al que se refiere el artículo 30, 1.°, del 
Reglamento del Seguro Obligatorio. 
CONSIDERANDO que de las pruebas 
practicadas aparecen como hechos indis­
cutibles, a) que el accidente sobrevino 
el día 25 de mayo de 1969; b) que el res­
ponsable criminal del mismo en concepto 
de autor fue J. G. P.; c) que el vehícu­
lo que conducía era la motocicleta 
MU-34.875, propiedad de su hermano 
A. G. P.; d) que este vehículo estaba ase­
gurado en la Compañía «.Unión Popular 
de Seguros, S. A.», con certificado de Se­
guro Obligatorio número S.720.682 y pe­
ríodo de validez desde el día 25-6-68 has­
ta el 25-6-69; e) que el culpable tomó la 
motocicleta sin conocimiento no consen­
timiento de su propietario, que se halla­
ba a la sazón en Alemania; f) que dicho 
culpable carecía de permiso de conduc­
ción, y g) que la Compañía de seguros 
hizo efectivas las indemnizaciones, por 
vía de subrogación legal, a que fue con­
denado el culpable J. G. P. 

CONSIDERANDO que conforme esta­
blece el artículo 6 b) del Texto Refundi­
do, la acción de repetición que tiene el 
asegurador frente al asegurado lo es sólo 
por causas derivadas del contrato; por 
consiguiente, como se alega por la acto-
ra, la falta de comunicación del siniestro 
por parte del asegurado, como causa de 
incumplimiento de su obligación contrac­
tual, para que ello genere derecho de 
repetición será preciso que tal obligación 
haya sido pactada entre las partes; y es 
indudable que este hecho es de singular 
importancia, pues de no acreditarse, ca­
recerá de acción el asegurador, pues no 
puede incumplirse por ima parte aque­
llo que no se prueba venía obligado a 
cumplir. 

CONSIDERANDO que también se ale­
ga como caiisa imputable al asegurado 
la inexistencia o caducidad del certifica­
do de seguro, habiendo sido absueltas 
posiciones en este sentido con carácter 
afirmativo por el demandado; mas ello 

no puede tener im valor absoluto, ya que 
la confesión judicial ha de ser valorada 
conjuntamente con los demás medios de 
prueba; y de la documental, consisten­
tes en las diligencias penales aportadas 
a este procedimiento, aparece, al folio 1, 
que el accidente ocurrió el día 25 de ma­
yo; al folio 3 y 3 vt., que el período de 
validez del certificado es hasta el día 
25 de junio de 1969; extremo éste que 
también aparece acreditado al folio 10, 
al coincidir el testimonio judicial, rese­
ñando el certificado, con el atestado de 
la Guardia Civil de Tráfico; que la vi­
gencia del Seguro Obligatorio al tiempo 
del accidente, aparece del auto de ase­
guramiento de 9 de octubre de 1970, y de 
la sentencia dictada en dichas diligencias 
el 21 de enero de 1972. 

CONSIDERANDO que el hecho de con­
ducir el tercero sin permiso de conducir 
ni autorización del propietario y asegu­
rado, no es causa que derive del contra­
to, toda vez que ha quedado igualmente 
probado que el hecho de tomar la mo­
tocicleta lo fue sin conocimiento ni con­
sentimiento del propietario, por hallarse 
éste ausente en el extranjero; y el hecho 
de que ninguna responsabilidad criminal 
alcanzara al culpable por este hecho, lo 
es base a la aplicación de la excusa ab­
solutoria del artículo 564 del Código Pe­
nal, en base a ser ambos, conductor y 
propietario, hermanos y vivir en el mis­
mo domicilio. 

CONSIDERANDO que por lo expuesto 
es evidente que ninguna acción le com­
pete a la adora frente al demandado, ya 
que no se dan los supuestos contempla­
dos en el artículo 6 b) del Texto Refun­
dido; y a lo sumo, y sin que ello suponga 
prejuzgar, podrá dirigir la acción contra 
el tercero causante de los daños y per­
juicios; por lo que procede no dar lu­
gar a estimar la demanda, absolviendo 
al demandado de todas las pretensiones 
contra él deducidas. 

ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 
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JURISPRUDENCIA PROCESAL 

(Audiencia Territorial de Albacete) 

1. ADICIÓN DE PRETENSIONES EN EL 
ESCRITO DE RÉPLICA. 

(Sentencia núm. 13, de 2 de febrero 
de 1978) 

CONSIDERANDO que lo relatado an­
teriormente pone de relieve que en la 
réplica se modificó o adicionó la preten­
sión deducida en la demanda, modifica­
ción que debe entenderse que está ampa­
rada por lo establecido en el párrafo 2° 
del artículo 548 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil, pues como dice la senten­
cia de 6 de noviembre de 1965, «el escri­
to de réplica, conocido en la legislación 
histórica española a través de la Ley 3.', 
Titulo VII, del Libro XI, de la Novísima 
Recopilación, no tiene por finalidad ex­
clusiva en nuestro vigente ordenamiento 
positivo, fijar concreta y definitivamente 
los puntos del hecho y de «jure» someti­
dos a la decisión jurisdiccional, sino 
también, como expresa el párrafo 2.° del 
artículo 548 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, adicionar o ampliar las pretensio­
nes formuladas en la demanda, es decir, 
añadir o agregar algún pedimento dis­
tinto de los originariamente aducidos en 
el proceso, puesto que la palabra preten­
sión, utilizada en el precepto, y con la 
que enlazan de forma directa e inme­
diata los verbos adicionar y ampliar, 
equivale, segiin el diccionario oficial de 
la Lengua, al ejercicio del derecho que 
se cree tener sobre una cosa, y por ello 
la jurisprudencia de esta Sala, en evita­
ción de que desaparezca la razón de ser 
de dicho escrito (sentencia de 17 de no­

viembre de 1961), autorizó al demandante 
para que introdujera en él determinadas 
peticiones aclaratorias o complementa­
rlas de las inicialmente esgrimidas, siem­
pre que fuesen compatibles y concordan­
tes con éstas y no alterasen su esencia 
o sustancia (sentencias de 8 de febrero 
de 1955, 30 de abril de 1960, 30 de marzo 
de 1962 y 22 de junio de 1963), pero sin 
embargo la modificación de que se trata 
es inoperante en el caso examinado, pues 
no tuvo su reflejo en las peticiones de 
los demandantes, ya que en la súplica 
del escrito de réplica se limitaron a in­
teresar que se dictase sentencia «de con­
formidad con lo solicitado en el suplico 
de nuestro escrito de demanda», en el 
que para nada se aludía a esa nueva pe­
tición, por lo que tenerla en cuenta para 
estimarla o desestimarla sería incurrir 
en incongruencia, de acuerdo con el cri­
terio apuntado en la sentencia de 30 de 
septiembre de 1965. 

2. FIESTAS DE CARÁCTER LOCAL INHÁ­
BILES PARA EL TRABAJO PERO HÁBI­
LES A EFECTOS JUDICIALES. 

(Sentencia núm. 284, de 22 de di­
ciembre de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que alegada por el 
apelante en el acto de la vista del re­
curso la nulidad de la sentencia impug­
nada, porque fue dictada el día 3 de ma­
yo de 1977, que es inhábil a efectos la­
borales en Cieza, según dispone el ar­
tículo 2° del Recreto de 18 de febrero 
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de 1977 y la Orden de 23 de marzo de 
1977, hay que examinar a la luz del ar­
tículo 257 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, del artículo 889 de la Ley Orgánica 
del Poder judicial y de la disposiciones 
posteriores, si las fiestas de carácter lo­
cal inhábiles para el trabajo lo son tam­
bién a efectos judiciales, y tras el estu­
dio de las mismas y de los Decretos de 
23 de diciembre de 1957 y de 11 de junio 
de 1976, cabe llegar a la conclusión de 
que no son inhábiles a los citados efec­
tos, a no ser que la fiesta laboral de que 
se trata sea a la vez una festividad re­
ligiosa local, que, por disposición de la 
autoridad eclesiástica, sea de precepto, 
y como no consta que el día 3 de mayo 
de 1977 tenga carácter de día de precep­
to en Cieza, debe rechazarse la petición 
de nulidad de la sentencia apelada fun­
dada en las razones expuestas. 

3. DETERMINACIÓN DEL TIPO DE PRO­
CEDIMIENTO. MENOR CUANTÍA. R E ­
CURSO DE NULIDAD. 

(Sentencia núm. 241, de 19 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que al prescribir el 
artículo 495 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, que contra el auto en que se de­
clare que corresponde el juicio declara­
tivo de menor cuantía, «sólo se dará el 
recurso de nulidad», y al establecer en 
su párrafo 3.° las condiciones que son 
precisas para la interposición de dicho 
recurso, se evidencia, tras un atento exa­
men de las actuaciones que al respecto 
fueron en los autos practicadas, que la 
alegación hecha por las recurrentes en 
el acto de la vista del presente recurso, 
la referente a que por la cuantía de la 
cosa litigiosa debió seguirse el juicio or­
dinario de mayor cuantía y no el trami­
tado de menor cuantía, resulta inacepta­
ble y de todo punto improcedente en 

este momento procesal, pues si bien es 
cierto que manifestaron dentro de plazo 
su propósito de utilizar a su tiempo di­
cho recurso de nulidad, no es menos 
cierto que no lo interpusieron cuando 
legalmente habían de hacerlo. 

4. INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIO­
NES. PROPOSICIÓN ANTES DE FINA­
LIZAR EL PLEITO PRINCIPAL. 

(Sentencia núm. 240, de 19 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que para resolver 
las cuestiones suscitadas en esta apela­
ción hay que partir del hecho de que el 
incidente de nulidad de actuaciones prac­
ticadas en el juicio de testamentaría de 
que dimana fue promovido cuando este 
último ya había terminado, hasta el pun­
to de que, aprobadas y protocolizadas 
las operaciones particionales, se había 
ordenado la rendición de cuentas del 
administrador de los bienes relictos y la 
entrega de la posesión de las fincas ad­
quiridas al heredero iniciador del juicio, 
por lo cual, y en atención a las normas 
y doctrina que sólo autoriza a la pro­
posición del incidente de que se trata 
mientras está pendiente el proceso prin­
cipal y no ha recaído en él sentencia 
firme (sentencia de 25 de noviembre de 
1969), a cuya resolución equivale en este 
caso la que aprobó las operaciones de 
partición de herencia verificadas, hay 
que concluir que el incidente promovido 
era inadmisible y que, por lo tanto, no 
puede acogerse lo pretendido con él. 

5. DEMANDA. OMISIÓN DE FUNDAMEN­
TOS DE DERECHO. PRINCIPIO lURA 
NOVIT CURIA. 

(Sentencia núm. 235, de 14 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que para resolver 
las cuestiones planteadas en esta apela-



152 JURISPRUDENCIA PROCESAL 

ción hay que determinar, en primer lu­
gar, el alcance jurídico que tiene, en el 
presente juicio, la falta de expresión de 
los fundamentos de derecho de la pre­
tensión en la demanda, para decidir si 
ello constituye o no defecto legal en el 
modo de proponerla, y en vista de la 
doctrina jurisprudencial que no atribuye 
ninguna consecuencia desfavorable para 
el actor en el caso de que los funda­
mentos jurídicos aducidos en la deman­
da no sean los apropiados a la cuestión 
litigiosa, porque «asisten siempre al juz­
gador, en nuestro ordenamiento proce­
sal, plenísimos poderes para aplicar a 
los hechos aportados por las partes la 
norma que estime adecuada» (sentencia 
de 10 de junio de 1941), y en atención a 
las características de la demanda estu­
diada, cuyo total contenido permite in­
ferir a la parte demandada cuál es la 
norma o principio jurídico en que se 
basa la petición del actor, con lo cual, 
se cumple, si no el tenor literal, sí la 
finalidad del artículo 524 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que no es otra, en 
este pimto, que facilitar la defensa del 
demandado, se ha de llegar a la conclu­
sión de que en el caso examinado no 
puede estimarse la excepción de que se 
trata, pues lo contrario sería además ha­
cer de peor condición al demandante 
que omite los fundamentos de derecho 
de su pretensión, que el demandante que 
expresa unos que son manifiestamente 
impertinentes y sin ninguna relación con 
los hechos controvertidos, lo cual no se­
ría equitativo. 

6. TERCERÍA DE DOMINIO. REQUISITOS. 

(Sentencia núm. 234, de 14 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que como señala la 
sentencia del Tribunal Supremo de 6 de 
julio de 1962, la tercería de dominio se 
contrae al supuesto de que en la ejecu­

ción se embarguen bienes que atribuyén­
dose al deudor y ejecutado, en realidad 
no le pertenezcan y sean propiedad del 
tercero, por lo que esa clase de tercerías 
implica el ejercicio de una acción reivin­
dicatoría, conforme repetida jurispruden­
cia, y por ello el tercerista, para que 
prospere su acción, tiene fundamental­
mente que probar el dominio de tales 
bienes, y que dicho señorío recae preci­
samente sobre los que fueron objeto del 
embargo, o sea, que están perfectamen­
te identificados, requisitos éstos coinci­
dentes con los de la acción reivindicato­
ría con la sola exclusión de la posesión 
del bien por parte del demandado, que 
siempre concurre al haber hecho éste 
traba legal sobre el mismo por medio 
del embargo. 

7. JUICIO EJECUTIVO. PAGO POR EL 
DEMANDADO ANTES DE SER REQUERI­
DO. 

(Sentencia núm. 227, de 7 de di­
ciembre de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que la cuestión que 
es objeto de debate puede resumirse en 
si el pago del principal y de los gastos 
de protesto de una letras de cambio, rea­
lizado por el librado aceptante antes de 
ser requerido de pago incoado ya el jui­
cio ejecutivo correspondiente, puede ser­
vir de base para alegar con éxito la ex­
cepción del pago del número 2 del ar­
tículo 1.464 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, o si por el contrario el no haber 
abonado también los intereses, aún a 
pesar de que el acreedor aceptó como 
bueno el abono, es motivo suficiente para 
entender que no está saldada la deuda, 
y que por tanto el juicio ejecutivo pue­
de proseguir por dicho concepto y por 
las correspondientes costas, hasta hacer 
trance y remate, suscitándose la presen­
te apelación al haber trance y remate, 
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suscitándose la presente apelación al ha­
ber estimado la sentencia de instancia 
la oposición realizada por la entidad de­
mandada y no estar conforme con tal 
decisión el actor por reputarla contraria 
a derecho y lesiva para sus intereses. 

CONSIDERANDO que la dirección le­
trada de la parte recurrente basa toda 
su sugestiva tesis en el contenido del ar­
tículo 1.445 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, que dispone que aunque el deudor 
pague en el momento del requerimiento, 
serán de su cargo las costas causadas, 
pero aunque ello es cierto, en el presen­
te caso se han de tener muy en cuenta, 
que el pago se ha realizado antes de ese 
requerimiento, que el acreedor ha acep­
tado como bueno ese pago (lo declara 
de firma explícita y expresa en su escri­
to de contestación a la oposición), y que 
el juicio no se ha terminado en ese mo­
mento o fase procesal como dispone el 
párrafo final de dicho precepto, sino que 
ha continuado con todos sus trámites y 
consecuencias gravosas hasta esta segun­
da instancia. 

CONSIDERANDO que sentados como 
ciertos e indiscutibles los anteriores he­
chos, las consecuencias que de los mis­
mos se deducen son las siguientes: 1) Que 
en el momento de efectuarse el pago, y 
aunque la actuación del ejecutante fue 
correcta al reclamar lo debido, la rela­
ción jurídico procesal, que en el juicio 
ejecutivo se trataba al ser requerido el 
demandado de pago, no estaba aún cons­
tituida legalmente, por ello, en dicho ins­
tante, aunque efectivamente el librado 
debió de pagar en el momento del venci­
miento de las cambiales, es indudable, 
por lo que luego se expondrá, que ya 
había pago (el que no lo manifestara en 
el momento del requerimiento es irrele­
vante, ya que se realizó la diligencia con 
un simple encargado o empleado de la 
entidad demandada que nada sabía sobre 
el particular), por tanto, es obvio y de 
claridad meridiana que la excepción in­

vocada debe de prosperar, pues para que 
tenga ésta efecto, la deuda debe saldarse 
entre el momento del vencimiento de la 
obligación y la trabazón formal de la li­
tis. 2) El pago realizado es legítimo y 
efectivo, ya que aunque el artículo 1.173 
del Código Civil establece que si la deuda 
produce interés, no podrá estimarse he­
cho el pago por cuenta del capital mien­
tras no estén cubiertos los intereses, y 
el artículo 526 del Código de Comercio 
señala que las letras de cambio protes­
tadas por falta de pago devengan intere­
ses, en favor de los portadores, desde la 
fecha del protesto, lo cierto y evidente 
es que la entidad acreedora ha consenti­
do dicho pago, lo ha recibido de confor­
midad, y lo ha hecho suyo a pesar de 
que no se le abonaron los intereses; por 
tanto, es por completo libertorio y sólo 
en su caso procederá, que por el medio 
que estime idóneo reclame el resto de 
las cantidades que crea que aún se le 
adeudan. 3) Que en el procedimiento se 
han originado unos gastos y costas supe­
riores a las normales de haberse dado 
el supuesto previsto en el artículo 1.445, 
que no son achacables ni imputables a 
la entidad deudora y que; por tanto, no 
es equitativo ni adecuado que se inten­
ten cargar a su cuenta. 

CONSIDERANDO que finalmente, y 
dado el planteamiento anterior, no es 
trascendente ni tiene una importancia 
fundamental a los efectos discutidos, que 
las cambiales protestadas tuvieren o no 
la cláusula de sin gastos, que a pesar de 
ello la aceptante los haya abonado de 
forma expresa, o que no estuviera obli­
gado a dicho abono, que el importe de 
los intereses fuese mayor o menor que 
el de los gastos de protesto, y por últi­
mo, las recíprocas imputaciones, caren­
tes de toda prueba, sobre una actuación 
de mala fe de los litigantes, pues todas 
estas cuestiones para nada obstaculizan 
ni interfieren la realidad de los hechos 
probados puestos anteriormente de relie­
ve, ni empecen sus consecuencias jurídi-
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cas que son claras y terminantes en el 
sentido de que realizado el abono de la 
cantidad principal adeudada con anterio­
ridad a la perfección de la relación pro­
cesal, y aceptando el mismo por la en­
tidad acreedora, procede la plena esti­
mación de la excepción formulada, y a 
su vez, y por imperio de lo dispuesto 
en los artículos 1.473, 2.°, y 1.474 de la 
Ley Rituaria, declarar no haber lugar a 
dictar la sentencia solicitada e imponer 
las costas de la primera instancia al eje­
cutante, sin que existan causas suficien­
tes para hacer igual declaración respecto 
a las de esta alzada. 

8. PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES DERIVA­
DAS DE CULPA o NEGLIGENCIA NO 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 1.902 
DEL CÓDIGO CIVIL. 

(Sentencia núm. 228, de 9 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que la resolución re­
currida contra de forma correcta y ajus­
tada al problema sustancial debatido en 
la presente litis, que de ser estimado ha­
cer innecesario entrar en el estudio de 
las restEintes cuestiones, el cual, puede 
resumirse, en determinar si el plazo 
prescriptivo para el ejercicio de acciones 
derivadas de culpa o negligencia que se­
ñala el párrafo 2.» del artículo 1.968 del 
Código Civil, se refiere exclusivamente a 
los casos previstos en el artículo 1.902, 
o si, por el contrario, riega para todos 
los supuestos recogidos en el Capítulo II 
del Título XVI del Libro IV, que tiene 
el genérico epígrafe «De las obligaciones 
que nacen de culpa o negligencia», en 
cuyo caso será el aplicable al caso que 
contemplamos que se basa precisamente 
en el artículo 1.906, por ser los daños 
reclamados producidos por la caza exis­
tente en el coto del demandado, respecto 
a los sembradíos y cultivos del causante 
de los actores. 

CONSIDERANDO que al observar que 
efectivamente el Código Civil en el pre­
cepto indicado sólo se remite o alude al 
artículo 1.902, es evidente que los demás 
casos que a continuación se enumeran 
quedan aparentemente huérfanos en una 
regulación específica en cuanto al plazo 
de prescripción de las acciones que de 
ellos se deriv£in, por lo que procede de­
terminar si concurren motivos relevan­
tes, por la diferencia de los supuestos 
contemplados, para determinar esta ex­
clusión, a lo que hay que contestar nega­
tivamente, que todos los artículos de 
dichos Capítiüos, del 1.903 al 1.910, sim­
plemente desarrollan de forma casuísti­
ca y pormenorizada el enunciado y prin­
cipio general que proclama el primer 
precepto, el artículo 1.902, y en todos 
ellos, el denominador común es la ausen­
cia de un contrato, la producción de unos 
daños por acción u omisión culposa, y 
la obligación por parte de su causante o 
responsable de realizar el correspondien­
te resarcimiento, por ello, en todos se 
debe aplicar el breve plazo que consigna 
el artículo 1.968, pues es evidente, por 
una parte, que el presunto responsable 
de los mismos, que no sabe si se va a 
ejercitar, o no, en su contra la acción 
correspondiente no puede estar por el 
dilatado plazo de quince años, que es el 
que se aplica en el artículo 1.964 a las 
acciones personales de carácter general 
que no tengan señalado un período espe­
cífico, supeditado, y en situación expec­
tante a que por el perjudicado se ejerci­
te la acción, y por otra, que dado que 
es fundamental para el éxito de la ac­
ción, hacer una valoración exacta de los 
perjuicios irrogados, es obvio que éstos 
sólo pueden aquilatarse de esta precisa 
forma en un lapso de tiempo muy breve 
a su comisión, que es cuando únicamen­
te hay garantías de acierto en su certe­
za valoración. 

CONSIDERANDO que también es con­
veniente hacer un examen del criterio 
jurisprudencial que sobre el tema se ha 
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producido está vigente, y en este punto 
está perfectamente ajustada a derecho la 
deducción que en la sentencia de instan­
cia se hace, ya que en variadas resolu­
ciones recaídas en casos contemplados 
en otros artículos del mismo Capítulo, 
nuestro más alto Tribunal ha aplicado 
de forma reiterada y constante para la 
prescripción de acciones el plazo de un 
año; en esta misma línea o tendencia 
está la reciente sentencia de 4 de julio 
de 1970 que expresa textualmente que el 
párrafo 2° de este artículo (el 1.968) se 
refiere sólo a la responsabilidad civil na­
cida del 1.093 y 1.902 del Código Civil, 
por lo que acudiendo al primer precepto 
de los citados se advierte que se refiere, 
también textualmente, a las disposicio­
nes del Capítulo II del Título XVI de 
este Libro, por lo que es claro que para 
todos los preceptos del mismo rige el 
indicado plazo prescriptivo. 

9. BENEFICIO DE POBREZA. NECESIDAD 
DE CONSIGNAR TODOS LOS MEDIOS DE 
SUBSISTENCIA. 

(Sentencia núm. 225, de 7 de di­
ciembre de 1977) 

CONSIDERANDO que el básico y pri­
mordial problema discutido en este re­
curso, el de cuál sea el alcance que ten­
ga la ocultación de bienes en que ha in­
currido el solicitante de la concesión del 
beneficio legal de pobreza, aconseja ex­
poner ante todo, siguiendo la doctrina 
jurisprudencial (sentencias de 7 de abril 
de 1948, 16 de marzo de 1957, 19 de fe­
brero de 1959, 3 de junio de 1961, 4 de 
octubre y 5 de diciembre de 1963, 9 de 
marzo de 1971 y 12 de mayo de 1972), 
que el actor ha de relacionar en la de­
manda todos los medios de subsistencia 
con que cuenta, porque la omisión de 
alguno de ellos es motivo suficiente para 
denegar la concesión del beneficio ex­

presado, a no ser que el demandante de­
muestre que tal omisión no ha sido ma­
liciosa ni influye en la realidad de su 
verdadera situación económico, a los 
efectos de podérsele o no considerar po­
bre en sentido legal y otorgarle o no el 
beneficio mencionado. 

10. DOCUMENTOS QUE SE HAN DE 
ACOMPAÑAR A LA DEMANDA. P R E ­
SENTACIÓN POSTERIOR. ADMISIBI­
LIDAD. 

(Sentencia núm. 216, de 24 de no­
viembre de 1977) 

C O N S I D E R A N D O que, alegado por la 
demandada que la actora carece de ac­
ción porque no acompañó a la demanda 
documento alguno que funde su derecho 
y justifique su legitimación activa, como 
debió hacerlo conforme a lo dispuesto 
en el artículo 504 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil y sin que, en su opinión, 
pueda subsanar la emisión por prohibir­
lo el artículo 506 de la misma Ley, es 
conveniente distinguir previamente entre 
el documento que sirva de fundamento 
al derecho de la actora, y el documento 
que acredite que la demandante es ti­
tular de la empresa marítima o armado­
ra del buque que hizo el transporte, pues 
mientras el primero está comprendido 
en el artículo 506, el segundo cabe in­
cluirlo en la regulación del artículo '503 
y fuera, por tanto, de la prohibición del 
citado artículo, conforme ha declarado 
la jurisprudencia, y así la sentencia de 
7 de febrero de 1970 dijo que lo precep­
tuado en el artículo 506, prohibitivo de 
que se admitan después de la demanda 
y de la contestación otros documentos 
que aquellos que se hallen en alguno de 
los casos que el mismo enumera, afecta 
tan sólo a los que deben acompañarse 
con dichos escritos, conforme previene 
el artículo 504 de la Ley Procesal Civil, 
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por concernir al fondo del pleito, no al­
canzando ni siendo por consiguiente apli­
cable a los documentos que tienen por 
objeto acreditar el carácter o represen­
tación con que los litigantes comparez­
can en el pleito, a los que se refiere el 
artículo 503, 2.°, de dicha Ley de trámi­
tes, y en razón de lo anterior se advier­
te, por una parte, que la demandante 
presentó con su demanda la póliza de 
fletamento, que es el documento en que 
funda su derecho a reclamar el resto de 
flete no pagado por la demandada, y por 
otro lado, que si bien la actora no acom­
pañó a su demanda el documento acre­
ditativo de ser la armadora del buque 
que efectuó el transporte, subsanó esta 
omisión y lo presentó, como podía ha­
cerlo, en el período probatorio del pro­
ceso. 

11. EXCEPCIÓN DE LITISPENDENCIA. 
S u s EFECTOS DESDE EL EMPLAZA­
MIENTO. 

(Sentencia núm. 207, de 17 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que la excepción di­
latoria quinta del artículo 533 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, la litis penden­
cia en otro Juzgado o Tribunal compe­
tente, opuesta en este caso con el carác­
ter de perentoria, que tiene por objeto 
evitar fallos contradictorios (sentencia 
de 17 de diciembre de 1963), y está fun­
dada en la necesidad de ahorrar esfuer­
zos procesales innecesarios y evitar po­
sibles fallos o decisiones opuestas, anta­
gonistas incluso, requiere para su esti­
mación, para que en el orden procesal 
puede producir efectos, que además de 
las circunstancias de carácter sustancial 
necesarias, como son la absoluta identi­
dad en el objeto, sujetos y causas, y las 
de orden procesal exigibles, las de que 
las resoluciones han de tener el carácter 

de definitivas, exista otro pleito con an­
terioridad a aquel donde se promueva, 
porque como en sus vocablos se dice, en 
su significación gramatical se expresa, es 
preciso y esencial «que penda otra litis» 
(sentencia de 22 de enero de 1958), ya que 
sin esta otra no existe, y previa al pro­
ceso en que se intenta hacer valer (sen­
tencias de 30 de abril y 29 de diciembre 
de 1960), falta una de las condiciones 
esenciales que son exigibles para su efi­
cacia y virtualidad. 

CONSIDERANDO que como la litis 
pendencia comienza a producir sus efec­
tos desde el emplazamiento en el proce­
so en que se alega y no desde el momen­
to de la contestación a la demanda (sen­
tencias de 11 de julio de 1890, 30 de ma­
yo de 1925, 19 de octubre de 1954, 30 de 
abril de 1960 y 3 de febrero de 1968), por­
que no es factible confundir la litis con-
testatio con la litis pendencia, pues en 
la primera se exige que se haya trabado 
el cuasicontrato que producen la deman­
da y la respuesta, y para que exista la 
segunda basta que interpuesta y admiti­
da la demanda se haya citado y empla­
zado con ella al demandado, lo que cier­
tamente es lógico y correcto ante la po­
sibilidad de utilizar como dilatoria, an­
tes de contestar la demanda, la excepción 
expresada, resulta obligado determinar 
en este caso si tales condicionamientos 
se han dado, y examinando los autos se 
observa que el declarativo de mayor 
cuantía alegado como razón de esta ex­
cepción, y obstativo de la prosecución 
del incidente en debate, se interpuso el 
6 de octubre de 1975, y que la notifica­
ción y emplazamiento de la demanda in­
cidental se hizo en 25 de septiembre de 
igual año, por lo que debe concluirse que 
no cabe estimar la alegada excepción. 
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12. SUMISIÓN EXPRESA. N O ES NECE­
SARIO RENUNCIAR AL FUERO PRO­
PIO. . 

(Sentencia núm. 200, de 8 de no­
viembre de 1977) 

CONSIDERANDO que es suficiente con 
tener en cuenta la constante y repetida 
doctrina jurisprudencial que respecto de 
la aplicación y entendimiento del artícu­
lo 57 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
se ha dictado (sentencias de 19 de sep­
tiembre dé 1916, 21 de junio de 1933, 23 de 
junio de 1947, 7 de enero de 1950, 17 de 
mayo de 1956, 21 de marzo de 1961, 4 de 
mayo de 1966, 6 de diciembre de 1968 y 
21 de marzo de 1972), para rechazar la 
alegación que el demandado incidental y 
ahora recurrente hace sobre la cláusula 
emisoria que en la estipulación séptima 
del contrato privado de 1 de agosto de 
1969 se establece, que de ineficaz, por 
incompleto, califios, al no haberse ex­
presado claramente, como a su entender 
era obligado, la renuncia al fuero propio. 

CONSIDERANDO que siendo así real 
y legalmente, porque no es preciso que 
la cláusula de sumisión, por renuncia al 
fuero propio, se acomode literalmente a 
los términos del precepto anteriormente 
indicado, ya que basta que se exprese 
con claridad que la competencia se atri­
buye a un determinado Juez, para que 
esté implícita la renuncia al fuero pro­
pio, pues no es obligado que se utilicen 
las mismas palabras que la Ley emplea 
para que la sumisión se entienda pacta­
da, y constando de modo inequívoco en 
la estipulación antes mencionada la de­
signación del Juez o Tribunal, es eviden­
te que tal silegación resulta improspera-
ble e inaceptable en consecuencia, y que 
no enerva el acierto de la sentencia re­
currida. 

13. IMPUGNACIÓN DE ACUERDOS DE SO­
CIEDAD ANÓNIMA. PLAZO DE CADU­
CIDAD DE LA IMPUGNACIÓN. 

(Sentencia núm. 190, de 29 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que frente a la pre­
tensión que por el actor se deduce en 
su demanda, esencialmente consistente 
en que se declare la «nulidad ineficacia 
e improcedencia de los acuerdos adopta­
dos por la Junta Central Ordinaria de 
accionistas de fecha 26 de junio de 1976, 
revocándolos y dejándolos sin ningiin 
valor ni efectos, así como los que poste­
riormente se tomasen o puedan tomarse 
y «traigan causa» de los anteriores, se 
alza la Entidad demandante que excep-
cionando en primer lugar «la caducidad 
de la acción ejercitada, por haberse pre­
sentado la demanda fuera de plazo legal, 
opone en cuanto al fondo controvertido 
que la Junta indicada se convocó legal­
mente, previa la oportuna citación y cum­
plimiento de los preceptos estatutarios 
y disposiciones legales, siendo real su 
celebración y válidos, por tanto, todos 
los acuerdos que fueren adoptados. 

CONSIDERANDO que a los efectos de 
la alegada excepción de caducidad, con­
viene ante todo exponer que el cómputo 
del plazo legalmente prevenido en el ar­
tículo 88 de la vigente Ley sobre Régimen 
Jurídico de las Sociedades Anónimas de 
27 de julio de 1951, se ha de contar, des­
de luego, en cualquiera de las dos op­
ciones que en el precepto se contemplan, 
desde el siguiente día al de la adopción 
del acuerdo o al de la inscripción de 
éste en el Registro, porque como certe­
ramente expresa una nutrida y constante 
doctrina jurisprudencial (sentencias de 
4 de octubre de 1962, 11 de octubre de 
1963, 22 de diciembre de 1966, 5 de oc­
tubre de 1967, 15 de junio de 1973 y 30 de 
enero de 1974), siguiendo la regla general 
aplicable a toda clase de prescripciones 



158 JURISPRUDENCIA PROCESAL 

O caducidades, salvo los casos en que la 
Ley de modo expreso disponga lo con­
trario, el cómputo deberá hacerse sin in­
cluir el día en que los acuerdos o la 
inscripción se hicieron. 

CONSIDERANDO que esta interpreta­
ción del texto legal del precepto expre­
sado, referente al modo de efectuar el 
cómputo de los días que en el mismo se 
establecen para el ejercicio de la acción 
de impugnación de los acuerdos a que 
se refiere el artículo 67 de la Ley de 1951 
antes citada, que conforme se dice en la 
sentencia de 30 de enero de 1974 «viene 
avalada en su bondad intrínseca con el 
empleo de los distintos medios, normal­
mente conocidos como clases de aquélla, 
que suelen utilizarse en la tarea de her­
menéutica legal», y corroborada por lo 
dispuesto en el artículo 1.130 del Código 
Civil, que sin duda alguna tiene, además 
de su justeza y exactitud, el propósito 
de lograr la uniformidad en el criterio ju­
risprudencial, evitando las posibles in­
exactitudes que las sentencias de 1 de 
julio y 9 de noviembre de 1961 y 29 de 
diciembre de 1972, posibilitaban, es, cier­
tamente, la única acogible. 

chas de los proveídos para su admisión 
o unión dictados, como único fehaciente 
para poder juzgar en tal caso sobre la 
oportunidad de la presentación de aque­
llos e incidencia en cuanto al tiempo y 
plazos. 

CONSIDERANDO que, está sentado, y 
teniendo en cuenta que la opción elegida 
por el actor para el ejercicio de su ac­
ción impugnatoria de los acuerdos socia­
les fue la segunda de las prevenidas en 
el artículo 68 de la Ley de 17 de julio 
de 1951, la de hacerlo dentro de los trein­
ta días siguientes a aquél en que la ins­
cripción en el Registro de esos acuerdos 
tuvo lugar, y que tal inscripción se rea­
lizó el 20 de enero del año en curso, que 
la demanda presentada tiene como fecha 
el 19 de febrero, que al dorso de su hoja 
final existe una diligencia de presenta­
ción fechada al siguiente día, el 20 del 
mismo mes, y que la providencia de ad­
misión dictada es de 21 de igual mes y 
año, se advierte prontamente, con solo 
hacer un simple recuento de los días pa­
sados, que el plazo perentorio de treinta 
días naturales legalmente establecido, ha­
bía ya transcurrido cuando la demanda 
se presentó. 

CONSIDERANDO que igualmente es 
conveniente manifestar, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial (sentencias de 
5 de junio de 1901, 14 de febrero de 1928, 
9 de diciembre de 1930, 18 de mayo de 
1932, 4 de mayo de 1953 y 6 de diciembre 
de 1955), que la oportunidad en cuanto 
el tiempo de las presentaciones que se 
deduzcan ante los Tribunales de Justicia, 
se determinara por la fecha de la pre­
sentación del escrito correspondiente ba­
jo la garantía y responsabilidad del fun­
cionario que con arreglo a la Ley da fe 
su entrega, y que cuando no conste ex­
tendida en los oportunos escritos dicha 
nota, que es la garantía que la Ley esta­
blece en defensa de los derechos de las 
partes, será forzoso atenerse a las fe-

CONSIDERANDO que esta evidente 
realidad, de todo punto incuestionable, 
de que tanto en la fecha de presentación 
de la demanda como en la del proveído 
de su admisión, había ya expirado el pla­
zo establecido en la Ley, plazo que es 
de caducidad (sentencias de 21 de febre­
ro de 1957 y 1 de julio de 1961) y de 
apreciación obligada, incluso de oficio 
(sentencias de 30 de abril de 1940 y 25 de 
septiembre de 1950), conduce inexorable­
mente a declarar la inviabilidad de la ac­
ción de impregnación ejercitada, con ex­
presa imposición al acto de los costes 
causados por imperativo de lo dispues­
to en la norma 11 del artículo 70 de la 
mencionada Ley de 17 de julio de 1951. 
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14. DOCUMENTO PRIVADO. VALOR PRO­
BATORIO. 

(Sentencia núm. 178, de 14 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que teniendo en 
cuenta la disposición contenida en el ar­
tículo 1.225 del Código Civil, de que el 
documento privado, reconocido legal-
mente, tendrá el mismo valor que la 
escritura pública entre las que hubiesen 
suscrito y sus causahabientes, y el he­
cho cierto de que por el recurrente se 
reconoció el absolver la posición catorce 
de las que se le hicieron que era suya 
la firma de los documentos privados, 
uno manuscrito y otro mecanografiado, 
de 23 de enero de 1975, y que este mismo 
reconocimiento se efectuó en el acta del 
juicio verbal de desahucio que en 10 de 
julio de 1975 se celebró, resulta obvio la 
necesidad de tener por eficaces y ciertos 
tales documentos, ya que no es lícito, 
sin demostración contraria, prescindir 
de ellos y dejar de reconocerles su na­
tural alcance. 

CONSIDERANDO que siendo preciso 
admitir cómo presunción «juria tantum», 
que la firma estampada es una demos­
tración de conformidad de quien la puso, 
con la qué del documento se desprende, 
cuando el mismo aparece suscrito por 
la persona a quien afecta su cumplimien­
to (sentencias de 22 de marzo de 1933, 
9 de abril de 1915 y 12 de noviembre 
de 1947), y siendo patente que la con­
junta apreciación de lo actuado y prue­
bas practicadas, racionalmente valoradas 
con arreglo a sus normas propias, arroja 
la evidencia de que los plasmado en los 
documentos expresados fue lo verdadera 
y realmente querido por las partes que 
los otorgaron y suscribieron manifiesto 
resulte que la resolución volimtaria del 
contrato hecho anteriormente, del que 
en 20 de enero de 1966, se concertó, es 

indudable y obligatoria en sus efectos y 
consecuencias. 

15. CONDENA EN COSTAS. TEMERIDAD. 
EMBARGO PREVENTIVO. 

(Sentencia núvi. 175, de 11 de oc­
tubre de 1977) 

CONSIDERANDO que por el único 
motivo de que en la resolución dictada 
en la instancia, que estimando la formu­
lada pretensión incidental declaró la in­
competencia del Juzgado para conocer 
del juicio promovido por la entidad que 
en el incidente es demandada, no se hizo 
imposición de las costas que en él fue­
ron causadas, se interpone contra ella 
por la Comunidad actora incidental el 
presente recurso, en el que para man­
tenerlo expone «in voce» en el acto de 
la vista, que dos a su entender estima­
bles consideraciones hacen obligada la 
condena de las que en el trámite de ins­
tancia se originaron, la de que las cir­
cunstancias concurrentes en el caso son 
expresión de una evidente temeridad e 
implican la necesidad de tal sanción, y 
la de que, además, el embargo preventi­
vo efectuado es bastante, por el propósi­
to que su consecución logró, para obte­
ner esa condena. 

CONSIDERANDO que respecto de la 
primera de las consideraciones alegadas, 
y teniendo en cuenta el libre criterio 
apreciativo que en materia de imposi­
ción de costes nuestra legislación pro­
clama, salvo en los supuestos de excep­
ción taxativamente previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, debe manifes­
tarse que la conducta de la entidad que 
ahora en el juicio principal es deman­
dada en el incidente que ahora se re­
suelve por virtud del presente recurso, 
la desarrollada en el litigio y en la cues­
tión de competencia por declinatoria fue 
promovida, es relevante de su temeri-
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dad, porque la clase de acción que en 
el proceso se ejercita, la persona, y las 
motivaciones que para oponerse a la in­
cidental demanda de la competencia ha­
ce, son exponente claro del merecimien­
to de tal calificación, de que sin base 
legal se intenta determinar el lugar del 
juicio. 

CONSIDERANDO que conceptuación y 
estimación distinta merece, sin embar­
go, la que en segundo lugar fue aducida 
por la recurrente, porque el texto de la 
Sección 1." del Tltulto XIV del Libro II 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, defi­
nidor y normativo de los embargos pre­

ventivos, comprende entre las disposicio­
nes que lo integran, artículos 1.397 al 
1.418, aquellas específicas que a la san­
ción recayente en quien indebidamente 
o sin causa legal hubiere pedido y con­
seguido la realización del embargo se 
refieren y contraen, siendo en consecuen­
cia evidente que no es posible entender 
fuera de los casos que en los preceptos 
indicados se contemplen, y en la forma 
en que ellos se expresa, que la petición 
y traba que a tal efecto se haga consti­
tuya causa bastante o fimdamento sufi­
ciente para asentar una genérica impo­
sición de costes por temeridad de la par­
te litigante. 

(Audiencia Provincial de Murcia) 

1. JUICIO DE DESAHUCIO. REQUISITOS 
Y ÁMBITO. 

(Sentencia núm. 10, de 8 de febrero 
de 1978) 

CONSIDERANDO que conjugando los 
artículos 1.564 y 1.565 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil aparece que, para que 
pueda seguirse con éxito el juicio de 
deshaucio por precario, se requiere que 
el que lo promueve tenga la posesión 
real de la finca a título de dueño, usu­
fructuario o cualquier otro que le dé 
derecho a disfrutarla, y que el deman­
dado la tenga a disfrute en precario, 
figura jurídica que a falta de definición 
legal, ha ido elaborando la jurispruden­
cia hasta dejarla cristalizada «como la 
ocupación sin título, o en virtud de un 
título nulo o que haya perdido su vali­
dez», es decir, una mera ocupación tole­
rada y sin contraprestación; y en conse­
cuencia, la materia misma del citado jui­
cio obliga a contemplar no solamente 
la suficiencia del título que se esgrime 

por el demandante para acreditar la po­
sesión real que le legitima para preser­
varla, sino también si, en efecto, el de­
mandado es un ocupante por mera tole­
rancia o por el contrario, tiene algún tí­
tulo que le vincule con el objeto o con 
el demandante y que justifique su per­
manencia en la posesión, no para diluci­
dar su eficacia o la plenitud de sus 
efectos, sino para evitar que al amparo 
de im procedimiento sumario y rápido, 
que exige términos sencillos y claros en 
su planteamiento, se solventen situacio­
nes complicadas, que requieren una dis­
cusión más amplia y rodeada de mayo­
res garantías. 

CONSIDERANDO que en el caso con­
creto que se resuelve en el presente re­
curso de apelación, de la conjugación ar­
mónica de las pruebas practicadas, apre­
ciadas según las reglas de la sana críti­
ca, se desprende la existencia de una 
serie de elementos de juicio, que llevan 
a pensar en la existencia de una posible 
confabulación encaminada a beneficiar al 
marido de la demandada, que se encuen-
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tra legalmente separado de ella, con el 
fin de colocarle no sólo en una situación 
de insolvencia que le impida el cumpli­
miento de sus obligaciones legales, sino 
también a despejar a dicha demandada 
de unos posibles derechos sobre la casa 
que ocupa, dicho sea todo lo anterior 
sin prejuzgar cuestiones civiles o crimi­
nales que ya han sido promovidas las 
primeras y que pudieron interponerse 
las segundas. Se está, pues, en presencia 
de un procedimiento que entraña cues­
tiones complicadas que requieren una 
discusión inás amplia y rodeada de ma­

yores garantías que las que existen en 
el juicio de desahucio en precario, pro­
cedimiento sumario y rápido que exige 
términos sencillos y claros en su plan­
teamiento que no se dan en el caso que 
se resuelve, en el que puede despren­
derse de la pruba practicada, algún títu­
lo que vincula a la demandada con el 
objeto —casa vivienda— que posee y que 
impide afirmar que sólo la tolerancia 
es la causa de aquella ocupación. Debe, 
pues, confirmarse, en todas sus partes, 
la sentencia recurrida, sin hacer expresa 
imposición de las costas de esta alzada. 

Juzgados de Primera Instancia 

1. CUESTIÓN DE COMPETENCIA. VALI­
DEZ DE LA SUMISIÓN. 

(Auto de 7 de enero de 1978) 

CONSltlEBANDO que habiéndose 
opuesto a la inhibición solicitada por es­
te Juzgado, el de igual clase de Játiva, a 
virtud de razones que se estiman inco­
rrectas por el requirente, procede insis­
tir en la inhibitoria a la vista de los si­
guientes argumentos doctrinales, legales 
y jurisprudenciales: 1." Que el principio 
fundamental de competencia es el de 
que el fuero del domicilio del demanda­
do determina generalmente el Juez com­
petente; así lo entedía la doctrina pro­
cesal española contemporánea a la publi­
cación de la Ley procesal de 1885 (Cara-
vantes decía que «el lugar del domicilio 
ha sido considerado desde muy antiguo 
como el principal y preferente para sur­
tir fuero, o someterse a la jurisdicción 
que en él se ejercita, por haber apareci­
do más claramente respecto a este lugar 
la sumisión voluntaria de las partes a 
dicha jurisdicción»), y así lo entiende la 
moderna doctrina y actual jurispruden­

cia, al calificar de excepción la sumisión 
pactada, pues aun cuando en alguna sen­
tencia le llama «una regla preferente» 
—no, la regla preferente— en seguida se 
cuida de precisar el mismo Tribunal' «si 
bien por su naturaleza de excepción a 
las fijadas en el artículo 62 y siguientes 
debe interpretarse estrictamente» (sen-
sentencia de 15 de noviembre de 1921), 
añadiendo las de 19 de mayo de 1941 y 
3 de febrero de 1925, que «constituyendo 
la sumisión una excepción de las reglas 
generales de competencia, deben ser in­
terpretadas con un sentido restrictivo 
las cláusulas en que tal excepción se es­
tablezca, pudiendo citarse también en es­
ta línea la sentencia de 2 de mayo de 
1913; así, pues, no debe entenderse que 
la sumisión sea la primera regla que 
surte fuero, ni la primera regla para 
resolver conflictos de competencia, pues 
esa primera regla es la del domicilio del 
demandado, que la sumisión excepciona 
mediante la renuncia del fuero propio, 
y por eso, cuando se dice que las partes 
han prorrogado la competencia del Juez, 
se está indicando que el demandado se 
ha sometido a Juez diferente al de su 
domicilio, prorrogando, por tanto, su 
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competencia natural con derogación de la 
regla «actor sequitur forum rei». 2.° Que 
hay que distinguir entre cláusula de su­
misión incluida en el contrato, y nota 
impresa en documento posterior al con­
trato cuando en éste no se hace alusión 
ni pacto alguno referente a la competen­
cia judicial, como es el caso de la factu­
ra con nota de sumisión enviada por el 
vendedor sin que conste que el compra­
dor aceptare», porque si bien es cierto 
que recibió este documento y no impug­
nó la nota, el silencio en este particular 
sin otros elementos de juicio, no tiene 
la significación procesal de renuncia cla­
ra y terminante del fuero propio que 
exige el artículo 57 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil, para que se entienda 
pactada la sumisión expresa« sentencia 
de 24 de julio de 1939), añadiendo como 
explicación la sentencia de 19 de febrero 
de 1944, que por expedirse la factura des­
pués que el contrato se perfecciona, el 
pacto sumisorio que en ella aparezca 
consignado, si carece de otro anteceden­
te debe atribuirse el concepto de cláusu­
la nueva, a la que únicamente puede 
concederse eficacia si resulta aceptada 
de modo expreso, debiendo mencionar 
también las sentencias de 24 y 25 de 
mayo de 1944, que citando la sentencia 
de 29 de abril de 1943, enseñan que la 
firma de un documento no ampara el 
dorso sin firmar donde van cláusulas de 
competencia, así como la de 15 de enero 
de 1954. 3.° Que, asimismo, procede de­
clarar, que para la validez de la cláusula 
de sumisión, es preciso que no exista 
indicio o sospecha fundada de haber pro­
cedido dolosamente el autor del docu­
mento donde va impresa, uno de cuyos 
indicios es, según ha precisado la juris­
prudencia francesa e italiana, insertar di­
cha cláusula con caracteres diminutos y 
en lugar no amparado por la firma de la 
persona a quien va dirigido el documen­
to, por la razón de que no pueden enten­
derse aprobadas expresamente las cláu­
sulas cuyo conocimiento no es seguro o 
probable, desprendiéndose de su situa­

ción o tipo de letra que se ha redactado 
aspirando a que pase desapercibida, lo 
que es perfectamente aplicable a nuestro 
derecho al disponer el artículo 1.288 del 
Código Civil que la interpretación de las 
cláusulas oscuras de un contrato no de­
berá favorecer a la parte que hubiese 
ocasionado la oscuridad. 4.° Que hay que 
distinguir el caso de que el comprador 
firme el albarán o la factura enviados 
por el vendedor, donde conste la cláusu­
la de sumisión o que lo haya otra perso­
na por aquél, pues en este caso, si dicha 
persona no tiene poderes suficientes del 
comprador tampoco obliga a éste, y así, 
dice la sentencia de 25 de octubre de 
1976 que el artículo 56 de la Ley de En­
juiciamiento Civil «exige terminantemen­
te que dicho pacto lo hayan conocido 
los litigantes, y el 57 que esté acordado 
por los interesados, sin que puedan sus­
tituirle sus representantes legales, a no 
ser que goce de un apoderamiento espe­
cial, por implicar ima renuncia de dere­
chos que constituye un acto personalísi-
mo, y como los albaranes en que se ha­
lla impresa la cláusula de referencia es­
tán confirmados por un recepcionista y 
no por quienes concertaron la compra­
venta mercantil de que se trata, y como 
además la firma antecede al pacto su­
misorio, es indudable que no puede ser 
tenido en cuenta a efectos de determinar 
el órgano judicial que debe conocer del 
presente asunto.» 

CONSIDERANDO que si aún se alega­
ra la inescindibilidad del documento, 
cuando la cita en apoyo de sus tesis el 
que presenta la inhibitoria, indicando 
que la frase «portes pagados» significa 
que la entrega se hace en el domicilio 
del comprador, de manera que tiene que 
aceptarlo también respecto de la cláusu­
la de sumisión contenida en el mismo a 
favor del domicilio del vendedor, proce­
de decir que no siempre es así, pues 
para que lo fuese tendrían que ser polé­
micas todas las cláusulas del documento, 
pues si unas son aceptadas por ambos 
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litigantes, han de entenderse segiin la 
opinión unánime de los mismos y res­
pecto de las otras, para que operase esa 
inescindibilidad, tendrían que estar re­
dactadas y localizadas en el documento, 
en forma, igualmente clara y relevante, 
de manera que no pueda sospecharse que 
alguna há sido situada de forma tal que 
pase inadvertida, porque, entonces, el 
dar igual trato a todas ellas sería injus­
to, y si a ello se añade que el documen­
to no está firmado por el comprador que 
solicita la inhibitoria, no puede darse be­
ligerancia a la cláusula de sumisión es­
tampada con letra minúscula, en el alba-
rán de entrega, después de la firma del 
comprador, pues ya dice la reciente sen­
tencia dé 25 de octubre de 1976, en un 
caso idéntico al aquí enjuiciado, «que 
para resolver la presente cuestión de 
competencia suscitada por inhibitoria, es 
preciso tener en cuenta que no consta 
la existencia de sumisión expresada ni 
tácita dé las partes contratantes, que 
después litigan, pues no puede aceptarse 
como tai el texto de las estipulaciones 
impresas que figura en las cartas de por­
tes donde se dice que el comprador se 
somete expresamente a la competencia 
del Juzgado de Bailen si como conse­
cuencia de esta compra-venta surgiere 
ulterior litigio, y ello porgue no aparece 
la firma, índice de conformidad, del re­
ferido comprador, sino tan sólo la del 
transportista y la del que recibe la mer­
cancía enviada, que sirven, en cambio, 
para avalar el modo y concepto en que 
se lleva a cabo el envío diciéndose que 
es «a porte pagado», lo cual, de acuerdo 
con la reiterada doctrina jurisprudencial 
de este Tribunal Supremo, es suficiente, 
a falta de otros elementos, para atribuir 
la competencia discutida, al Juzgado del 
domicilio del comprador, como el del 
lugar dé cumplimiento del contrato...». 

2. INTERDICTO DE RECOBRAR LA POSE­
SIÓN. FINALIDAD DE LOS INTERDIC­
TOS. 

(Sentencia de 18 de noviembre de 
1977) 

CONSIDERANDO que de la prueba 
testifical practicada, la de más peso y 
razón es la declaración prestada por el 
antiguo propietario de la finca colindan­
te a la senda, señor B., quien, conjugan­
do todas sus manifestaciones a pregun­
tas y repreguntas, testimonia en el sen­
tido de que el entubamiento y cierre de 
la antigua reguera lo hizo sin contar con 
nadie y por su cuenta, permitiendo el 
peso de todos los vecinos, haciendo el 
paso más cómodo para todos; ante cu­
yas manifestaciones pierden virtualidad 
las razones esgrimidas por el demanda­
do en tomo a la tolerancia, pues ante 
una situación posesoria determinada y 
admitida, quien intente matizarla con al­
guna calificación debe probarlo suficien­
temente y eso no se hizo en este litigio; 
sobre cuya declaración procede decir 
también que la tolerancia como elemen­
to degradatorio de la posesión sólo pue­
den alegarla el dueño o poseedor de la 
cosa que concedieron la tolerancia (sen­
tencia de 14 de abril de 1950), pero no el 
sucesor en la propiedad de dicha cosa, 
si en el título de transmisión no se le 
advierte que se le concede una posesión 
tolerada, ni existen requerimientos, una 
vez en marcha la posesión, de que sólo 
se le permite poseer con tal cualidad, es 
imposible hacer valer contra el mismo 
más tarde algo que ni sabía, ni conocía, 
in se le comunicó; y aún más, a efectos 
interdíctales, aun la posesión tolerada 
goza de la protección del ordenamiento 
jurídico, pues la frase «todo poseedor» 
empleada por el artículo 446 del Código 
Civil, y la de «el que se halle en la po­
sesión o en la tenencia de una cosa» uti­
lizada en el artículo 1.651 de la Ley de 
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Enjuiciamiento Civil, amparan cualquier 
situación de contacto, uso o utilización 
de una cosa o derecho; y es que de las 
dos constantes teleológicas del derecho 
—ajusticia y seguridad— es esta última 
la que, segiin tesis muy generalizada, 
constituye el soporte de la posesión, de 
donde el estado de hecho de una cosa, 
mantenido por la voluntad de una perso­
na, debe ser respetado mientras no se 
declare por los órganos del ordenamien­
to jurídico institutidos por el Estado que 
no se corresponden con el derecho, y 
quien desconociendo eso actúa por vo­
luntad propia, comete una injusticia for­
mal, aunque puede ser legítimo el con­
tenido de su voluntad, incluso en pensa­
miento jurídico más solvente, llevando 
estas consideraciones hasta el extremo, 
y pensando en el tiempo transcurrido o 
en las diferentes transmisiones de un 
mismo bien, reputa como más perjudi­
cial para la tranquilidad general el res­
tablecimiento del derecho que la acepta­
ción del hecho existente; de donde se 
ha escrito que la posesión procura la 
tranquilidad a la sociedad, lo que no 
debe confundirse con la paz, o lo que 
es igual, persigue la paz jurídica que se 
logra en los procesos interdíctales con 
base en el respeto a la apariencia, mien­
tras la paz justa sólo es obtenible a tra­
vés de los procesos ordinarios. 

3. CUESTIÓN DE COMPETENCIA. CO­
RRESPONDE SOLUCIONAR AL ÓRGANO 
QUE TIENE COMPETENCIA PARA CO­
NOCER EL ASUNTO PRINCIPAL. 

(Auto núm. 121, de 28 de diciembre 
de 1977) 

CONSIDERANDO que el contenido del 
artículo 55 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, claramente expresivo de su espíri­
tu y sentido, de alcance que debe conce­
dérsele, resuelve a favor de la Audiencia 

Provincial correspondiente la competen­
cia para conocer del incidente suscitado 
por cuestión de competencia por decli­
natoria en el juicio ejecutivo iniciado, 
ya que en virtud de lo establecido en el 
número 1.° del artículo 1.° de la Ley de 
20 de junio de 1968, que a las mismas 
atribuyó competencia en materia de ín­
dole civil, conocerán éstas de «...juicio 
ejecutivo en que se solicite despacho de 
ejecución por cantidad líquida no supe­
rior a cincuenta mil pesetas...», y siendo 
este el caso ahora contemplado, pues la 
cuantía del proceso incoado asciende a 
40.240 pesetas, es evidente que las inci­
dencias que puedan en el mismo promo­
verse, independientemente del pensamien­
to que sobre la Ley mencionada pueda 
tenerse, deben ser solucionadas por el 
órgano que tiene competencia para co­
nocer del asimto principal en que el in­
cidente se promueve. 

4. EJECUCIÓN DE SENTENCIA. OTORGA­
MIENTO DE ESCRITURA PÚBLICA. 
PRESENTACIÓN POR EL EJECUTANTE 
DEL PROYECTO DE ESCRITURA. 

(Auto núm. 104, de 18 de noviem­
bre de 1977) 

CONSIDERANDO que sobre la aplica­
ción de la disposición contenida en el 
artículo 923 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, su alcance y extensión, gira la ar­
gumentación que el actor recurrente ex­
pone para oponerse e impugnar la reso­
lución dictada en la instancia, en la eje­
cutoria de cuyo cumplimiento se trata, 
el 25 de junio del año en curso, porque 
a su entender debió proveerse de acuer­
do con lo que tenía interesado respecto 
al particular extremo que en el aparta­
do a) de su escrito del 1 de igual mes y 
año concretaba, ordenando la presenta­
ción previa, en un plazo determinado, de 
la minuta de la correspondiente escritu-
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ra pública a otorgar, para poder hacer 
las manifestaciones que fueren precisas 
o prestar su conformidad a la misma, 
ya que dado los términos que en tal 
instrumento público deben incluirse es 
preciso eí previo acuerdo de las partes. 

CONSIDERANDO que el artículo 147 
del Reglamento de la organización y ré­
gimen del Notariado de 2 de junio de 
1944, y especialmente el texto de sus 
apartados segundo y tercero, expresamen­
te indicados por el recurrente para sus­
tentar su pretensión, con claridad esta­
blece la forma y manera de realizar el 
acto o contrato que a la autorización 
notarial se somete, ya que perfectamen­
te regula y delimita la entrega de pro­
yectos o minutas al Notario y la facultad 
que éste tiene para poder revisarlos y 
rectificar su redacción, con «ausencia de 
aquéllos», de las partes, dice el precepto 
citado, o negarse, si éstas «insistieran 
en la redacción propuesta», a su autori­
zación, o, en otro caso, hacerlo, pero sal­
vando su responsabilidad, con las adver­
tencias procedentes, al final del instru­
mento público, lo que claramente señala 
el ámbito y límites que a tal actuación 
compete. 

CONSIDERANDO que, por consiguien­
te, y no siendo posible, en correcta apli­
cación de lo dispuesto en el precepto 
sancionado del Reglamento notarial, or­
denar que por el Notario autorizante se 
haga y presente la minuta o proyecto del 
acto o contrato a realizar, es obvia la 
necesidad de adentrarse en el estudio y 
análisis de los preceptos procesales que, 
contenidos en el Título VIII del Libro II 
de la Ley Procesal, a la ejecución de las 
sentencias se refieren, y expresar, al efec­
to, que por la amplitud que el artícu­
lo 923 concede para emplear los medios 
necesarios que al buen cumplimiento de 
la ejecutoria se precisen, y por lo orde­
nado en los artículos 928 y siguientes do 
la misma Ley, lo procedente y lógico es 
que por quien la ejecución insta se pre­

sente el proyecto o minuta correspon­
diente, y que, en su caso de disconfor­
midad de la otra parte, se fije por el 
Juez lo justo y necesario. 

CONSIDERANDO que siendo así, como 
lo es, porque no es factible interpretar 
de otra forma el espíritu y alcance de 
las normas que las ejecuciones de sen­
tencia regulen, que deben entenderse las 
unas en relación con las otras, y apli­
carlas por similitud y analogía en los 
casos que lógicamente procede y sea ne­
cesario, para lograr el exacto y justo 
cumplimiento de la ejecutoria, fin supre­
mo perseguido por la Ley, resulta evi­
dente que debe proveerse de forma que 
se eviten, en lo posible, controversias 
impropias, criterios dispares, buscando 
la concordancia y acuerdo de volunta­
des, el exacto cumplimiento de los tér­
minos de la resolución que se ejecuta, 
con la mayor rapidez que quepa dentro 
de un buen hacer legal, para que total­
mente solucionada la ejecutoria, quede 
también finiquitada la cuestión que a la 
resolución judicial se trajo. 

CONSIDERANDO que, en consecuen­
cia, procede la estimación del recurso in­
terpuesto y la revocación del Auto de 
25 de junio del año en curso, y, en su 
virtud, la reposición de las providencias 
dictadas en 8 y 15 de igual mes y año, 
para acordar, en su lugar, que una vez 
que por el ejecutante se presente el pro­
yecto o minuta de la correspondiente es­
critura se resolverá, y todo sin hacer 
expresa declaración de las costas causa­
das en la primera instancia, ni de las 
en esta apelación originadas. 

5. JUICIO EJECUTIVO. ANUNCIO DE LA 
OPOSICIÓN EN TIEMPO HÁBIL Y FOR­
MA EXPRESA. 

(Auto núm. 96, de 7 de noviembre 
de 1977) 

CONSIDERANDO que el demandado 
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en el procedimiento ejecutivo en que el 
actual incidente se origina impugna la 
resolución dictada en la instancia en 2 de 
diciembre del pasado año 1967, y conse­
cuentemente la providencia de 20 de no­
viembre del mismo, por entender, y así 
lo expone en el acto de la vista del pre­
sente recurso, que debe concedérsele el 
plazo de cuatro días que en el artícu­
lo 1.463 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
para formalizar su oposición por cuanto 
la personación que en los autos hizo im­
plica, a su entender, el cumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 1.461 de la 
misma Ley, y, además, por no haberse 
transcurrido aún el referido plazo cuan­
do en la instancia compareció ante el 
órgano jurisdiccional que, una vez re­
suelta la cuestión de competencia sus­
tanciada y por el promovido, resultó 
competente para conocer del proceso en­
tablado. 

CONSIDERANDO que es suficiente con 
tener en cuenta el texto de los artícu­
los 1.461, 1.462 y 1.463 de la Ley de En­
juiciamiento Civil, su expresa y clara li­
teralidad, para rápidamente advertir que 
el anuncio de la oposición ha de ser he­
cho en forma conveniente, concreta y 
ciertamente manifestado y expuesto, que 
no basta la mera personación para en­
tender cumplida tan esencial condición, 
porque el uso de la conjimción y en 
el 1.460, precepto antecedente de los au­
tos, que tanto significa como esto y lo 
otro, como dos cosas distintas, y la frase 
que a renglón seguido y tras una como 
se expone, de «si le conviniere», que el 
segundo de los presupuestos de la norma 
sin duda alguna se contrae, y el distinto 
tratamiento que en el 1.462 y 1.463 se 
contempla para una y otra hipótesis, re­
vela que el anuncio de la oposición ha 
de manifestarse expresamente. 

CONSIDERANDO que, por consiguien­
te, como la alegación que al respecto de 
lo anteriormente expresado hace el eje­
cutado recurrente resulta inoperante y 

de todo punto irrelevante, pues no es po­
sible estimar su deseo de oponerse, rea­
lizada su facultad personalísima y priva­
tiva de contradecir la ejecución, por el 
mero hecho de su personación en los 
autos, se hace obligado examinar lo ac­
tuado a los efectos de claramente deter­
minar si los plazos legalmente preveni­
dos para el cumplimiento de tales exi­
gencias o requisitos legales habían ya 
transcurrido cuando ante el Juzgado com­
petente compareció el demandado que 
la cuestión de competencia por declina­
toria promovió, teniendo en cuenta al 
hacerlo, como ya dijo esta Sala en su 
resolución de 2 de marzo de 1976, que 
la suspensión del procedimiento debe en­
tenderse referida a la fecha en que la 
cuestión de competencia se presentó. 

CONSIDERANDO que la disposición 
contenida en el artículo 114 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que rectamente eft 
tendida significa y claramente expresa 
que la suspensión de los procedimientos 
por la formulación de las inhibitorias o 
las declinatorias será desde el mismo día 
en que aquellos que presentaren, por 
cuanto ha de tenerse en cuenta lo dis­
puesto en la sección 6.», título VI, del 
libro I de la misma, para el cómputo de 
tiempo, sin olvidar que los términos se 
interrumpen desde la presentación del 
escrito en que el acto judicial se plantea, 
como a efectos de la caducidad se dice 
en la sentencia de 5 de junio de 1901, y 
se practica constante en los Juzgados y 
Tribunales, obliga al detenido examen de 
las actuaciones que en este caso fueron 
practicadas, para fijar el tiempo trans­
currido y las posibilidades y derechos 
que el recurrente pudieren asistir. 

CONSIDERANDO que, en consecuen­
cia, y habiéndose realizado la citación de 
remate el 26 de febrero de 1976, y pre­
sentado la cuestión de competencia el 
1 de marzo del mismo año, obvio resul­
ta, puesto que el intermedio día 29 fue 
domingo, que sólo habían transcurrido 
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dos días de los tres que en el artícu­
lo 1.461 de la Ley Procesal se establecen, 
y que, por lo tanto, el ejecutado tenía a 
su favor un día cuando la suspensión se 
alzó para poder manifestar en forma su 
deseo de oponerse a la ejecución, por lo 
que al no haberlo estimado así la provi­
dencia de 20 de noviembre de igual año, 
que mandó eilzar la suspensión de los 
autos, concediéndole el derecho que lo 
correspondía, es patente que se encuen­
tra indebidamente dictada y que debe 
reponerse para ajustaría a lo legalmente 
prevenido, previa la revocación del auto 
ahora impugnado que la firmeza de aqué­
lla mantuvo. 

CONSIDERANDO que procede la esti­
mación del recurso interpuesto y la re­
vocación de la resolución de instancia 
de 2 de diciembre de 1976, y, en su vir­
tud, la reposición de la providencia de 
20 de noviembre del mismo año en todo 
el contenido que a continuación de su 
primer punto y coma comprende, ya que 
debe proveerse en el sentido de que una 
vez transcurra el plazo señalado en el 
artículo 1.461 de la Ley de Enjuiciamien­
to Civil se acordará lo procedente, sin 
nada más en ese momento procesal, pues 
lo demás será consecuencia y resultado 
de lo que se haga y en proveídos distin­
tos resueltos, y todo sin hacer expresa 
declaración de las costas causadas en 
la primera instancia, ni de las en esta 
apelación originadas. 

6. INTERDICTO OBRA NUEVA. JUICIO DE­
CLARATIVO SUBSIGUIENTE. 

(Auto de 15 de noviembre de 1977) 

CONSIÍ5EBANDO que para la correcta 
resolución de este recurso se hace nece­
sario hacer las siguientes constataciones 
o presupuestos básicos: a) que la peti­
ción formulada por el dueño de la obra 
que ha perdido el interdicto, para que 

se declare su derecho a continuarla —ar­
tículo 1.671 LEC—, no es una petición in­
cidental y mucho menos puede estimar­
se incidente del procedimiento sumario 
interdictal, al que puede contradecir y 
sobre el que ha de prevalecer, por tener 
el supremo rango jurisdiccional que otor­
gan los trámites del juicio declarativo 
ordinario; b) que no es obstáculo a lo 
expuesto en el apartado anterior la cir­
cunstancia de que el juicio declarativo 
se sustancia acompañado de los autos de 
interdicto haciéndose el traslado de la 
demanda (sin necesidad de emplazamien­
to, art. 1.671 LEC), cosa lógica por ser 
éstos su antecedente material y procesal, 
y por un plausible criterio de economía 
procesal (innecesaria duplicidad de po­
deres, acreditamiento repetido de perso­
nalidad de las partes, eliminación del 
emplazamiento, etc.); c) que por idénti­
co razonamiento cuando el promovente 
del interdicto que ha obtenido sentencia 
contraria a sus pretensiones puede ejer­
citar en el juicio declarativo correspon­
diente el derecho para obtener la demo­
lición de la obra —art. 1.675 LEC—; 
d) que el derecho que concede el artícu­
lo 1.672 LEC al dueño de la obra para 
continuarla por seguírsele graves perjui­
cios de la suspensión, previa prestación 
de fianza, se configura por ley (art. 1.673) 
como pretensión incidental que en buena 
técnica procesal no dudamos en concep­
tuar de incidente del juicio declarativo 
que ha de decidir definitivamente en jus­
ticia y derecho la controversia suscitada 
por la construcción debatida, pudiendo 
consecuentemente tramitarse, en pieza 
separada, o en los mismos autos princi­
pales, a elección de quien la deduzca 
—art. 1.673 LEC—; e) que considerar —a 
vista del tenor del art. 1.673 LEC— como 
autos principales los autos de interdic­
to y no los autos del juicio declarativo 
correspondiente, es decir, los princi­
pios básicos de la pirámide jurisdiccio­
nal, anteponer o prevalecer lo provisio­
nal y sumario a lo definitivo y plenario, 
y romper, en definitiva, la estructura je-
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rórquica de los Tribunales y de sus res­
pectivas competencias o especialidades; 
así lo entiende el propio artículo 1.672 
LEO cuando en su párrafo 2° expresa, 
con la mayor claridad, «la demanda prin­
cipal a que se refiere el artículo ante­
rior», y el artículo 1.673 LEC habla de 
los «autos principales», que no pueden 
ser otros que aquellos en que obra la 
demanda principal. 

CONSIDERANDO que sentado el ca­
rácter de principal que ostenta la deman­
da de juicio declarativo correspondiente 
y el concepto de autos principales que 
corresponde al procedimiento que aqué­
lla, inicia —art. 524 LEC—, y admitido 
por ley —art. 1672 en relación con el 
artículo 1.673, ambos de la LEC—, la na­
turaleza incidental de la demanda «pi­
diendo autorización para continuar la 
obra», es de elemental lógica jurídica-
procesal que la sentencia que resuelve 
el incidente sea apelable ante el Tribu­
nal Superior competente para conocer de 
los autos principales, o sea, la Audiencia 
Territorial de Albacete —art. 679 lEC—, 
Ley Orgánica del Poder Judicial, y todo 
de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 55 de la LEC, cuyo mandato «los 
Jueces y Tribunales que tengan compe­
tencia para conocer de \m pleito lo ten­
drán también para todas sus inciden­
cias»; y si bien es cierto que deter­
minada Audiencia Provincial —Gerona, 
sentencia de 16 de enero de 1976— ha 
conocido de la apelación incidental que 
ahora nos ocupa, quizá haya sido debido 
al hecho de haberse tramitado aquel in­
cidente en pieza separada —por así ele­
girlo en promotor incidental, art. 1.673 
LEC—, lo que facilita el equívoco de con­
siderarlo (en perspectiva aislada) como 
incidente de ejecución de sentencia de 
interdicto de obra nueva, cuando textual­
mente la propia Ley Procesal lo concep­
túa de incidente del juicio declarativo 
correspondiente, y esta circunstancia de 
relación inmediata con la demanda de­
clarativa —art. 742 y 1.672 LEC— destaca 

con más diáfana claridad y contundencia 
al tramitarse la incidencia en los mis­
mos autos principales. 

CONSIDERANDO que la cuestión rela­
tiva a estimar los presentes autos de 
juicio declarativo ordinario como conti­
nuación de los autos interdíctales (Au­
diencia Provincial de Barcelona, senten­
cia de 25 de noviembre de 1975) en nada 
afectan o modifican los razonamientos 
antes expuestos, es más, ya apuntábamos 
en el primer considerando de esta reso­
lución —apartado b)— la lógica norma­
lidad que representó la circunstancia de 
que el juicio declarativo se sustancie 
acompañado de los autos de interdicto 
por ser éstos su antecedente natural y 
procesal; ahora bien, siempre que que­
demos a cubierto de confusionismos y 
bien aclarada la auténtica categoría pro­
cesal de las respectivas actuaciones (la 
propia Audiencia Provincial de Barcelo­
na califica los autos de interdicto de 
«trámite previo y accesorio» o de «ante­
cedente necesario»), o sea, ha de quedar 
bien sentado que la jurisdicción interdic-
tal terminó con la sentencia firme rati­
ficando la suspensión de la obra, y que 
todo lo que acontece después —juicio 
declarativo y sus incidencias— pertene­
ce a la jurisdicción plenaria (por cierto, 
que no existe inconveniente procesal en 
que un Tribimal Superior conozca de la 
vía interdictal, abreviada, provisional o 
de urgencia, y que a un Tribimal Infe­
rior completa el conocimiento plenario 
del asunto definitivo, precisamente en el 
procedimiento clásico romano estas me­
didas urgentes estaban reservadas en la 
fase «in iure» al Prestor o Magistrado 
—de máximo rango jurisdiccional me­
diante una cognitio sucinta y previa del 
caso— y la resolución definitiva de la 
controversia estaba atribuida al index-
privatus —que podía no ser ni siquiera 
jurisconsulto— designado por las propias 
partes litigantes a través de un «iudicium 
privatum» plenario. 

ANTONIO B . MUÑOZ VIDAL 
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